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«El sufrimiento de los pequeños no es un sufrimiento pequeño. Por eso, debemos 
ayudarlos y escucharlos». 
 
Janusz Korczak 
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Dedicatoria. 
A los niños, niñas y adolescentes extranjeros desamparados que viajan a lo largo y ancho de 
Colombia, con la esperanza de encontrar la protección que no hallaron en sus territorios, puesto 
que merecen la solidaridad de Estado, sus Instituciones y su sociedad, para arrebatárselos a 
quienes pretendan doblegar su Espíritu noble y someter su ser Humano a la indignidad; son seres 
que deben hallar alivio a su desesperación, para que cese la incertidumbre sobre su destino. 
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Resumen 
Para hacer efectivos los Derechos Humanos, los Estados no pueden ser ajenos a los 
compromisos adquiridos ante la comunidad internacional, por ello, deben comenzar por 
garantizárselos a todos los niños, niñas y adolescentes sin discriminación alguna, en todos los 
confines de la tierra; Colombia también los asumió y debe buscar la protección integral de este 
grupo, incluidos los extranjeros que se encuentren en su territorio, en condición de inmigrantes, 
principalmente de quienes tienen especial condición de vulnerabilidad, por no estar acompañados 
o encontrarse en situación de apatridia. Este trabajo escudriña la teoría de los Derechos 
Humanos, su evolución y vigencia en los Estados Sociales, su relevancia en los postulados de la 
Convención de los Derechos del niño y aborda el tema de las Políticas Públicas implementadas 
por el Estado colombiano, para la protección de los menores de edad y su aplicación en la 
atención brindada a los NNA extranjeros inmigrantes durante el período comprendido entre los 
años 2015 y 2018, para establecer si son incluyentes o requieren ajustes y aportes para lograr que 
sean concordantes con el orden internacional. 
Palabras clave: Apátridas, Colombia, Derechos Humanos, Estándares de Atención, 
Interés Superior del Niño, Menores Inmigrantes, Política Pública, Protección integral. 
 
 
 
 
 
 
 
VIII 
Sommario 
Per realizzare i Diritti Hmani, gli Stati non possono essere ignari degli impegni assunti 
davanti alla comunità internazionale, quindi devono iniziare garantendoli a tutti i bambini e gli 
adolescenti senza alcuna discriminazione, in tutti i confini della terra; Anche la Colombia li ha 
assunti e dovrebbe cercare la protezione integrale di questo gruppo, compresi gli stranieri che si 
trovano sul loro territorio, nelle condizioni degli immigrati, principalmente quelli che hanno una 
condizione speciale di vulnerabilità, perché non sono accompagnati o si trovano in stato di 
apolidia. Questo lavoro esamina la teoria dei Diritti Umani, la sua evoluzione e validità negli 
Stati sociali, la sua rilevanza nei postulati della Convenzione sui diritti dell'infanzia e affronta la 
questione delle politiche pubbliche attuate dallo Stato colombiano, per la protezione di minori e 
la loro applicazione nell'assistenza fornita ai bambini immigrati stranieri nel periodo tra il 2015 e 
il 2018, per stabilire se sono inclusivi o richiedono adeguamenti e contributi per garantire che 
siano coerenti con l'ordine internazionale. 
Parole chiave: Apolide, Colombia, Diritti Umani, Massimo Interesse del bambino, 
Minori Immigrati, Politica pubblica, Protezione Integrale, Standard di attenzione. 
 
 
 
 
 
 
 
 
IX 
Abstract 
To realize Human Rights, States cannot be oblivious to the commitments made before the 
international community, therefore, they must begin by guaranteeing them to all children and 
adolescents without any discrimination, in all the ends of the earth; Colombia also assumed them 
and should seek the integral protection of this group, including foreigners who are in their 
territory, in the condition of immigrants, mainly those who have a special condition of 
vulnerability, because they are not accompanied or are in state of statelessness. This work 
scrutinizes the theory of Human Rights, its evolution and validity in the Social States, its 
relevance in the postulates of the Convention on the Rights of the Child and addresses the issue 
of Public Policies implemented by the Colombian State, for the protection of minors and their 
application in the care provided to foreign immigrant children during the period between 2015 
and 2018, to establish whether they are inclusive or require adjustments and contributions to 
ensure that they are consistent with the international order. 
Key words: Colombia, Higher Interest of the Child, Human Rights, Integral Protection, 
Minor Immigrants, Public Policy, Standards of Care, Stateless. 
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Menores de Edad Extranjeros Inmigrantes en Colombia: 
Atención y Protección del Estado a la Luz de las Políticas Públicas 2015 -2018 
Capítulo I 
Introducción 
El tema de la atención a los menores de edad  extranjeros en condición de inmigrantes en 
Colombia, merece especial atención, toda vez que es importante por el momento que están 
atravesando países de nuestra región, de los cuales se ha presentado éxodo de población en los 
últimos tiempos, como es el caso de Cuba y Venezuela que buscan salir de sus países de origen 
para encontrar nuevas oportunidades; principalmente en el caso de los hermanos venezolanos, 
encontramos que escapan de la grave crisis que se vive en Venezuela, al punto de no encontrarse 
medicinas ni alimentos para abastecer la demanda de sus habitantes. 
A esta situación que se presenta en países de nuestra región, se suma la inmigración de la 
población proveniente de China y países de África, que muchas de las veces viene acompañada 
por un importante número de menores de edad; niños, niñas y adolescentes que se exponen a ver 
vulnerados sus Derechos, en el evento que el Estado colombiano no cuente con unas políticas 
públicas que garanticen la atención de necesidades tales como: alimentación, ingreso y atención 
en el sistema de salud, acceso a la educación y protección por parte del sistema de bienestar 
familiar. 
Se considera necesario minimizar la injerencia de problemas sociales en la formación de 
este grupo poblacional, que desencadene en explotación y/o maltrato infantil y/o en el ingreso de 
menores en condición de inmigrantes a actividades relacionadas con grupos de delincuencia 
común o grupos al margen de la Ley; motivo por el cual, amerita la revisión de la atención que se 
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le viene brindando a los niños, niñas y adolescentes extranjeros en condición de inmigrantes en 
Colombia. 
El interés en el tema, deviene como consecuencia de la gran preocupación por las 
condiciones de vulnerabilidad de los niños, niñas y adolescentes extranjeros, que ingresan con 
familias que, en las más de las veces, no tienen los medios necesarios ni suficientes para su 
subsistencia, por lo cual el Estado colombiano, como parte de una comunidad internacional que 
firmó un pacto conocido como: Convención Internacional de los Derechos del Niño, tiene el 
deber de garantizar los Derechos a este grupo poblacional.  
Se considera necesario revisar las Políticas Públicas colombianas para la atención de los 
niños, niñas y adolescentes, en el grupo de menores de edad extranjeros que inmigraron en 
Colombia entre el año 2015 y el 2018, para cotejarla con lineamientos científicos, normativos y 
jurisprudenciales internacionales, con el fin de verificar si se garantizaron sus Derechos 
Humanos con enfoque diferencial; para lo cual, este trabajo pretende aportar a la búsqueda de 
alternativas de solución a las necesidades de la población objeto de investigación, que a la postre 
pudieran tener efecto en la participación de las instituciones de nuestro país, en las políticas 
regionales de integración en el tema.  
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1.1. Objetivo General 
Verificar si las políticas públicas para la atención de menores, dentro del contexto de 
Estado Social de Derecho consagrado en la Carta Política de Colombia, garantizan los Derechos 
Humanos a la alimentación, la salud, y la educación, de manera incluyente, durante el período 
comprendido entre los años 2015 a 2018, a los niños, niñas y adolescentes extranjeros en 
condición de inmigrantes, como reconocimiento de Colombia a la ciudadanía inclusiva y a los 
Derechos Universales.  
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1.2. Objetivos Específicos 
1.2.1. Identificar la evolución de las teorías sobre Derechos Humanos en materia de 
derechos del niño, con fundamento en los análisis de las diversas escuelas jurídicas 
italianas y españolas, específicamente, las teorías: escéptica, iusnaturalista, 
iuspositivista, garantista, praxeológica y dualista.  
1.2.2. Reconstruir brevemente, el proceso histórico de la protección de los derechos del 
niño, en el sistema universal e interamericano de derechos, con el fin de comprender 
su evolución y la injerencia de la ONU en el desarrollo de una política universal, para 
la especial protección de sus derechos. 
1.2.3. Definir los componentes normativos de orden internacional, regional y nacional, la 
doctrina científica y jurisprudencial que sustentan el interés superior del niño y los 
estándares internacionales para la atención en alimentación, salud y educación, con el 
fin de valorar el estándar de sus Derechos Humanos; y con base en ellos, ponderar las 
políticas aplicadas para la atención de los menores extranjeros inmigrantes en 
Colombia, durante el período 2015 -2018, en cuanto acceso a alimentación, salud y 
educación. 
1.2.4. Identificar el alcance cuantitativo de la atención en alimentación, salud y educación 
de niños, niñas y adolescentes extranjeros inmigrantes en Colombia, durante el 
período 2015 – 2018, y si son acordes con los estándares internacionales. 
1.2.5. Proponer lineamientos generales para una política pública sobre menores extranjeros 
en Colombia, tomando como referencia principal la ley italiana Zampa (primer país 
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europeo en legislar un marco integral de protección para los niños no acompañados), 
y los Objetivos de Desarrollo Sostenible 2030 para la población migrante. 
1.3. Hipótesis 
El Estado colombiano no ha puesto en marcha una Política Pública incluyente para niños, 
niñas y adolescentes, adecuada al problema migratorio, acorde a los principios de un Estado 
Social de Derecho y a los estándares Internacionales; por lo tanto, no se ha brindado protección 
integral a todos los menores de edad, para garantizar plenamente sus Derechos Humanos 
esenciales, como alimentación, salud y educación.  
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1.4. Variables 
Niños, niñas y adolescentes extranjeros en condición de inmigrantes en Colombia, 
incluidos y atendidos por el sistema educativo en los niveles: básica primaria, básica secundaria 
y media vocacional. 
Menores de edad extranjeros inmigrantes, incluidos y atendidos en el régimen 
contributivo y/o el régimen subsidiado del sistema de seguridad social colombiano. 
Menores de edad extranjeros inmigrantes en Colombia vinculados a programas y 
actividades del sistema de bienestar familiar, para garantizar su protección.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
7 
 
 
 
1.5. Definiciones Operacionales de Palabras Clave 
Para efectos del presente trabajo, se tendrán en cuenta los siguientes conceptos que han 
sido tomados de la Opinión Consultiva 021 del año 2015, de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos y de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM): 
Adolescente: Persona comprendida entre los quince (15) y los diecisiete (17) años de 
edad. 
Condición de inmigrante: Característica dada a la población que, por diversas causas ha 
ingresado al país y no ha podido volver a su lugar de origen.   
Dignidad humana: el derecho que tiene cada ser humano, de ser respetado y valorado 
como ser individual y social, con sus características y condiciones particulares, por el solo hecho 
de ser persona. 
Emigración: Acto de salir de un Estado con el propósito de asentarse en otro. 
Estatus migratorio: Situación jurídica en la que se encuentra un migrante, de conformidad 
con la normativa interna del Estado de acogida o receptor. 
Estado de acogida o Estado receptor: Estado al cual se moviliza la persona, sea de tránsito 
o de destino. 
Estado o país de origen: Estado del cual una persona es nacional o, en caso de la persona 
apátrida, Estado o país de residencia habitual. 
Gestión Migratoria: Término que se utiliza para designar las diversas funciones 
gubernamentales relacionadas con la cuestión migratoria y el sistema nacional que se encarga de 
la protección de refugiados y otras personas que requieren protección. 
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Inmigración: Proceso por el cual personas no nacionales ingresan a un país con el fin de 
establecerse en él. 
Interés superior del niño: toda condición o actividad que favorezca su desarrollo físico, 
psicológico, moral y social para lograr el pleno y armonioso desenvolvimiento de su 
personalidad. 
Libertad de circulación: Derecho basado en tres (3) elementos consagrados en la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos: libre circulación en el territorio de un Estado, 
Derecho a salir de su país y Derecho a regresar a su propio país. 
Medida de protección: Decisión administrativa o judicial, que busca amparar a las 
personas que, por su especial condición de vulnerabilidad, pueden ser objeto de abusos por parte 
de terceros.  
Menor de edad: Persona que no alcanza los dieciocho (18) años, establecido por la ley 
para ser sujeto de derechos y obligaciones. 
Migración facilitada: También conocida como Migración regular o estimulada, que 
comprende medidas y procedimientos para facilitar el visado. 
Migración forzosa: Término empleado cuando hay coacción, incluyendo la amenaza a la 
vida y subsistencia de las personas; puede suceder por causas naturales o humanas. 
Migración Irregular: Movilización de las personas al margen de las normas de los 
Estados, lo que para los países de destino se entiende como ingreso ilegal. 
Niño/a: Toda persona comprendida entre los cero y los catorce años de edad.  
País de origen: El país del cual procede un migrante; es decir, donde tiene su 
nacionalidad. 
9 
 
País receptor: País de destino de una persona, o país que la recibe; en caso de retorno, el 
país de origen se considera país receptor. 
Persona apátrida: aquella persona que no sea considerada como nacional suyo por ningún 
estado, conforme su legislación. 
Políticas de Estado: Son las estrategias diseñadas por los gobernantes para orientar las 
decisiones en temas que se desarrollaron al momento de adelantar la agenda política. 
Refugiado (reconocido): Persona que con “fundados temores de ser perseguida por 
motivo de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones 
políticas se encuentra fuera de su país de nacionalidad y se acoge a la protección de otro país. 
Repatriación: El derecho individual de un refugiado o de un prisionero de guerra de 
regresar a su país de nacionalidad, en las condiciones previstas en instrumentos internacionales. 
Sistema de Bienestar Familiar: Es el conjunto de agentes, instancias de coordinación y 
articulación y de relaciones que hay entre ellos, para hacer efectiva la protección integral de los 
niños, niñas y adolescentes en Colombia. 
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1.6. Abreviaturas 
Las abreviaturas que se tendrán en cuenta en el desarrollo de este trabajo, han sido 
tomadas de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (Corte IDH) y otros documentos. 
ACNUR Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 
(UNHCR) 
 AIEPI Atención Integrada a las Enfermedades Prevalentes de la Infancia 
AG Asamblea General (GA) 
ANCC Asamblea Nacional Constituyente Colombia 
 APC Agencia Presidencial de Cooperación 
 CADH/ Convención Americana de Derechos Humanos 
CCC Corte Constitucional Colombiana.   
CDESC Convención de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
 CDH Comité de Derechos Humanos (HRC) 
CDN Convención sobre los Derechos del Niño 
CEPAL Comisión Económica para América Latina y el Caribe 
CICR Comité Internacional de la Cruz Roja 
CIDH Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
Corte IDH Corte Interamericana de Derechos Humanos 
CRC Congreso de la República de Colombia 
DDHH Derechos Humanos 
11 
 
DIH Derecho Internacional Humanitario 
DNBA Directrices Nutricionales Basadas en los Alimentos 
DUDH Declaración Universal de los Derechos Humanos 
EPT Educación Para Todos 
 FAO Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura 
(ONUAA) 
FLACSO Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales 
 IDH Índice de Desarrollo Humano (HDI) 
INN Instituto Nacional de Nutrición 
INFOOD Red Internacional de Sistemas de Datos sobre Alimentos 
MEN Ministerio de Educación Nacional 
NNA Niños, Niñas y Adolescentes 
OCAH Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios (OCHA) 
 OC Opiniones Consultivas de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
 ODM Objetivos de Desarrollo del Milenio (MDGs) 
 ODS Objetivos de Desarrollo Sostenible 
OEA Organización de Estados Americanos 
OIM Organización Internacional para las Migraciones (IOM) 
 OMS Organización Mundial de la Salud 
ONG Organización No Gubernamental (NGO) 
 ONU Organización de las Naciones Unidas (UN) 
OPS Organización Panamericana de la Salud 
PAE Programa de Alimentación Escolar 
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PARD Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos 
PBM Sistema Preescolar, Básica y Media 
PEI Proyecto Educativo Institucional 
PEP Permiso Especial de Permanencia 
PIDESC Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
 PMA Programa Mundial de Alimentos 
 PNUD Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
RAMV Registro Administrativo para los Migrantes Venezolanos  
RIA Ruta Integral de Atención 
SICIAV Sistema de Información y Cartografía sobre la Inseguridad Alimentaria y la 
Vulnerabilidad 
SIMAT Sistema Integrado de Matrículas  
SIRE Sistema de Información para el Reporte de Extranjeros 
SGP Sistema General de Participaciones  
SGSSS Sistema General de Salud y Seguridad Social 
SNBF Sistema Nacional de Bienestar Familiar 
SRPA Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes 
SSS Sistema de Seguridad Social  
SSSS Sistema de Seguridad Social en Salud 
 UE Unión Europea (EU) 
 UNICEF Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) 
 UNODC Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) 
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1.7. Marco Teórico 
El trabajo de investigación se adelanta con fundamento en la teoría de los Derechos 
Humanos, dentro de la cual se destacan los análisis de las grandes teorías jurídicas como el ius 
naturalismo y el iuspositivismo, este último expuesto por Norberto Bobbio; el garantismo en los 
Derechos Fundamentales, de Luigi Ferrajoli; la escuela praxeológica de Gino Capozzi, 
analizadas por Flor María Ávila Hernández y la teoría dualista de Gregorio Peces – Barba. 
Se estudian algunos aspectos de la doctrina de la protección integral de los niños, niñas y 
adolescentes, la cual ha sido expuesta por los argentinos Mary Beloff y Emilio García Méndez; 
el italiano Alessandro Baratta; los españoles, Juan Daniel Oliva Martínez, Juan Martín Cubas y 
Margarita Soler Sánchez y se estudia la Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, sobre la doctrina del Interés Superior del Niño. 
El trabajo terminará con la revisión a la información que reposa en las entidades y 
organismos del Estado, relacionada con la atención a la población NNA, con el fin de analizar si 
se garantizan los derechos a este grupo poblacional que se encuentra en condición de inmigrante 
en Colombia, acorde con la dignidad humana. 
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1.8. Marco Metodológico 
En el desarrollo de este trabajo de investigación se utiliza la metodología analítica con la 
revisión documental a la teoría sobre los Derechos Humanos, teniendo como material de estudio 
los documentos de autores que la abordan, como Norberto Bobbio, quien cimienta sus tesis en 
procesos históricos influenciados por las doctrinas que los han acompañado en un determinado 
momento; igualmente, en los postulados sobre Derechos Fundamentales expuestos por Luigi 
Ferrajoli, quien argumenta la importancia de estos postulados en las Constituciones democráticas 
y en el surgimiento de un orden jurídico supra estatal fundado en la prohibición de la guerra, el 
mantenimiento de la paz, la seguridad internacional y en la búsqueda de garantías para los 
Derechos Humanos. 
Continúa con la revisión de la nueva perspectiva de los Derechos Humanos, en la cual se 
aborda la fundamentación para su institucionalidad, en la obra de Luigi Gino Capozzi, tomando 
como consulta las reflexiones analizadas por Flor María Ávila Hernández, quien pone de 
presente el aporte de la escuela fenomenológica institucionalista napolitana y su argumentación 
en las premisas teóricas de la praxeología y el praxeologismo, como aporte al devenir de los 
Derechos Humanos. 
Para complementar la revisión teórica general de la teoría de los Derechos Humanos, se 
abordan aspectos referidos a moral, positivismo y práxis en la forma como se comunican los 
Derechos Humanos, para lo cual se toma en cuenta los argumentos expuestos por Antonio Pérez 
Luño, sobre fundamentación de los Derechos Humanos y la teoría dualista de Gregorio Peces – 
Barba, quien busca conciliar los postulados del ius naturalismo y el ius positivismo, dejando de 
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presente que tanto el fundamento moral como el elemento positivista, deben estar presentes en 
los Derechos Humanos para que realmente sean garantizados. 
El estudio continúa con una metodología descriptiva, realizando una breve historia sobre 
los derechos del niño, señalando los aportes de algunos de sus más destacados defensores, 
resumiendo el marco normativo que se ha venido consolidando en torno al tema de los niños, 
niñas y adolescentes y termina con una metodología comparativa, mediante la cual se coteja la 
atención que recibieron los menores extranjeros en condición de inmigrantes en Colombia 
durante el período 2015-2018, a la luz de la aplicación de las políticas públicas para la atención 
de NNA, frente a los estándares internacionales. 
Para comparar la atención que recibieron los niños, niñas y adolescentes extranjeros en 
condición de inmigrantes en Colombia, durante el período 2015 -2018, se llevará a cabo un cruce 
de la información suministrada por diferentes instituciones y organismos, con el fin de hacer el 
análisis a las cifras que reportan y tener los parámetros que servirán para contrastarlos con los 
estándares internacionales de atención para este tipo de población.  
En cuanto al tema central sobre la efectiva protección de los derechos del niño, se revisa 
la doctrina del interés superior del niño, la cual ha sido expuesta por autores como: los 
argentinos Mary Beloff y Emilio García Méndez; el italiano Alessandro Baratta; los españoles, 
Juan Daniel Oliva Martínez, Juan Martín Cubas y Margarita Soler Sánchez y una Jurisprudencia 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
La información que se analiza para medir las variables propuestas es aportada por el 
sistema de bienestar familiar colombiano, el Ministerio de Educación, el Ministerio de Salud y la 
Unidad Administrativa Especial de Migración Colombia. 
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Finalmente, se hace un resumen de los aspectos contenidos en la Ley Zampa de Italia, 
que es catalogada como la primera ley promulgada por un país europeo que contiene un marco 
integral de protección para los niños no acompañados; se toma como referente, como quiera que 
hay relación en cuanto a los flujos migratorios entre Italia y Colombia, por cuanto en el viejo 
continente, la bota itálica ha sido uno de los lugares de mayor ingreso de inmigrantes 
provenientes, especialmente de Asia y África, en tanto que el país suramericano ha sido 
reconocido por su posición geográfica y el privilegio de limitar con el Océano Pacífico y el Mar 
Caribe, como lugar de destino de inmigrantes del mundo, que van en busca de países de norte y 
sur América. 
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1.9. Estado del Arte. 
 Es necesario aproximarse a la labor investigativa que ha precedido este trabajo, para 
conocer la producción registrada en torno al tema de los Derechos Humanos, la lucha por los 
Derechos de los Niños y los estándares para su atención, las Políticas Públicas y el fenómeno de 
la Migración, que contribuya a establecer nuevas relaciones de interpretación al tratar el tema de 
investigación planteado y orientar el enfoque metodológico a seguir para lograr los objetivos 
propuestos. De esta forma, se podrá abordar la problemática con nuevos argumentos teóricos, 
fácticos y con un enfoque más concreto, de manera que el resultado final aporte a los diálogos 
para buscar alternativas de respuesta al fenómeno de la inmigración de menores a Colombia. 
En el desarrollo de la teoría de los Derechos Humanos, se aborda el iusnaturalismo 
racional, que los reclama porque por naturaleza le corresponden a la persona, por su condición de 
tal; el ius positivismo, que propende por la codificación de la conductas humanas en un 
ordenamiento jurídico y las consecuencias de transgredir dicho ordenamiento; el garantismo, que 
propende por poner límites a los poderes del Estado para que no se vulneren los Derechos y el 
praxeologismo, que busca hacer efectivos los Derechos Humanos, teniendo en cuenta su 
concreción en la práctica. 
Al abordar los Derechos del niño, se hace un análisis a la documentación de contenido 
histórico, para comprender cómo se han venido logrando escaños a lo largo del tiempo, hasta 
alcanzar que hoy en día, se reconozca su prevalencia sobre otros Derechos y su enfoque 
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diferencial por la especial condición de vulnerabilidad de los niños, niñas y adolescentes, que 
adquiere una connotación de mayor grado en los menores migrantes. 
En lo tocante a las Políticas Públicas, se esboza de manera general el proceso de diseño, 
para comprender que parte del análisis de identificar una situación problema, para pasar a la 
formulación de alternativas para dar solución, luego a la fase de ejecución y finalmente al 
seguimiento y evaluación; desde este escenario, identificaremos cuál es el lineamiento que se ha 
establecido en Colombia, como Política Pública Integral para la Migración y la manera como se 
articula con las políticas globales. 
El estado del arte constituye la base para planear el desarrollo de la investigación, toda 
vez que permite revisar fuentes de información en torno al tema que llamó la atención investigar, 
para enfocar de manera más precisa el objeto de estudio; para el caso concreto, como lo 
menciona Joaquín Arango en su texto “Enfoques conceptuales y teóricos para explicar la 
migración”, la mayor dificultad es “su extrema diversidad en cuanto a formas, tipos, procesos, 
actores, motivaciones, contextos socioeconómicos y culturales, etc” (Revista Internacional de 
Ciencias Sociales, N° 165, septiembre 2000, pp. 45-46) Este dato lo tomé de la página 24 de la 
tesis de Martha Cepeda) Por lo que para el desarrollo de este trabajo de investigación, se hace la 
revisión a estudios en general sobre la migración, que servirán de soporte para el tema de 
inmigración de menores a Colombia. 
 Considerado el estado de arte como estrategia metodológica, es necesario tener en cuenta 
que, por tratarse del estudio de un fenómeno social con repercusiones políticas, se debe apreciar 
la evolución en tales aspectos, para conocer el devenir histórico inmediato; principalmente, es 
preciso hacer el hilo conductor de la temática, que permita referirse de manera breve, pero lo más 
19 
 
precisa posible, sobre la revisión del tema de la migración, abarcando aspectos de alcance global, 
regional y nacional. 
 Por tratarse de una situación actual, igualmente se tendrá en cuenta los aportes recientes 
de investigaciones científicas que se han interesado en temas relacionados con la inmigración de 
niños, toda vez que serán las herramientas que ayudarán a construir la estructura metodológica y 
a recrear el imaginario sobre el cual se fundamentará el presente trabajo, que dejará al 
descubierto evidencias ya consignadas en documentos anteriores, que seguramente serán 
invocadas a lo largo de este escrito. 
 Para la fase de análisis, se examina una amplia variedad de publicaciones que, si bien no 
todas se utilizan para el desarrollo de los temas propuestos, son importante fuente de 
conocimiento que ayudan a la comprensión del tema central y hacen parte del material 
seleccionado, teniendo en cuenta criterios de pertinencia, utilidad, enfoque, temporalidad y 
aporte científico, entre otros aspectos. 
En el proceso de recolección de información, se ubicaron alrededor de 600 documentos 
que trataron: el fenómeno de la migración, la teoría de los Derechos Humanos, los estándares de 
atención a la niñez, etc, entre los que se encuentran libros, revistas científicas (Scielo y Redalyc), 
ensayos publicados en el portal Dialnet, artículos publicados en las páginas de organismos 
internacionales como la ONU, UNICEF, OIM, FAO, ACNUDH, ACNUR, UNESCO, OMS, etc 
y publicaciones de entidades nacionales como, MINEDUCACIÓN, ICBF, MIGRACIÓN 
COLOMBIA, MINSALUD, entre otros. De la información revisada se seleccionaron 91 
documentos que son la base de la información consignada en esta investigación. 
 En cuanto a lo que hace referencia al problema de la migración, se tuvo en cuenta la 
Agenda de las Naciones Unidas 2015 – 2030 sobre objetivos de desarrollo sostenible en la que se 
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incluye la atención del fenómeno de la migración, el CONPES 3603 del 24 de agosto del 2009, 
que fijó los lineamientos, estrategias y programas del Gobierno Nacional como Política para 
abordar el problema migratorio en Colombia y el CONPES 3950 del 23 de noviembre del 2018 y 
sus anexos, con el cual se implementa la estrategia para la atención de la migración desde 
Venezuela. 
 Para acercarnos al tema central de la atención a los menores inmigrantes durante el 
período 2015 -2018, se elevó Derecho de Petición a 8 entidades relacionadas con la protección 
de los niños, niñas y adolescentes, a fin de obtener información; se recibió respuesta de todas 
ella, logrando 4 documentos que aportan información puntual para el análisis del fenómeno de 
inmigración de este segmento de la población, presente en Colombia durante el tiempo antes 
mencionado. 
 A pesar de todo, el tema de una Política Pública Nacional para la inmigración de 
menores, no se ha tratado de manera puntual, quedando por lo tanto centrada la atención en el 
estudio de las políticas públicas para la atención de menores y la atención brindada a los niños, 
niñas y adolescentes inmigrantes durante los años 2015 al 2018 a la luz de aquellas, para 
garantizar derechos fundamentales básicos como alimentación, salud y educación, toda vez que 
se observa que no hay una política consolidada, clara y coherente, para la atención de niños, 
niñas y adolescentes, que sea incluyente de los menores extranjeros inmigrantes, especialmente 
de quienes no cuentan con acompañamiento familiar. 
 Entre las políticas implementadas para garantizar Derechos Humanos básicos a 
alimentación, salud y educación de menores se consultaron: el Plan Decenal de Salud Pública 
2012 – 2021, la estrategia “De Cero a Siempre” (se consolidó como Política en agosto del 2016), 
la Política de juventud contenida en la Ley 1622 del 2013, modificada por la Ley 1885 del 2018 
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(Estatuto de la ciudadanía juvenil), el Plan Decenal de Educación 2016 – 2026 y la Política 
Nacional de Infancia y Adolescencia 2018 – 2030. Y como estándares de atención, se 
consultaron los protocolos establecidos por los Ministerios de Salud y Educación y por el ICBF. 
 
 
Tabla 1. Documentos consultados - Estado de Arte. 
Tipo de documento Cantidad Porcentaje 
Artículos de revistas científicas 12 11,65 % 
Libros 13 12,62 % 
Tesis 3 2,92 % 
Ensayos 5 4,85 % 
Respuestas a cuestionario 4 3,88 % 
Boletines 11 10,68 % 
Ponencias 25 24,28 % 
Normatividad 30 29,12 % 
Total 103 100 % 
 
Gráfica 1. Documentos consultados estado del arte  
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CAPÍTULO II 
Los Derechos Humanos. Origen y Nuevo Orden que Buscó la Garantía para su Protección 
El tema de los Derechos Humanos ha sido abordado como una disciplina propia de la 
filosofía del Derecho, buscando analizar el fundamento, el origen y la evolución histórica; sin 
embargo, se describe a continuación su devenir, para comprender su trascendencia universal y el 
nuevo orden creado para velar por hacerlos efectivos.  
2.1. Evolución Histórica y Universalización 
Desde el punto de vista dogmático algunos autores han propuesto la “ética de la 
autoridad” (Peces- Barba, 1991, p. 9), partiendo de un postulado teológico, que considera el 
reconocimiento de la dignidad del hombre y sus derechos, en su condición de hijo de Dios, quien 
es la máxima autoridad. Otros autores encaminan el reconocimiento de los derechos desde “la 
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perspectiva de las éticas de la razón” (Peces- Barba, 1991, p. 9) adoptando una concepción 
humanística que surge con la ilustración y su proclama de libertad. 
Es desde el punto de vista de la ética de la razón, como Norberto Bobbio (1991, p.14) 
aborda el tema de los Derechos Humanos, para lo cual hace un análisis del concepto, su 
evolución histórica  y su estrecha conexión con los conceptos de democracia y paz; para ello, 
deja en claro que es en las Constituciones democráticas modernas, donde está la base para su 
reconocimiento y protección, tanto al interior de los Estados, como ante la comunidad 
internacional, buscando el ideario de la “paz perpetua” de la que habló Kant. 
Bobbio esboza sus tesis sobre Derechos Humanos en tres aspectos: señala que “los 
derechos naturales son derechos históricos” que “nacen al inicio de la edad moderna, junto con la 
concepción individualista de la sociedad” y que “se convierten en uno de los indicadores 
principales del progreso histórico” (1991, p. 17), para llegar a ello, analiza el cambio de la 
perspectiva de la relación política entre súbditos y soberano. 
Los Derechos Humanos, son vistos como derechos del ciudadano, que tuvieron su 
nacimiento en las guerras de religión al comienzo de la edad moderna, que se encaminaron a 
buscar el derecho del hombre a no ser oprimido y a gozar de “ciertas libertades fundamentales” 
(Bobbio, 1991, p. 18), que le pertenecen por la sola condición de ser hombre y advierte que 
precisamente son el resultado de las luchas “por la defensa de nuevas libertades contra viejos 
poderes”. (Bobbio, 1991, p. 18) 
De tal forma que se reflejan las luchas de diversa índole, como las religiosas para lograr 
la libertad de religión, las políticas para reducir los poderes absolutos, las sociales para lograr 
mejores condiciones salariales, asistenciales, educativas y en general los derechos sociales que 
han sido llamados de segunda generación, para alcanzar hoy en día los derechos de tercera 
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generación o llamados derechos ecologistas y plantear el surgimiento de los que denominó 
“derechos de cuarta generación” (Bobbio, 1991, p. 18), vinculándolos a las investigaciones que 
permiten la manipulación de la información genética del individuo. 
En consideración al objeto de estudio de esta investigación, es necesario preguntarnos si 
efectivamente los derechos sociales, llamados de segunda generación son salvaguardados y más 
en tratándose de los derechos de los niños que deben gozar de especial protección, de acuerdo 
con la Declaración Universal de los Derechos del Niño y si los migrantes están amparados en las 
mismas condiciones a todos y todas las niñas de Colombia. 
Al respecto, ya Bobbio advierte que “los llamados derechos de la segunda generación, 
que tiene buena muestra en todas las declaraciones nacionales e internacionales, no son 
realmente protegidos” y que lo único que han logrado es ser “expresiones de aspiraciones 
ideales… para atribuirles un título de nobleza”, la cual no habría por qué como quiera que “los 
Derechos Humanos son de por sí universales” (1991, p. 22), lo que significa que no basta que 
estén consignados en textos, sino que el Estado y la Comunidad Internacional los hagan 
efectivos. 
 En consecuencia, los Derechos Humanos no pueden quedarse en una mera proclama, 
sino que es necesaria la satisfacción efectiva de dichos derechos, en un lenguaje con una función 
práctica especial para que dé fuerza a las reivindicaciones de tipo material y moral, para lo cual 
se requiere diferenciar el derecho efectivamente reivindicado, del reconocido y del protegido. 
El primero de los mencionados derechos, es el que se reclama con vehemencia y firmeza 
por parte de quien siente que se le ha arrebatado, lo ve amenazado o se le está negando; al paso 
que el reconocido es aquel que se queda en la retórica y en las proclamas “o preanunciados en las 
asambleas internacionales o congresos” (Bobbio, 1991, p. 21), pero no se hacen efectivos; para 
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señalar que los efectivamente protegidos, son los que gozan del respaldo institucional del Estado, 
cuando efectivamente adopta decisiones para hacerlos materializar.  
Como señala Bobbio (1991), se ha avanzado en la superación del Leviatán mencionado 
por Hobbes, a través de diferentes corrientes políticas, como la doctrina liberal, que sienta su 
posición en el origen natural de los derechos (iusnaturalismo), que tienen como fuente la misma 
naturaleza, anteriores al Estado y por tal razón no deben ser impuestos por éste, de tal forma que 
a la autoridad política no le es dable establecer límites.  
El constitucionalismo, que buscó distribuir el poder absoluto y unitario de la soberanía, 
para distribuirlo entre tres poderes que se controlen o por lo menos guarden independencia entre 
sí. La doctrina democrática, que pregona y busca la participación de los asociados en el poder 
estatal y finalmente, la corriente que considera al Estado como “instrumento de dominación de la 
clase dominante” en la que se plantea que la abolición de las clases “llevará inevitable a la 
extinción del Estado y el autogobierno de la sociedad” (Bobbio, 1991, p. 29), reconocido 
doctrinalmente como el socialismo científico. 
Del anterior desarrollo surge entonces el pluralismo jurídico, que buscó combatir la 
prepotencia del Estado, al plantear que el Estado es apenas uno de los posibles ordenamientos en 
los cuales “el hombre desarrolla su vida social” (Bobbio, 1991, p. 29) en la que se llevan a cabo 
actividades de consumo y producción dentro de una determinada Nación pero que, además, hace 
parte de la humanidad.  
Una humanidad que en varias épocas de la edad moderna ha alzado su voz para gritar al 
viento la libertad y la igualdad en dignidad y en derechos, haciendo eco a la expresión “los 
hombres han nacido, y continúan siendo, libres e iguales en cuanto a sus derechos”, tal como 
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quedó consignado en la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano (Asamblea 
Nacional Constituyente 1789).  
En la Declaración de Independencia de Estados Unidos de América ocurrida en 1776, en 
la que quedó consignado: “we hold these truths to be self-evident, that all men are created equal, 
that they are endowed by their Creator with certain unalienable Rights, that among these are 
Life, Liberty and the pursuit of Happiness”, expresiones que en igual medida desvelan el 
reconocimiento de igualdad, libertad y derechos inalienables de todos los hombres. 
Algunos autores de los derechos naturales, como Jhon Locke, en su segundo tratado sobre 
gobierno civil, han explicado el estado natural que sustentan esta clase de derechos, al expresar 
que, (1689, p. 36): 
Para entender el poder político correctamente, y para deducirlo de lo que fue su origen, 
hemos de considerar cuál es el estado en que los hombres se hallan por naturaleza. Y es 
éste un estado de perfecta libertad para que cada uno ordene sus acciones y disponga de 
posesiones y personas como juzgue oportuno, dentro de los límites de la ley de la 
naturaleza, sin pedir permiso ni depender de la voluntad de ningún otro hombre… 
criaturas de la misma especie y rango, nacidas todas ellas para disfrutar en conjunto las 
mismas ventajas naturales y para hacer uso de las mismas facultades, hayan de ser iguales 
también entre sí, sin subordinación o sujeción.  
Sin embargo, es preciso señalar que la libertad así entendida, es la que muchas veces ha 
generado conflicto, porque cada uno reclama su libertad natural, sin detenerse a pensar hasta 
dónde afecta la del otro individuo o la de la colectividad.  
2.2. El Nuevo Orden y los Derechos Humanos 
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Un gran avance ocurrió en el siglo pasado respecto a las relaciones internacionales, que 
abrieron un camino hacia el reconocimiento de los Derechos Humanos y la especial protección 
de los niños.  
La creación de las Naciones Unidas el 24 de octubre de 1945, marcó la transformación 
del Derecho Internacional, toda vez que las relaciones que hasta entonces se basaban en el uso de 
la fuerza, donde la guerra era la principal forma de mostrar poderío para someter a los demás, lo 
que significó la destrucción de los pueblos y se convirtió en el legado que se entregaba a las 
generaciones que sobrevivían, tuvieron un giro considerable. 
El giro tuvo lugar en los acuerdos políticos de los Estados y se convirtió en el mecanismo 
indicado para mantener el orden mundial;  cabe recordar que las catástrofes de los dos conflictos 
internacionales, marcaron el punto de quiebre para comenzar a caminar hacia un nuevo orden, 
con la presencia de un organismo supranacional con el cual, como lo señala el profesor Ferrajoli 
(2016), se creó un ordenamiento jurídico supra estatal, fundado en la prohibición de la guerra, el 
mantenimiento de la paz y de la seguridad internacional  y en la búsqueda de  garantías para los 
Derechos Humanos.   
Señala Ferrajoli que, con este organismo, “quedaron establecidos límites y restricciones a 
los poderes de los Estados”. Es decir, que se produce un nuevo orden, que sirvió de base para 
proclamar un “pacto constitucional de convivencia” (2016, p. 46), con la suscripción de la Carta 
de las Naciones Unidas de 1945, la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 y 
los dos Pactos Internacionales sobre los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y 
culturales de 1966; documentos que han sido considerados de manera conjunta, una especie de 
constitución embrionaria de la humanidad.   
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Significó un gran avance, puesto que además de propiciar un ambiente para el 
mantenimiento del orden mundial, para avanzar hacia la garantía de los Derechos Humanos, 
porque como lo menciona Ferrajoli (2016, p 46), 
gracias él, la soberanía, venida a menos en su dimensión interna gracias a las formas del 
Estado de Derecho, se viene a menos, como potestas legitima soluta, también en su 
dimensión externa, habiéndose todos los Estados sometidos, también en sus relaciones 
internacionales a los imperativos de la paz y la garantía de los Derechos Humanos de 
todos. 
Se ha enseñado que todas las Cartas Políticas son contratos sociales en forma escrita, 
acuerdos de convivencia en los que todo debe ser decidido, velando por la garantía de los 
derechos de todos y el mantenimiento de la paz; o como lo advierte Ferrajoli “equivalen a la 
razón social, y por ello, al fundamento filosófico de instituciones jurídicas y políticas” (2016, p. 
46).  
Vista de tal manera, podemos encontrar en la Carta de las Naciones Unidas, el conjunto 
de principios generales de las naciones civilizadas y de los derechos que luego han sido 
reconocidos por los tratados internacionales en los diversos ámbitos, como quiera que es un 
contrato social destinado a la convivencia pacífica de todos los pueblos del Mundo y de los que 
deviene el derrotero para la garantía de los Derechos Humanos.  
Ferrajoli identifica la existencia de dos (2) fundamentos axiológicos o filosóficos de los 
Derechos Humanos contenidos en los convenios internacionales así:  
El primer fundamento axiológico es la Paz; Ferrajoli señala que “el constitucionalismo 
internacional encarnado en la Carta de las Naciones Unidas expresa de forma explícita el 
paradigma Hobbesiano de artificia reason” (2016, p. 47), por cuanto es función garantizadora de 
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la paz y de la vida y por eso mismo lo convierte en fundamento filosófico de las instituciones 
jurídicas y políticas.  
El segundo fundamento axiológico, es el “rol de leyes del más débil contra la ley del más 
fuerte que es propia del estado de la naturaleza” (Ferrajoli, 2016, p. 48), en la que se hace 
manifiesta la carencia de derecho y de derechos. Establece un nexo entre forma universal de los 
Derechos Fundamentales y protección del más débil, basado en una relación de racionalidad 
instrumental, en la que estos instrumentos otorgan una garantía de medio para la protección de 
dichos derechos. En tal sentido, los instrumentos internacionales para la protección de los 
derechos del niño, deben cumplir ese rol de ley del más débil, contra la ley del más fuerte.  
Significa lo anterior, en concepto de Ferrajoli, que “el nexo entre forma universal de los 
Derechos Fundamentales y de protección del más débil” es una relación entre forma y rango y la 
señala como la “técnica apropiada para la protección de los más débiles, en cuanto garantiza la 
indisponibilidad y la inviolabilidad de las expectativas vitales establecidas como Derechos 
Fundamentales, poniéndolas al abrigo de las relaciones de fuerza, propios del mercado y de la 
política.” (2016, p. 48); aspecto que se debe reflejar, en la protección de aquellos seres de mayor 
vulnerabilidad, como es el caso de los NNA obligados a salir de su país para quedar expuestos a 
agravios en el extranjero. 
De otro lado, Ferrajoli indica que: “si queremos que los más débiles física, o 
políticamente, o socialmente o económicamente estén protegidos por las leyes de los más fuertes, 
es preciso sustraer la vida, la libertad y la supervivencia, tanto a la disponibilidad privada como a 
los poderes públicos, expresándolos como derechos en forma rígida y universal” (2016, p. 48); 
por tanto, a pesar de la existencia de un marco universal contenido en la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos y en instrumentos como la Convención de los derechos del niño, se 
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hace necesario revisar cómo se garantizan los Derechos Fundamentales a este grupo poblacional, 
cuando se encuentran en condición de inmigrantes en Colombia. 
 Lo anterior buscando establecer si en Colombia se vive una “crisis de garantías” por “la 
obsolescencia de la política”, ya que “las convenciones internacionales del siglo XX son no solo 
límites y restricciones jurídicas, sino también programas políticos” (Ferrajoli, 2016, p. 50), o si 
por el contrario, el Gobierno Nacional ha tomado las medidas necesarias para garantizar los 
derechos de aquellos en condición de vulnerabilidad que se encuentran en el territorio, en el caso 
concreto, los niños, niñas y adolescentes extranjeros inmigrantes. 
Si bien es cierto que “valores como la paz y gran parte de los Derechos Fundamentales 
disfrutan hoy de un consenso mayoritario” (Ferrajoli, 2016, p. 50), es necesario llamar la 
atención a la voluntad de gran parte de los países del mundo en reconocer la importancia de 
garantizar a NNA condiciones de desarrollo humano acorde con los postulados de la Convención 
Internacional de los Derechos del niño; en tal sentido, es preciso centrar la atención en la 
universalidad de los Derechos Humanos que se deben garantizar a los NNA, pero referidos no 
simplemente al consenso de todos los Estados que han adherido a la Convención, sino de la 
legítima titularidad que se les debe reconocer.  
Esa legitimidad de la titularidad, radica esencialmente en su condición de ser niños que, 
por estar amparados en un acuerdo mundial, les debe hacer su reconocimiento de ser los niños 
del mundo; es decir, que los derechos corresponden a todos, sean cuales sean las opiniones o las 
culturas de cada uno. En tales condiciones, los Derechos Humanos de los niños adquieren un 
fundamento Universal, en el sentido que deben referirse a los niños del mundo en su totalidad y 
en la de los componentes que deben alinearse para su desarrollo armónico.  
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En la mayoría de los países se tienen mejores condiciones de crecimiento económico, lo 
que equivale a la posibilidad de oferta institucional y de servicios como educación, salud, 
recreación y asistencia alimentaria para todos los NNA en cualquier lugar del planeta y está 
latente el acceso a los avances tecnológicos en gran parte del mundo; condiciones que deben 
servir para la adecuada atención de esta población de manera uniforme y sin distingo alguno. 
Para garantizar la paz y la efectividad de los Derechos Humanos, se debe avanzar en la 
búsqueda de mecanismos para el fortalecimiento de funciones de las instituciones creadas en la 
ONU, como el caso de la Unicef y de la creación de instrumentos internacionales que permitan 
exigir de manera coercitiva a todos los países del mundo, la destinación de los recursos 
necesarios para brindar efectiva atención a los niños, niñas y adolescentes, en cualquier lugar que 
se encuentren. 
Como consecuencia, debe existir un medio efectivo que posibilite imponer sanciones a 
los gobernantes que, por su omisión en la adopción de políticas para la atención a la población 
menor de edad, generen su emigración a territorios extranjeros; e igualmente, por no brindar la 
atención a los niños, niñas y adolescentes en condición de inmigrantes en su país, cumpliendo los 
estándares internacionales; esto es, en igualdad de condiciones a las que le corresponden a sus 
propios NNA. Lo anterior, sería el fruto de un proceso de decisiones políticas, producto de una 
cultura política encaminada a la protección de los Derechos Humanos de este grupo poblacional. 
Como invita Ferrajoli, “no debemos confundir problemas teóricos con problemas 
políticos, presentando como poco realistas las opciones que no se realizan, ocultando por ello las 
responsabilidades de la política...” (2016, p. 62), ya que esta sería la forma de confrontar a la 
comunidad internacional, en el orden mundial, para que no continúe justificando su falta de 
responsabilidad en el tratamiento que se le debe brindar a los menores de edad. 
32 
 
2.3. Perspectiva Actual de los Derechos Humanos y su Devenir Histórico - Social 
En el debate sobre los Derechos Humanos se ha querido abordar las “consideraciones sobre 
Filosofía de los DDHH, su fundamentación e institucionalidad en la obra de Gino Capozzi”, 
reflexiones analizadas por la Doctora Flor Ávila Hernández (2004), sobre la contribución de la 
filosofía de la escuela fenomenológica institucionalista napolitana, que sustenta su 
argumentación en premisas teóricas de la praxeología y del praxeologismo y la forma de 
visualizar el deber ser de los Derechos Humanos. 
Se trata de hacer un recorrido por el “devenir histórico – social de la conformación de los 
sistemas materiales e históricos de los derechos” (Ávila, 2004, p. 26) y nuevas tendencias como 
los derechos ecoéticos y bioéticos y la “intraordenamentalidad” o praxeología, entendida como la 
metodología que estudia la estructura lógica de la acción humana, partiendo de la premisa que el 
hombre es un ser de racionalidad perfecta y que por tanto actúa siguiendo una escala de valores.  
Consiste así, en la articulación de la praxeología al interior de los ordenamientos 
normativos de forma singular, como una acción que posibilita los Derechos Humanos y que 
“estudia la “interordenamentalidad” o praxeología que se articula entre los diversos 
ordenamientos normativos.” (Ávila, 2004, p. 26) De esta dinámica, Capozzi identifica tres áreas 
declaratorias de derechos: la de las democracias Occidentales, la del Socialismo Real y la del 
Islam.  
Pese a clasificar en esas tres áreas declaratorias de derechos, en las que se reconoce su 
“vitalidad particular” se identifica también un carácter común de la “ética que se revierte en las 
Cartas   y declaraciones de los Derechos Humanos", lo que se refleja en una articulación del 
“deber ser de los Derechos del Hombre” (Ávila, 2004, p. 26); esta vitalidad particular y ética 
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común, es la que vemos reflejada en la Convención de los Derechos del niño, de la que hacen 
parte naciones de ambos hemisferios del mundo. 
A la luz del contenido de las reflexiones teóricas de Ávila Hernández (2004), se observa 
cómo Capozzi llega a la conclusión que, de la particularidad o identidad de los pueblos, 
condensada en valores, principios y necesidades, es posible hacer la comprensión e 
interpretación de su realidad para hacer efectiva la garantía de los Derechos Humanos. 
Se puede decir que la contribución de la escuela fenomenológica institucionalista, estriba 
en el surgir de un nuevo debate sobre la misión que tiene en la actualidad la Filosofía del 
Derecho y su vocación para construir una teoría que sea clave en la lectura del devenir histórico 
– social de las instituciones, en la nueva ética de derechos y en procesos de reconocimiento de la 
vitalidad de los pueblos para la conformación de modelos de vida afines, que posibiliten el 
mejoramiento de las condiciones de vida humana, con el continuo diálogo entre los pueblos, 
religiones y culturas.  
La praxeología aporta a la política por su carácter de estudiar los fenómenos (Ávila, 
2004), tomando como referente el desarrollo que elaboró Edmund Husserl consistente en 
estudiar las estructuras esenciales de las vivencias y los objetos intencionales y la relación entre 
sí, abriendo campos de estudio para la filosofía de los Derechos Humanos, en tanto posibilita un 
nuevo espectro cognoscitivo gracias al vasto mundo de conceptos e ideas que, desde la misma 
academia, los espacios políticos, civiles. 
De tal forma se continúa el debate que han adquirido un enfoque multidisciplinario, que 
como lo refiere Ávila Hernández, hay “aportaciones de las diversas ciencias sociales, como la 
sociología, la antropología, la criminología, la ciencia política y la psicología social, entre otras” 
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(2004, p. 27), que tienen como fuente las escuelas europeas y americanas, para articular de forma 
congruente el desarrollo del tema.  
El aporte que hace la Escuela napolitana de Capozzi, consiste sustancialmente en la 
sistematización de las contribuciones de la política, la sociología, la filosofía, encaminados a 
conocer “la génesis del desarrollo y de los advenimientos futuros para una teoría sobre los 
Derechos Humanos”; donde la praxeología desde el punto filosófico, viene a ser la “teoría del 
hombre y de sus instituciones” (Ávila, 2004, p. 28), lo que permite estudiar por contera, las 
instituciones creadas por la comunidad internacional y los Estados que se han comprometido, 
frente a su quehacer por la protección integral de los NNA, en cualquier parte del mundo.  
Como señala Capozzi “los Derechos Humanos involucran la interacción de los sistemas 
del Hombre y de los Sistemas de las Instituciones” (Ávila, 2004, p. 29), lo que produce 
circulación en la esfera del hacer humano, en el desarrollo de los DDHH frente a los primeros 
avances al respecto y en instituciones como la familia; lo que permite establecer su génesis, el 
fluir de la ética, y la concreción en el derecho y el poder, que son instrumentos de la acción 
política, que reflejan decisiones para el desarrollo de programas de vida. 
Para entender los planteamientos de Capozzi sobre el praxeologismo de los Derechos 
Humanos en la circulación de sus tres esferas (Ávila, 2004, p. 29), es preciso señalar que hace 
referencia a la comprensión de su fundamento, lo que permite que pasen de la enunciación de 
principios, valores y necesidades a la efectividad en su reconocimiento y cumplimiento.  
Según el análisis a la “Crítica de la Razón Jurídica” de Capozzi, realizado por Ávila 
(2004, p. 29), se propone la definición de los Derechos Humanos, indicando que son:  
los poderes que en la sucesión temporal y en la extensión espacial, destacan el ritmo de la 
emancipación del individuo, como persona y como comunidad, en la gradual adquisición 
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de la conciencia de su ser en el mundo en correspondencia con el reconocimiento en el 
ordenamiento normativo que establece obligatoriamente la tutela y la garantía para el 
disfrute y la utilización de esos fundamentos jurídicos luminosos, en el acuerdo para las 
instituciones de los programas de la vida en común. 
Vista la definición, se destaca que los Derechos Humanos tienen la calidad de ser 
“poderes”, en la medida que hacen evolucionar al hombre y a la sociedad; facilitan la 
“renovación de conciencia” (Ávila, 2004, p. 29), ya que lo sitúan en una realidad que no es 
solamente individual sino colectiva y que su reconocimiento se da de manera progresiva, pues se 
puede constatar en el desarrollo normativo.  
Lo que implica, que los Derechos Humanos inician con la conciencia individual 
(autoconciencia), para luego generar conciencia colectiva o social, así se señala en el escrito de 
las Consideraciones sobre filosofía de los DDHH (Ávila, 2004). Dicha conciencia en una sola 
voz promueve su reivindicación dentro de un sistema político, lo cual se obtiene cuando son 
reconocidos y validados por el derecho en los diversos ordenamientos jurídicos, a través de 
normas que los garantizan, como consecuencia de decisiones políticas incluyentes de los 
Estados, que persiguen un bienestar común. 
Los Derechos Humanos están vinculados con la ética religiosa desde su formación 
durante el período de transición en el que no existen escritos, pero son referenciados por las 
tradiciones orales (protohistoria), lo cual ocurrió en “dos grandes sistemas materiales e 
históricos” (Ávila, 2004, p. 30): el primero con la unión de la ética y la revolución, donde tiene 
influencia las filosofías iusnaturalista y marxista, que se presentó en un período de catástrofes y 
revoluciones; y el segundo, las nacientes generaciones de derechos, surgidas con sustento en la 
liberación de la religión. 
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En cuanto a la utilidad, es decir, el para qué de los Derechos Humanos (Ávila, 2004), se 
identifica que además de constituirse como normas capaces de ser poder para la garantía y 
justiciabilidad, en procura del goce y uso de los bienes protegidos en un ordenamiento, se les 
otorga la calidad de ser ejemplo, modelo o prototipo de la vida en sociedad de todos aquellos que 
hacen parte del sistema, en términos de leyes y derecho, que como consecuencia se reflejan en 
las decisiones políticas al interior de un Estado.  
Además, los Derechos Humanos “constituyen una dimensión de la sociabilidad, del 
reconocimiento del otro como igual, como socius, como autoconciencia, en su particularidad 
ética, religiosa, étnica” (Ávila, 2004, p. 31), aspectos que han sido tomados como pilares 
constitucionales, como valores superiores que deben estar acordes con las circunstancias 
históricas, económicas, sociales y científica, en cuya base se encuentra “el flujo y el reflujo del 
hacer humano” (Ávila, 2004, p. 31); es decir, sus luchas, sus esperanzas, su evolucionar 
histórico, que se ha visto reflejado en la conciencia colectiva en la que germina la revolución.  
El análisis sobre DDHH para el milenio en que se avanza, señala el rescate del concepto 
de “dignidad humana” del iusnaturalismo racionalista, buscando su universalidad, “no solo como 
patrimonio jurídico político, sino cultural de toda la humanidad” (Ávila, 2004, p. 31); y dentro 
este nuevo concepto, las exigencias ya “no son más de escala internacional, sino planetaria, 
mundial” (Ávila, 2004, p. 31), aspecto  que merece especial aplicación en el campo de los 
derechos de niños, niñas y adolescentes, a los cuales se les reconoce su carácter universal.  
Es precisamente así, como se avanza en la transformación del mundo del cual siempre se 
dice que los niños representan el futuro; es el momento de reconstruir las ruinas y desastres de la 
cultura, del ecosistema, de sentar las bases para una nueva convivencia, que se renueve con el 
reconocimiento de los Derechos Humanos de los NNA, que permita fundar un nuevo orden 
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basado en la solidaridad y en la responsabilidad frente a problemas globales que garanticen la 
supervivencia de la raza humana.  
2.4. Moral, Positivismo y Praxis en la Comunicación de los Derechos Humanos, para su 
Efectivo Goce 
Francisco de Vitoria en el Relectio de Indis comenzó su argumentación en pro del status 
jurídico – político de los habitantes del Nuevo Mundo, al plantear si “parece inútil y ocioso 
discutir esta cuestión” (1967, p. 4); como se ve, de Vitoria en su momento, plantea una duda 
acerca de si es necesario ocuparse de un tema como los Derechos Humanos con una reflexión 
rigurosa, o si no lo amerita porque no aporta nada y no hay novedad o necesidad de discusión.  
Entrando en la discusión propuesta por de Vitoria, debe señalarse que esta ha llegado 
hasta la actualidad, toda vez que, la gran mayoría de los sistemas políticos, desde las 
democracias liberales hasta los socialistas (Pérez, 1983, p. 8), han acogido la doctrina que se ha 
venido generando en asuntos de derechos del hombre y de allí que aparezcan actualmente 
contenidos de forma expresa en las Constituciones, a pesar que como antaño, también aparece 
flagrantemente violadas las declaraciones en el tema, que están consignadas en las Cartas 
Políticas. 
El problema de violaciones de Derechos Humanos, desde la perspectiva doctrinal, plantea 
un análisis no tanto desde el punto de vista de la justificación o no de los DDHH, sino de la 
efectiva protección. Las teorías han estado influenciadas por las filosofías predominantes en el 
momento histórico en que se ha debatido el tema (Pérez, 1983): el iusnaturalismo, se sustenta en 
la existencia del Derecho Natural, que emana de la misma naturaleza humana, a la cual el 
Derecho Positivo debe respetar; por tal razón, el ius naturalismo es una teoría ética soportada en 
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un enfoque filosófico que busca desentrañar el fundamento de los Derechos Humanos en su 
misma naturaleza.  
El iuspositivismo por su parte, se opone al iusnaturalismo, al estimar que el ius 
naturalismo sustenta su pensamiento en ideas morales que no tienen valor en sí mismas, porque 
le falta el elemento jurídico, el cual da verdadero orden y garantiza el cumplimiento de los 
Derechos Humanos.  
Antonio Pérez Luño identifica un fundamento empírico en los Derechos Humanos, 
sustentado en la filosofía del derecho como filosofía de experiencia jurídica, al mencionar que 
los DDHH surgen y se desarrollan “en el despliegue multilateral y consciente de las necesidades 
humanas, que emergen de la experiencia concreta de la vida práctica” (1983, p. 68). Hace una 
crítica al idealismo que plantea el ius naturalismo, en el tema de Derechos Humanos y el 
formalismo que presenta el ius positivismo, por lo cual sostienen que ni la una ni la otra, tiene en 
cuenta aspectos sociales y condiciones económicas que hacen posible el disfrute efectivo de tales 
derechos. 
Otra corriente que tomó vigor después de la Segunda Guerra Mundial, fue la teoría 
dualista de Gregorio Peces – Barba, la cual busca conciliar los postulados del iusnaturalismo y 
del iuspositivismo, al reconocer que los Derechos Humanos deben tener un fundamento moral 
para que efectivamente sean Derechos Fundamentales (Pérez, 2017); pero además debe 
soportarse en la positivización, con el fin de lograr que realmente sean garantizados. 
El hecho de ser los Derechos Humanos, el resultado de las luchas de las personas por la 
reivindicación de aspectos inherentes al ser humano, que reclaman a la Sociedad, a las 
Instituciones y al Estado, ha logrado reconocimiento de la comunidad internacional; no obstante, 
se debe admitir a los medios de comunicación, la importante función que tienen y el gran poder 
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que representan para ejercer presión sobre los dirigentes, las estructuras políticas y el 
conglomerado social. Por eso, es necesario traer a colación aspectos relacionados con problemas 
de moral y derecho, planteados en la obra “Sobre el fundamento de los Derechos Humanos. Un 
problema de Moral y Derecho” de Gregorio Peces – Barba (1989). 
La comunicación tiene un poder que llega hasta la manipulación de la información, lo que 
constituye una herramienta para divulgar ideologías y servir de instrumento político partidista, a 
través de un uso semántico orientado a negar valores o contraponerlos con respecto a otros “que 
se consideran positivos e incompatibles con los Derechos Humanos” (Peces – Barba, 1989, p. 
265), lo que permite desdibujar la verdadera esencia de los DDHH, que no es otra que, la de 
lograr que efectivamente se vean reflejados y sean gozados por el individuo. 
Según Peces – Barba “la instrumentación política partidista se produce cuando, sin 
ningún interés científico o filosófico para comprenderlos, se utilizan… para exacerbar 
sentimientos o crear emociones para orientar las conductas en un determinado sentido” (1989, p. 
265), en tanto que la negación del valor de los Derechos Humanos se presenta cuando son 
considerados “incompatibles con una finalidad importante” (1989, p. 265), y se les asigna una 
misión de hacerla imposible.   
Es precisamente importante la forma de comunicación de los Derechos Humanos, para 
ayudar a su comprensión; lo que significa “explicarlos desde su raíz y en todas sus dimensiones” 
(Peces- Barba, 1989 , p. 266), pues es la forma de entender el origen, la estructura, la función y 
la forma que pueden determinar el poder político; de ahí, la tarea que tienen “la filosofía moral, 
política y jurídica” (Peces- Barba, 1989 , p. 266), para integrar los conocimientos que hay 
respecto a la materia, explicarlos de una manera veraz, con la suficiente claridad sin 
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desvincularse entre sí, para evitar posiciones fragmentadas que impidan la debida y correcta 
interpretación. 
De no hacerse una comunicación integradora que explique en todas sus dimensiones los 
Derechos Humanos, o de manipularse la información sobre ellos, se puede terminar en lo que 
Peces – Barba llama “un reduccionismo de la comprensión” (Peces- Barba, 1989, p. 266), el cual 
concluye con el estudio del derecho positivo, pero que deja de lado el fundamento y origen de 
este, se limita a describir su función (para qué), relegando el motivo de este; aquí se encuentra un 
llamado a preguntar sobre el por qué, de los Derechos Humanos; lo que significa comunicar no 
solo el derecho positivo que se encuentra consignado en el derecho internacional, o en el Estatal 
y en sus fuentes, sino en sus orígenes y fundamentos.  
Es importante comunicar también, que los Derechos Humanos tienen una raíz basada en 
la necesidad de ver realizada la moralidad en el hombre que está en constante dinamismo que “va 
de la libertad de elección a la libertad moral, que no es previa, sino un objetivo a alcanzar” 
(Peces- Barba, 1989, p. 267); de ahí que se debe estar en continuo proceso de superación de la 
comunicación real de los Derechos Humanos, lo que significa la superación entre el espíritu y la 
fuerza y que equivale a la reflexión conjunta de la filosofía moral, política y jurídica, que genere 
“una teoría de la justicia” (Peces- Barba, 1989, p. 267). 
Resulta inadecuado comunicar que los Derechos Humanos tienen exclusivamente una 
fundamentación racional y abstracta, como quiera que son el producto del devenir histórico del 
mundo moderno, que ha estado acompañado de fenómenos económicos, sociales, culturales y 
políticos, ya que “ni en la edad antigua ni en la edad media se habla de ese concepto” (Peces – 
Barba, 1989, p. 268), si bien es cierto tenían conciencia de la dignidad humana y se reflexionaba 
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sobre la libertad y la igualdad, no se les había vinculado de manera formal al ordenamiento, a 
través del derecho positivo.  
Lo que sí es necesario comunicar, es que los Derechos Humanos son producto de la 
consolidación del mundo moderno; que no son un producto abstracto de la reflexión racional 
sobre el individuo y su dignidad, puesto que son la respuesta de su menoscabo por parte del 
Estado absoluto y la falta de instituciones para su protección, lo que ha generado conflicto; por 
tanto, es comprensible aceptar que los DDHH, no son el resultado del consenso sino que, al 
contrario, son producto del disenso, como quiera que de las tensiones y luchas han venido 
surgiendo las discusiones y las soluciones para garantizarlos. 
El disenso se comenzó a presentar desde la edad media por parte “de sectores de la 
burguesía comercial, del funcionariado – nobles de robe – y de las minorías religiosas” (Peces – 
Barba 1989, p. 269), por tres aspectos particulares de la realidad de entonces:  i) intolerancia e 
imposición de creencia religiosa, ii) concentración del poder en un monarca absoluto y iii) la 
falta de independencia de los jueces, el uso de la tortura como pena y como medio de prueba y la 
falta de garantías en términos de igualdad para todos. 
Pese a lo anterior, el disenso se hace presente hoy, por la falta de oportunidades, la 
inequidad, la indebida adopción de políticas para la atención de las necesidades de la humanidad, 
la carencia de medios de subsistencia para habitantes del planeta, que no tienen condiciones 
mínimas, la indiscriminada explotación de recursos naturales y la falta de atención y formación 
de NNA, que como siempre se ha mencionado, son el futuro del mundo y garantía de 
supervivencia de la raza humana. 
2.5. Multiculturalismo y Universalización de Derechos Humanos 
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Uno de los problemas a los que se enfrenta una persona en condición de migrante, es la 
negación de sus Derechos Humanos, que como se ha visto tienen carácter universal; por eso 
algunos autores como el canadiense Will Kymlicka, representante de la filosofía política actual, 
han enfocado su atención en el tratamiento justo de los grupos minoritarios, para lo cual 
identifica dos categorías básicas: los inmigrantes o poliétnicos y las minorías nacionales. 
Para Kymlicka, dentro de los pueblos multiculturales, el pensamiento de los Derechos 
Humanos debe ser complementado con una teoría de las minorías, a la que él llama “Theory of 
Minority Rights” (1996, p. 19), que contendría además de los Derechos Universales a los que 
tiene derecho toda persona de manera individual, indistintamente de la pertenencia al grupo 
(léase país), como los derechos diferenciados que le asisten a determinado grupo. 
En tal sentido, para el caso de estudio de este trabajo de investigación, es necesario 
recalcar en los derechos que le asisten a los niños, niñas y adolescentes, de gozar de “special 
status for minority cultures” (Kymlicka, 1996, p. 6), es decir, a un estatus especial por 
considerarse como minoría, a la protección del derecho a su identidad cultural en el país en el 
que estén y a no ser sometidos a discriminación y exclusión social.  
La multiculturalidad implica el reconocimiento de las libertades personales, las cuales no 
deben ser suprimidas y equivale al goce de derechos básicos (como la posibilidad de determinar 
el plan de vida y las modificaciones que requieran ajuste), lo que determina la autonomía de la 
persona y la concreción del pensamiento kantiano que establece que: 
What is related to general human inclinations and needs has a market price; that which, 
even without presupposing such a need, conforms with a certain taste.has a fancy price; 
but that which constitutes the condition under which alone something can be an end in 
itself has not merely a relative value, that is, a price, but an inner value, that is, dignity. 
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Morality, and humanity insofar as it is capable of morality, is that which alone has 
dignity. (The President's Council on Bioethics, 2008) 
Lo cual significa que las personas no tienen precio, sino dignidad, implica ello que cada 
ser humano posee un valor, por ende, merecen un trato especial y digno que le permita 
desarrollarse como persona con garantía del goce de todos tus derechos y libertades. La ideología 
kantiana considera a todos los seres humanos un fin en sí mismos, por lo cual, su existencia 
constituye un valor absoluto.  
Parte fundamental de esa autonomía que debe gozar el hombre, es la de poder elegir; es 
decir, conocer otros puntos de vista, tener la capacidad de examinarlos, debatirlos, cuestionarlos, 
poder alejarse del grupo donde ha vivido; esto significa, que hay derechos básicos como el 
acceso a la educación, la libertad de asociación y la libertad de expresión, entre otros, que 
contribuyen a ampliar el ciclo vital del ser humano. 
Es bajo estas premisas: la existencia de un orden mundial enmarcado en la Carta de las 
Naciones Unidas y la garantía de los Derechos Humanos, como se puede visualizar la existencia 
de una Política Universal de los Derechos de los niños, niñas y adolescentes, que se ha venido 
consolidando a lo largo del tiempo y que además, encuentra eco en otros instrumentos 
internacionales que tratan el problema de la población en condición de migrantes, de la cual 
Colombia debe revisar sus políticas de atención, como quiera que hace parte de la comunidad 
internacional que firmó declaraciones, convenios y protocolos de atención a la población infantil. 
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CAPÍTULO III 
Contexto Internacional de la Migración. Políticas Públicas y Política Migratoria en 
Colombia. 
Revisada la teoría de los Derechos Humanos dentro de la cual se inserta este trabajo de 
investigación, es necesario dar una mirada al problema internacional de la migración y a la forma 
como se está articulando en Colombia la política para la atención a esta problemática, con la 
política internacional que se ha venido elaborando. 
45 
 
3.1. La Migración en la Agenda de Naciones Unidas del Programa de Desarrollo 
Sostenible (2015-2030) 
El tema de la migración en el mundo, cobró mayor importancia con los diálogos sobre la 
migración entre los Estados miembros de la Organización Internacional para las Migraciones 
(OIM), que iniciaron en el año 2001 y se han convertido en un foro abierto, encaminado a definir 
y examinar los problemas más relevantes sobre la migración internacional, para propiciar la 
cooperación en la materia entre los gobiernos y demás interlocutores dispuestos a respaldar. 
Se ha venido generando un ambiente de debate sobre políticas de migración, que sirve 
para fomentar la confianza entre los interesados en el desarrollo de propuestas encaminadas a la 
atención de esta problemática y señalar los ajustes que se requieren en el ámbito normativo 
internacional, para la comprensión de los efectos sociales, económicos, culturales, etc., que 
produce tal fenómeno, para gestionar la migración de forma más eficaz y humana. 
En septiembre del año 2015, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la 
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, con 17 objetivos y 169 metas que los complementan 
y que son la prolongación de los 8 objetivos de Desarrollo del Milenio, que buscan trazar nuevas 
políticas globales para abordar las causas de pobreza y desigualdad, para lo cual, plantea tres 
dimensiones del Desarrollo Sostenible: la económica, la social y la ambiental, fijando como 
características principales la inclusividad y la asociación. Aspectos con aplicación a todos los 
países, sin tener en cuenta su estadio de desarrollo. 
Con estos objetivos planteados, se hace un reconocimiento a la responsabilidad 
compartida de la comunidad internacional, en la búsqueda de un Desarrollo Sostenible y la 
interconectividad que existe de los problemas que afectan el desarrollo que se pretende alcanzar; 
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lo que se ha conseguido, es que estos Objetivos de Desarrollo Sostenible insten a los países del 
globo a alcanzar una asociación mundial para el desarrollo. 
En la agenda 2030, es la primera vez que se incluye el problema de la migración y se 
reconoce como “un aspecto fundamental del desarrollo” (OIM – ONU, 2018, p. 13), como quiera 
que este fenómeno tiene diversas modalidades; vale decir, que la movilización se presenta al 
interior de los países o traspasa fronteras, ya sea porque se dé o no, una situación de 
desplazamiento y reconoce a todos los migrantes: mujeres, hombres y niños su condición de 
grupo vulnerable. 
El aspecto central de la migración está consignado en la meta 10.7 del objetivo “Reducir 
la desigualdad en los países y entre ellos”, que hace un llamado especial a “facilitar la migración 
y la movilidad ordenadas, seguras, regulares y responsables de las personas, incluso mediante la 
aplicación de políticas migratorias planificadas y bien gestionadas” (OIM – ONU, 2017, p. 9). 
Dentro de las reuniones realizadas por la Organización Internacional de Migraciones en el 
año 2016, se llevaron a cabo dos (2) talleres: el primero tuvo lugar en Nueva York en el mes de 
febrero y el segundo en Ginebra en el mes de octubre. Con el fin de centrar la discusión en el 
seguimiento y evaluación de los aspectos referentes a la migración en los objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS), se generó todo un proceso de “enseñanza recíproca” (OIM – ONU, 2017, p. 
3), que tuvo eco en la cumbre de la Asamblea General de la Naciones Unidas en septiembre del 
mismo año, dedicada a generar respuesta a los Grandes Desplazamientos de Refugiados y 
Migrantes. 
En esta Cumbre, se adoptó la Declaración de Nueva York para los refugiados y los 
migrantes, en la que los Estados miembro de la ONU,  se comprometieron a salvar vidas, 
proteger los derechos y compartir la responsabilidad de dar acogida y brindar la ayuda necesaria 
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a los migrantes y refugiados (OIM – ONU, 2017); además, se incluyen planes concretos para 
consolidar compromisos y marcar las pautas de un proceso que llevará a la aprobación de un 
pacto mundial para la Migración segura, regular y ordenada, que se realizó en Marrakech, 
Marruecos, en diciembre del 2018. 
Se trata del primer acuerdo global para ayudar a aprovechar los beneficios de la 
migración y buscar la protección de las personas indocumentadas en condición de inmigrantes. 
El documento contiene 23 objetivos, entre los que se encuentran medidas contra la trata de 
personas y la separación de las familias; además, busca que la detención de migrantes sea la 
última opción, como el reconocimiento de su derecho a recibir atención en salud y educación en 
los países de destino. 
Hay un aspecto relevante entre los objetivos de este acuerdo global, que constituye una 
verdadera ayuda humanitaria hacia las personas en condición de migrantes, consistente en el 
compromiso de cooperación encaminado a salvar las vidas de los migrantes durante sus viajes, lo 
que incluye misiones de búsqueda y rescate y la renuncia a perseguir, para someter ante la Ley, a 
quienes con un objetivo “exclusivamente humanitario” (OIM – ONU, 2017), les brinden apoyo. 
El acuerdo también incluye la promesa de los gobiernos a garantizar el “regreso seguro y 
digno” (OIM – ONU, 2017) a los inmigrantes deportados y a no expulsar a quienes se 
encuentren en riesgo real y previsible de muerte, tortura o tratos inhumanos, a los que hayan sido 
o estén siendo sometidos. 
En uno de los debates de carácter técnico que se llevó a cabo dentro de los talleres, el 
embajador Mexicano ante la ONU, Juan José Gómez Camacho, aseguró que la migración no es 
un fenómeno que se presente desde los países pobres hacia los países ricos; es decir, que no se 
trata del movimiento de personas de sur a norte, sino que se presenta a nivel intrarregional en el 
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sur (OIM – ONU, 2017), ya que en lo que respecta a América Latina, el 60 % de la migración 
sucede en la misma región y al interior de África  representa el 75%. 
Se habla de “una migración mal administrada” (OIM – ONU, 2018, p.11), entendida 
como la falta de mejoras de las comunidades de los países de origen de los migrantes, por la falta 
de transferencia de capacidades y recursos económicos para que aquellas se desarrollen; no 
obstante, no se puede entender que la migración mejore siempre las condiciones de vida de todos 
los que migran, como quiera que no siempre el migrante goza de bienestar en el país de destino. 
3.2. Las Políticas Públicas y su Enfoque a los Derechos Humanos 
 Es preciso indicar que garantizar los DDHH requiere tener en cuenta su reconocimiento a 
todas las personas sin discriminación alguna, como aporte al propósito de lograr la paz en la 
sociedad, lo cual se materializa a través de las Políticas Públicas; por eso es importante, revisar el 
esquema general de la construcción de las políticas públicas, para comprender su alcance, 
identificar sus actores, sus destinatarios y la forma en que se deben conducir por los gobernantes 
para cubrir el mayor número de beneficiarios.   
3.2.1. Derechos Humanos y gobernabilidad.  
La forma de administrar los recursos para hacerlos efectivos, propicia un ambiente de 
estabilidad, tanto al interior de los Estados, como a nivel internacional; por eso, reviste 
primordial importancia el tema de Políticas Públicas, entendidas como el conjunto de acciones y 
decisiones encaminadas a solucionar problemas propios de las comunidades, en cuyo diseño e 
implementación pueden intervenir conjuntamente la sociedad civil, las entidades privadas y las 
instancias gubernamentales en sus distintos niveles.  
Entendiendo y aceptando la necesidad de adelantar ese conjunto de acciones y decisiones 
para dar soluciones a los problemas del mundo de hoy, en el año 2016 se pusieron en marcha los 
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17 Objetivos de Desarrollo Sostenible, para orientar las políticas y la financiación del PNUD 
durante los 15 años siguientes. Dentro de los Objetivos de Desarrollo, se encuentra 
estrechamente vinculado a este tema de investigación, el objetivo 16: Paz, justicia e 
instituciones fuertes (Naciones Unidas, s.f.). 
¿Por qué se encuentra estrechamente relacionado al problema de la migración de 
menores de edad, el objetivo 16? La razón que liga el tema, se ha venido abordando desde 
el capítulo anterior, cuando se hace mención a los Derechos Humanos, las garantías que 
se han incorporado en las Constituciones Democráticas y en las Declaraciones 
Internacionales; de tal forma, que la Declaración del año 2000 que contenía 8 acuerdos, 
fue revisada en el año 2015, para incluir nuevos desafíos, tendientes a garantizar los 
Derechos Humanos a todos los habitantes del Mundo.  
Paz, justicia e instituciones fuertes, son el objetivo 16 de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible; en el texto se expresa que: “Sin paz, estabilidad, Derechos 
Humanos y gobernabilidad efectiva basada en el Estado de Derecho, no es posible 
alcanzar el desarrollo sostenible” (Naciones Unidas, s.f.), vinculan a este objetivo, 
elementos como los altos niveles de violencia armada e inseguridad, que repercuten en 
agravios que pueden extenderse por generaciones; igualmente, incluye la violencia 
sexual, los delitos, la explotación y la tortura.  
Bajo esa realidad del objetivo 16 de los ODS, se busca reducir sustancialmente 
todas las formas de violencia, adelantando acciones con gobiernos y comunidades para 
encontrar soluciones duraderas; para lo cual, los países con modelo pol ítico jurídico de 
un Estado de Derecho, para que participen en el desarrollo de instituciones de 
gobernabilidad mundial y la promoción de los Derechos Humanos. 
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Por medio de las políticas públicas, se busca solucionar problemas de orden económico, 
social, ambientales, garantizar cumplimiento de las instituciones en las funciones que les son 
asignadas, como el diseño de estrategias y la propuesta de indicadores para medir los resultados. 
Cuando las políticas públicas se orientan a toda la población, se les denomina políticas 
universales y si apuntan a buscar solución a problemas específicos para cierto sector de la 
población, toman la denominación de políticas focalizadas.  
Se dice que “la política pública como construcción social, puede ser definida como una 
estrategia con la cual el gobierno coordina y articula el comportamiento de los actores a 
través de un conjunto de sucesivas acciones intencionales, que representan la realización 
concreta de decisiones en torno a uno o varios objetivos colectivos considerados 
necesarios o deseables en la medida en que hacen frente a situaciones socialmente 
relevantes”. (Torres, y Santander, 2013, p. 56)  
En el tema objeto de investigación, se quiere establecer qué políticas se han 
implementado en Colombia para la atención de los menores de edad y verificar si de acuerdo a 
los tratados internacionales, garantizan a este grupo poblacional que está en el país en condición 
de inmigrantes, sus Derechos Humanos, cumpliendo los postulados consignados en la 
Convención de los Derechos del Niño, proclamada por la Organización de Naciones Unidas y 
ratificada por el Estado colombiano.  
3.2.2. La inmigración y emigración en el panorama latinoamericano.  
Existen opiniones de analistas, que explican que en las democracias de América Latina 
“existe un divorcio entre Estado y los derechos sociales y económicos de amplios grupos de la 
sociedad” (Álvarez, 2012, p. 7), lo que la ha convertido en una “región expulsiva”, con el 
agravante de que quienes tienen que dejar sus países para buscar mejores oportunidades en otros, 
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se ven sometidos a la segregación y pueden ser fácilmente víctimas de violación de Derechos 
Humanos y de xenofobia, por quienes consideran que su presencia es una carga para los sistemas 
de seguridad social, como el de salud, educación y representan un desequilibrio para el mercado 
laboral, porque llegan a ocupar puestos de trabajo que podrían ser provistos para los nacionales.  
Para el año 2012, Gioconda Herrera, investigadora de la sede de FLACSO1, consideraba 
que el fenómeno de la migración en América Latina se caracterizaba por un progresivo 
“crecimiento y diversificación de las migraciones intra-regionales y especialmente 
transfronterizas” (2012, p. 12) y la emigración de la población de los países andinos hacia 
regiones ubicadas al sur de Europa, principalmente a España e Italia (en menor medida). 
Como quiera que “la migración internacional constituye una red de relaciones sociales e 
institucionales vasta, que articulan de distinta manera actores locales con otros internacionales” 
(Casillas, 2012, p. 25), esto indica que también se construyen redes entre las comunidades y 
sociedades de los países de origen, con aquellas de los países de tránsito y finalmente con las que 
hacen parte de los países de destino, todo ello implica, como menciona Rodolfo Casillas, 
profesor de la sede académica de FLACSO en México, “no hay migrantes solos” (2012, p. 25), 
esto pone en evidencia la importancia de insertar el tema de los migrantes en un marco 
normativo que vele por garantizar sus derechos. 
Según Herrera (2012), América Latina ha sido una región preponderantemente migrante, 
a pesar que durante muchos siglos fue atractivo destino para los europeos, pero que, según los 
estudios adelantados por la CEPAL, en el año 2006, pasó de ser en los últimos 50 años (para el 
2006) de región receptora a emisora de personas.  
                                                 
1 FLACSO: Organización intergubernamental para América Latina y el Caribe creada en 1957 para la docencia e 
investigaciones de las ciencias sociales. 
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Indica la autora, que “por cada inmigrante que llega al continente hay cuatro 
latinoamericanos emigrados”, por lo cual propone “repensar a las migraciones a la luz de sus 
impactos económicos y culturales y sus vínculos con el desarrollo, pero sobre todo en relación a 
los desafíos políticos y de construcción de ciudadanía…” (Herrera, 2012, p. 11), pues la 
existencia de políticas eficaces, constituye el camino más viable y propicio para garantizar 
armonía social entre locales e inmigrantes. 
El reto entonces, era el carácter político de las migraciones internacionales, lo que 
representaba establecer las estrategias de derechos políticos para migrantes, que garantizaran “el 
desarrollo de sus capacidades, sus deberes y derechos en los distintos territorios por que transitan 
y habitan” (Herrera, 2012, p. 16); para ello, se debía tener en cuenta que en materia de 
migración, para países como Estados Unidos se tenía como amenaza para su seguridad, más con 
el atentado del 11 de septiembre del 2001 a las torres gemelas.  
En el artículo Migraciones internacionales y democracia: nuevos desafíos para una 
ciudadanía inclusiva en América Latina, Giaconda Herrera plantea algunos interrogantes que, si 
son escrutados, se encuentran como temas de discusión en torno al problema de la migración:  
¿Cómo pensar las reglas de juego democrático, de la convivencia social del “estar juntos” 
cuando el sentido de pertenencia, el lugar de residencia y el territorio ya no son uno solo? 
¿De qué manera definen los migrantes sus derechos y obligaciones frente a dos o más 
sociedades o Estados? ¿De qué manera encontramos políticas inclusivas de integración 
social que den cuenta de estas realidades bivalentes? (2012, Pág. 18). 
En el 2012 el panorama de la migración de América Latina se enfocaba en México, ya 
que era y continúa siendo la frontera con más presencia de emigrantes latinos y de otros 
continentes hacia Estados Unidos; se presentaban los siguientes flujos migratorios: 1) 
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inmigrantes; 2) emigrantes; 3) transmigrantes; 4) retornados y 5) desplazados por problemas de 
inseguridad pública.  
Esta clasificación obedece a que ese país es la puerta de entrada para los pobladores 
provenientes de otros continentes, que llegan a países de América Latina, como los del cono sur, 
la región andina y el caribe, buscan la forma de pasar por centro América hasta el norte de 
México, para abrirse paso a Norte América y poder incursionar en el mercado laboral y la oferta 
institucional de Estados Unidos y Canadá. 
Algunos analistas consideran que, por estas razones se ha mostrado gran resistencia de los 
Estados Unidos a tratar el tema de la migración, toda vez que según la información consultada, 
se ha podido establecer que la migración que se presenta en las condiciones antes señaladas, hace 
relación al gran flujo de migrantes indocumentados que llegan a América Latina provenientes de 
varias partes del Mundo, problemática ante la cual los Estados no han podido dar respuesta 
efectiva, en términos de políticas suficientes para la actualización de sus marcos jurídicos, y la 
consecuente protección de los Derechos Humanos de los migrantes. 
La creación de enlaces de cooperación regional e internacional, se hace necesaria, para 
garantizar el fortalecimiento de instituciones que impidan la explotación, la trata de migrantes 
y/o su incorporación a nichos delictivos (delincuencia común, crimen organizado, redes 
delictivas, etc); en otras palabras,  
la generación de condiciones sociales, jurídicas y económicas a efecto de que los 
presupuestos públicos sean reorientados al desarrollo y no al creciente ensanchamiento de 
los cuerpos de seguridad pública; y a la generación de nuevos instrumentos de actuación 
regional, para la oportuna prevención del delito. (Casillas, 2012, p. 24) 
54 
 
 La cooperación representa una oportunidad, no solo para contrarrestar efectos negativos 
de orden social, sino para favorecer condiciones dignas para la garantía de los Derechos 
Humanos, a través de Políticas públicas que se pongan en marcha. 
En todo caso, el problema de migración en América Latina y especialmente en lo que 
tiene que ver con el paso por la frontera de México hacia los Estados Unidos de Norte América, 
se ha visto rodeado de mucha actividad delictiva, circunstancias que se presentan en gran medida 
“por la omisión del Estado que es otra manera de violentar los dh” (Casillas, 2012, p. 27), como 
consecuencia, los migrantes son objeto de agresiones, abusos y excesos por quienes les 
contratan, con el agravante que terminan viéndolas como naturales y propias del proceso 
migratorio.  
Una mayor dificultad representa los flujos migratorios provenientes de otros continentes 
que en gran parte deben acudir a redes solidarias o de traficantes para hacer su paso por México: 
entre ellos se encuentra los asiáticos y los africanos, a quienes el idioma y las costumbres, se les 
convierten en una traba para lograr alcanzar su sueño. 
Estas personas se ven expuestas en mayor medida a la vulneración de sus derechos, 
principalmente “por los traficantes, los funcionarios públicos corruptos que facilitan el paso y, 
últimamente, por la delincuencia organizada que, como instancia de 2° nivel delictivo, cobra a 
los traficantes un monto determinado a fin de franquearles el paso por el país” (Casillas, 2012, p. 
27). Como suele suceder con los llamados coyotes en las fronteras de México y Estados Unidos o 
en la zona del tapón del Darién en Colombia. 
Esta situación desvela, solo un pequeño fragmento de las adversidades por las cuales 
deben atravesar aquellos que toman la decisión de migrar, razón que corrobora una vez más, la 
necesidad de poner la cuestión de los migrantes, como uno de los puntos primordiales en las 
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políticas públicas de todos los países del mundo, para salvaguardar la dignidad humana y la 
protección de los Derechos Humanos, más aún, en tratándose de los niños, niñas y adolescentes. 
3.2.3. Diseño de política pública.  
El tema de la necesidad de hacer políticas para la atención de la población migrante, de 
manera que tengan el enfoque en Derechos Humanos y en la garantía que por parte de los 
Estados debe existir para su efectiva protección, se ha venido tratando a lo largo de este 
documento; por esta razón, se van a dar a conocer de manera breve, los aspectos generales del 
diseño de las políticas públicas, con miras a comprender cómo es su proceso de elaboración, qué 
actores intervienen y cómo se llega a su materialización y verificación de efectividad. 
Siguiendo los lineamientos de las Naciones Unidas (2013, p 23) el diseño de las políticas 
públicas tiene cuatro etapas 1) Identificación de la situación, 2) diseño, 3) ejecución, 4) 
seguimiento y evaluación.  
3.2.3.1. Identificación de la situación: Es el momento en que los representantes del 
gobierno o los miembros de la comunidad realizan reuniones con el fin de identificar una 
situación problemática que es necesario atender con acciones de política pública, ya que “los 
ciudadanos ya no toleran que los excluyan de la toma de decisiones y exigen ser parte de esta, así 
como de la ejecución e implementación de las políticas y proyectos públicos”. (Torres y 
Santander, 2013, p. 16)  
3.2.3.2. Formulación: Una vez haya consenso en el tema identificado, se formula la 
propuesta de política para que sea incluida en la agenda gubernamental (local, regional o 
nacional); es el paso en el cual las acciones de políticas adquieren la estructura, para que la 
opción política tome forma y sea factible implementarla.  
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En la formulación se concluye el ejercicio analítico realizado sobre el problema y las 
alternativas políticas disponibles y aceptables; es decir, consiste en una actividad de generación y 
análisis de hipótesis tentativas respecto a qué medidas políticas deben seguirse para que 
contribuyan a transformar la situación problemática que se identificó. 
En la siguiente tabla, se presentan los principales momentos de la fase de formulación. 
Tabla 2. Fase de Formulación de una Política 
FASE DESCRIPCIÓN 
Estructuración del problema Definir el orden causal que da origen al problema socialmente 
relevante. 
Identificar los nudos críticos del orden causal. 
Construcción de una opción 
de política 
Elaboración de la estrategia de acción que permita el 
cumplimiento de los fines de la política pública. 
Identificar los agentes implementadores e instrumentos de 
política pública que se requieren para llevar a cabo la 
estrategia. 
Análisis de factibilidad. Establecer si se cuenta con la capacidad de gobierno suficiente 
para llevar a cabo la opción de política pública. 
Identificar si la opción de política pública se puede 
implementar en el arreglo institucional y con la capacidad 
organizacional existente. 
Fuente: Torres, J., y Santander, J. (2013). Introducción a las políticas públicas: conceptos y herramientas de la relación 
entre Estado y Ciudadanía. Bogotá, Colombia: IEMP Ediciones. p. 94. 
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3.2.3.3. Ejecución: en esta etapa se pone en marcha el plan de acción escogido, el cual 
debe ser el reflejo de lo que se ha considerado como la mejor acción para solucionar el problema 
que socialmente se vio relevante.  
Se tiene como la fase en la que se “incluye momentos claves para la determinación del 
éxito o fracaso de la política pública” (Torres y Santander, 2013, p. 117). En este estadio, ya se 
lleva a cabo una decisión, en la cual, con base en el problema identificado para resolver, se le 
señalan los objetivos a ser perseguidos, las actividades y los recursos para alcanzarlos. 
3.2.3.4. Seguimiento y evaluación: Consiste en el monitoreo permanente de los avances 
y los desafíos que se vayan poniendo en evidencia durante la ejecución. Se dice que en esta fase 
se reflejan aspectos concretos sobre el “cumplimiento y garantía de derechos por parte del Estado 
hacia los actores sociales” (Torres y Santander, 2013, p. 139). Se desarrolla con base en las 
herramientas técnicas que permiten medir con objetividad las realizaciones alcanzadas y las 
dificultades que se presenten, con el fin de aportar elementos de juicio para tomar decisiones más 
acertadas para continuar. 
En un Estado democrático la inclusión de la comunidad dentro de todo el proceso de la 
implementación de una política pública como forma de solucionar problemáticas que le aquejan, 
reviste trascendental importancia, pues es la forma de ejercer plenamente sus derechos y de 
establecer si el Estado cumple con su deber de garantizar el goce de los derechos a todos sus 
individuos. 
Actualmente, se puede decir que la garantía debe ser, “un reconocimiento social y 
jurídico por el que una persona tiene derechos y deberes por su pertenencia a una comunidad, 
casi siempre de base territorial y cultural” (Borja, 2002, p.1). 
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Entendiendo el esquema fundamental de las políticas públicas, se puede advertir que 
existiendo integración internacional en el tema de atención de los menores de edad (niños, niñas 
y adolescentes), se debe avanzar en la generación de cambios en la forma de implementarlas y 
darle alcance con un enfoque también internacional; de tal forma que las políticas que se adopten 
a nivel nacional, se articulen a políticas de los gobiernos de la región y armonicen con las 
políticas universales, habida consideración que se trata de implementarlas en favor de un grupo 
de población considerado vulnerable, del que hay un gran número en condición de migrantes por 
el mundo y particularmente aquí en Colombia. 
3.3. La Política Integral Migratoria en Colombia 
En Colombia, el documento CONPES 3603 del año 2009 (DNP, 2009), señaló los 
lineamientos, estrategias y acciones de intervención para los colombianos que se encuentran en 
el exterior y los extranjeros que se encuentran en Colombia; se centra en dos (2) aspectos: a) dar 
tratamiento integral a cada una de las dimensiones de desarrollo de este grupo poblacional y b) 
busca mejorar la efectividad de los instrumentos utilizados para implementar estrategias y 
programas para la población migrante. 
El CONPES 3603 tiene como eje la defensa, protección y garantía de los derechos de 
quienes se ven inmersos en los procesos migratorios y en buscar que la migración se produzca en 
condiciones de libertad, para que los ciudadanos sean forjadores de su propio destino y el Estado 
se convierta en garante para acompañar su proceso y velar por la protección de la población en 
condición de migrante (DNP, 2009). 
El documento contiene cinco (5) principios orientadores de la acción migratoria y de las 
políticas que se implementen para la atención del fenómeno migratorio: 
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3.3.1. Coherencia: mediante el cual, el Estado colombiano debe actuar acorde con las 
dinámicas migratorias internacionales, toda vez que hace parte de un acuerdo mundial en el cual 
ha dejado claro su compromiso sobre la forma de actuar frente al problema de la migración. 
3.3.2. Integralidad y largo plazo: como quiera que el fenómeno migratorio cambia a lo 
largo del tiempo, al igual que las coyunturas de orden político, económico, social y cultural y 
existe un proceso de globalización que afecta todos los escenarios del actuar humano, se debe 
generar la flexibilización de los asuntos relacionados con la atención a la migración. 
3.3.3. Concordancia: Indica que la política en materia migratoria debe hacer parte de la 
política exterior colombiana. 
3.3.4. Observancia de garantías individuales: con la cual se reconoce al migrante como 
sujeto y poseedores de derechos intrínsecos tanto del orden internacional como los contenidos en 
la legislación colombiana y de obligaciones. 
3.3.5. Focalización: que implica la asistencia prioritaria de aquellos que se encuentren en 
situación de vulnerabilidad, por efecto de su condición o situación en los países de destino. 
Dentro del plan de acción propuesto, se planteó alcanzar cuatro (4) objetivos de largo 
plazo, a saber (Red Migrante, 2013): 
1) Lograr la defensa, protección y garantía de los derechos de los colombianos en el exterior 
y los extranjeros en Colombia. 
2) Mantener y ampliar las oportunidades de formación para colombianos en el exterior y 
extranjeros en el país. 
3) Garantizar oferta de servicios estatales permanente, suficiente y efectiva para 
colombianos en el exterior y extranjeros en Colombia, de acuerdo a la dinámica 
migratoria. 
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4) Garantizar una migración regular, según la normatividad internacional. 
La Política integral migratoria contenida en el documento CONPES 3603, que tiene como 
objetivo “garantizar una atención suficiente, efectiva y coordinada sobre todas las dimensiones 
de desarrollo de la población colombiana en el exterior y de los extranjeros que residen en el 
país” (DNP, 2009), parte del reconocimiento de la limitada atención que el Estado colombiano le 
ha dado al problema de la migración y los fenómenos que entorno a ella se presentan. 
Lo anterior significa, la búsqueda de soluciones que se deben articular con la comunidad 
internacional y que obedezcan a los criterios y pautas señaladas en conjunto por los países que 
hicieron su compromiso, y firmaron el documento contentivo de las propuestas de atención a las 
personas vinculadas con este fenómeno y en especial con la atención primordial de los niños, 
objeto de estudio de esta investigación. 
Conociendo de manera general el contexto internacional sobre el cual versa el fenómeno 
de la migración y sabiendo que se implementó una política integral en Colombia para atender el 
problema migratorio, en la que no se hizo particular mención a la atención de NNA en condición 
de migrantes, es necesario adentrarse en establecer cómo se está abordado el tema de la 
migración de este grupo poblacional a nivel mundial y la evolución teórica y científica que se 
viene gestando. 
 
CAPÍTULO IV 
El Interés Superior del Niño.  
Legislación Internacional y Doctrina para su Protección 
Bajo el enfoque de Derechos Humanos, se hace necesario identificar el desarrollo que ha 
tenido, para lo cual se hace una breve reseña del trasegar, de la lucha para el reconocimiento de 
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los derechos del niño, la promulgación de la Convención Internacional de los derechos del niño y 
los protocolos de atención a nivel internacional. 
Igualmente, se abordar el desarrollo que ha tenido la doctrina del interés Superior del 
niño por algunos tratadistas latinoamericanos y la jurisprudencia, contenido en sentencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, para revisar las decisiones que ha adoptado, 
relativas a la atención que reciben los niños, niñas y jóvenes migrantes en América. 
4.1. Breve Reseña Histórica de los Derechos del Niño 
La guerra de los Balcanes, que se inició en 1912, fue uno de los primeros escenarios que 
se conoce sobre la génesis de la lucha por el reconocimiento de los derechos de los niños: en ese 
ambiente, aparece hacia el año 1913 una joven inglesa graduada en Historia y con una gran 
diversidad de características que hacen de ella un ser muy especial (Save the children, s.f.); su 
nombre, Eglantyne Jebb. 
El panorama en los Balcanes fue uno de los detonantes para ver la realidad vivida por los 
niños durante las guerras, debido a la gran cantidad de refugiados desfallecidos y sin esperanza, 
entre los que hubo muchos de ellos separados de sus padres, que formaron largas colas para 
obtener algo de alimento de manos de los misioneros, entre los que se encontraba la mencionada 
señora. 
En agosto de 1914 cuando estalla la Primera Guerra Mundial, la preocupación de 
Eglantyne Jebb (Save the children, s.f.) son los niños, puesto que de ellos no se ocupa nadie; de 
tal forma que con su hermana y un grupo de amigos, indagan por las noticias que publica la 
prensa, escuchan los relatos de amigos comunes, los informes de la Cruz Roja Internacional, 
publican lo que está sucediendo con los niños en el periódico de Cambridge y constituyen el 
Fight-the-Famine Council (Consejo de lucha contra el hambre) y emprenden su actividad por 
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toda Inglaterra, buscando que el gobierno tome acciones, puesto que consideran que los niños de 
Europa requerían alimentos, médicos, enfermeras y desde luego la necesidad no daba espera. 
Al ver Eglantyne Jebb que la acción del gobierno era lenta, decidió crear una fundación 
para salvar a los niños, lo cual se materializó en abril de 1919, al crear el fondo Save the 
Children, para recoger dineros y enviar leche a los niños de Viena y después procurar ayudas a 
distintos países. 
Posteriormente, lanza su idea de que “la nueva caridad debe ser científica” (Save the 
children, s.f.), de allí que en Ginebra asistió a escuchar el informe del vicepresidente del CICR 
sobre la situación de los niños, una vez acabada la Primera Guerra Mundial y participó de 
manera activa por el bienestar de los niños, acudiendo a diversas autoridades eclesiásticas y 
gubernamentales para buscar su efectiva protección, lo cual comenzó a materializarse en la 
primera Carta de los Niños, que se conoce como la Declaración de Ginebra de 1923, o carta de la 
Union Internationale de Secours aux Enfants “UISE” (Unión Internacional de Ayuda Infantil).   
El contenido de la Carta incluye un preámbulo, el enunciado de cuatro principios 
fundamentales y veintiocho cláusulas explicativas, que buscó la protección prenatal, la 
protección de los niños en edad preescolar y escolar, la ayuda a las madres, la restricción del 
trabajo de los niños, medidas para el tratamiento de los niños delincuentes y parámetros para los 
servicios nacionales de protección a la infancia.  
El texto de la Carta precisamente comienza con el siguiente contenido: 
por la presente Declaración de los Derechos del Niño, los hombres y mujeres de todas las 
naciones reconocen que la Humanidad debe dar al niño lo mejor de sí misma, afirman así 
sus deberes, descartando cualquier discriminación por motivos de raza, nacionalidad y 
creencia (Save the children, s.f., p. 6). De contera se entiende, que a Colombia también le 
63 
 
corresponde dar aplicación a este reconocimiento, como quiera que hace parte de la 
comunidad que ratificó su adhesión al acuerdo mundial consignado en la Declaración. 
Es el primer reconocimiento que se hace a los Derechos Humanos de los niños, por su 
especial condición, quienes se ven más afectados ante las tensiones y conflictos que se viven 
tanto al interior de cada país, como en el orden mundial. 
Otra figura que se ha querido mencionar en este escrito, por su gran aporte a la protección 
de los niños, fue Henrik Goldszmit (Janusz Korczak) un pediatra, pedagogo y escritor judío que 
dedicó su vida al cuidado de los niños e implementó en sus orfanatos un sistema para aplicar los 
derechos infantiles (Hoarau, 2014); para ello, los organizó en forma de república, en la que los 
niños celebraban asambleas presididas por alguno de ellos; creó un modelo de recompensas y 
castigos, un parlamento, un tribunal y un periódico. La república diseñada por el pediatra, creó 
una pedagogía del respeto, la educación para la democracia y la participación. 
Uno de los escritos de Korczak fue “el Derecho del niño al respeto” (Hoarau, 2014), que 
contenía el pensamiento que, desde finales del siglo XIX, al parecer, vendría a ser la germinación 
del contenido de la Convención de los Derechos del niño de 1989, en cuanto a la positivización 
de los derechos a la libertad de expresión, participación y asociación; toda vez que, para el 
pediatra, pedagogo y escritor, el niño es un ser humano, indistintamente de la calificación 
jurídica que se le pretendiera dar. Su lucha contra la barbarie hacia los niños, llegó hasta el 6 de 
agosto de 1942, cuando fue asesinado junto con 200 niños en el campo de exterminio de 
Treblinka.  
La protección especial a la niñez abordada desde la Declaración de Ginebra de 1924 
sobre los Derechos del Niño; fue reconocida en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución 217 A, 
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del 10 de diciembre de 1948 en París y en la Declaración de los Derechos del Niño adoptada por 
la Asamblea General el 20 de noviembre de 1959. 
También se abordó el tema de los derechos de los menores, en el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 2200 A, de 16 de diciembre de 1966, 
particularmente el artículo 24 en el cual se consagran los derechos a la protección que su 
condición merece, a ser inscrito en el registro y a tener una nacionalidad (Naciones Unidas, 
1966); y  el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, particularmente, 
en el artículo 10, que reconoce a la familia como elemento natural y fundamental de la sociedad, 
la protección de la mujer gestante y la protección y asistencia en favor de todos los niños y 
adolescentes (Naciones Unidas, 1966). 
El cuerpo normativo que esboza de manera más clara los derechos de los NNA, es la 
Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas el 20 de noviembre de 1989, en sus cuatro principios fundamentales (el derecho a la no 
discriminación; el interés superior del niño; el derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo 
y el derecho a la participación infantil) (Naciones Unidas, 1989), constituye la columna vertebral 
de la estructura normativa internacional sobre la materia para los Estados que la firmaron y para 
los que se han venido adhiriendo.  
4.2. Convenios y Protocolos para Garantizar los Derechos Humanos de los Menores de 
Edad 
En el desarrollo de las relaciones entre Estados, es conocido que las decisiones que se 
adoptan en forma conjunta pueden quedar contenidas, en declaraciones, tratados, convenciones o 
pactos y protocolos. De ellas se puede establecer el carácter vinculante y obligatorio o no, para 
65 
 
que cada país adopte y aplique o deje de adoptar y aplicar los acuerdos alcanzados. En tal 
sentido, se considera necesario recordar aspectos generales que caracterizan a cada uno de los 
instrumentos que se han mencionado (ICBF, s.f.). 
De acuerdo con la normatividad internacional, mencionada en el apartado anterior, para 
garantizar los Derechos Humanos de los niños, niñas y adolescentes, se encuentra una amplia 
lista de tratados que han sido acogidos por el Estado colombiano (ICBF, s.f.). En este trabajo, se 
hace una relación de estos, pues se considera una ayuda que orienta al lector hacia los aspectos 
en los que se ha avanzado con el propósito de consolidar instrumentos para orientar decisiones 
políticas al interior de los Estados y entre estos, tendientes a lograr la efectividad de los Derechos 
Universales para el grupo poblacional objeto de estudio. 
4.2.1. Las Declaraciones.  
Son recomendaciones que hace la entidad a la cual están agrupados una pluralidad de 
Estados que son integrantes (verbi gracia, la OEA y la ONU); al ser recomendaciones, tiene una 
cobertura internacional para dichos Estados y orientan sus políticas sin tener un carácter 
obligatorio, lo que significa que no pasan de ser sugerencias (ICBF, s.f.).  
Estas Declaraciones quedan plasmadas en Instrumentos Declarativos, tales como: la 
Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre (2 de mayo de 1948), la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, la Declaración sobre los Derechos de los Niños y de las 
Niñas (20 de noviembre de 1959). 
A pesar que la regla general sobre las declaraciones, es que no tienen carácter obligatorio, 
hay excepciones como la contenida en la Proclamación de Teherán, la cual se realizó con el fin 
de “examinar los progresos logrados en los veinte años transcurridos desde la aprobación de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos y preparar un programa para el futuro” 
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(Naciones Unidas, 1968), en la que por voluntad de los Estados que tomaron parte, los Derechos 
contenidos en ella son de obligatorio cumplimiento.  
4.2.2. Convenios o tratados. Son acuerdos que se suscriben generalmente entre dos 
Estados (pudiendo ser mayor el número) para quienes las decisiones que se toman tienen efecto 
vinculante y por tanto las obligaciones se tienen que cumplir (ICBF, s.f.). Son convenios 
celebrados y ratificados por Colombia en temas de menores, los siguientes: 
Convenio No.5, adoptado por la OIT desde 1919 en la Primera Conferencia sobre Erradicación 
del Trabajo Infantil. 
Convenio para la obtención de Alimentos en el Extranjero, suscrito en Nueva York el 20 
de junio de 1956, aprobado por el Congreso de Colombia con la Ley 471 de 1998 y surtió 
declaratoria de constitucionalidad mediante la Sentencia 305 de 1999. 
Convenio No.138, promulgado en 1973 por la OIT. Exige a los Estados diseñar y aplicar una 
política nacional que asegure la abolición efectiva del trabajo infantil y fija las edades mínimas 
de admisión al empleo. Ratificado con la Ley 515 de 1999. 
Convenio sobre aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Niños, suscrito en La 
Haya el 25 de octubre de 1980; se incorporó en la legislación colombiana con la Ley 173 de 
1994. 
Convenio relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción 
Internacional, suscrito en La Haya el 29 de marzo de 1993; hace parte de la legislación 
colombiana con la Ley 265 de 1996. Establece garantías para que las adopciones internacionales 
tengan en consideración el interés superior del niño y el respeto de los Derechos Humanos que le 
reconoce el Derecho Internacional. 
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Convenio No.182, adoptado por la OIT en 1999, sobre las peores formas de trabajo 
infantil, fue incorporado a la legislación colombiana, mediante la Ley 704 del 2001; en él se fija 
la abolición de prácticas como la esclavitud infantil, el trabajo forzoso, el tráfico de niños y de 
niñas, la servidumbre por deudas, la condición de servidumbre, la explotación sexual y las 
formas de trabajo peligrosas y explotadoras.  
En algunos casos, se habla de Convenciones o Pactos haciendo referencia a una 
pluralidad de Estados que en consenso firman un documento en el que se obligan de manera 
multilateral a generar compromisos y velar por su cumplimiento (ICBF, s.f.). Entre los pactos 
que ha suscrito el Estado colombiano, que incluyen temas en materia de niñez se encuentran: 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado por la Asamblea General 
en 1966 y aprobado en Colombia mediante la Ley 74 de 1968, que entró en vigor el 23 de marzo 
de 1976.  
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptado por la 
Asamblea General el 16 de diciembre de 1966 y aprobado en Colombia mediante la Ley 74 de 
1968, que entró en vigor desde enero 3 de 1976. 
Convención Americana de Derechos Humanos. Pacto de San José, suscrito en la 
Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos, en San José de Costa Rica, 
el 22 de noviembre de 1969 y fue aprobado en Colombia en 1976 por la Ley 16, pero entró en 
vigor el 18 de julio de 1978. 
Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias, suscrita en Montevideo el 
15 de julio de 1989 y aprobada con la Ley 449 del 4 de agosto de 1998. 
Convención Interamericana sobre la Restitución Internacional de Menores, suscrita en 
Uruguay el 15 de julio de 1989 y aprobada por medio de la Ley 880 de 2004 (Declarada 
68 
 
exequible mediante sentencia C912/04). El objeto de esta Convención es lograr una restitución 
pronta de menores que hayan salido de su país de origen de forma ilegal, o de forma legal, pero 
posteriormente retenidos ilegalmente por el padre o familiar con el cual salió. 
Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989 y aprobada en Colombia con la Ley 12 de enero 22 
de 1991. 
Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores, adoptada el 18 de 
marzo de 1994 en México y aprobada por el Congreso de Colombia con la ley 470 del 5 de 
agosto de 1998, pero entró en vigor el 21 de septiembre de 2000. 
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, y 
Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente de mujeres y 
niños, adoptados por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 15 de noviembre de 2000. 
Hacen parte de la legislación colombiana mediante la Ley 800 del 2003. 
4.2.3. Protocolos. Hacen parte integral, o bien de una convención o de un pacto y por lo 
mismo, sus efectos van ligados a las obligaciones contenidas en aquellos; sin embargo, la 
ratificación es independiente. Existen protocolos facultativos, que agregan alguna novedad al 
tratado principal; y hay adicionales que aclaran o explican temas relacionados con una materia 
discutida y aprobada en el tratado principal (ICBF, s.f.). Entre los protocolos que tratan sobre los 
niños, se encuentran: 
Protocolo Facultativo relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización 
de los niños en la pornografía (Ley 765 de 2002). 
Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente de 
mujeres y niños, adoptado por la Asamblea General de la Naciones Unidas el 15 de noviembre 
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de 2000 (Ley 800 de 2003). Complementa la Convención de Palermo contra la Delincuencia 
Transnacional Organizada. 
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño, relativo a la 
participación de los niños en el conflicto armado (Ley 833 del 2003). 
4.3.  La Protección de los Derechos Humanos del Niño en Condición de Migrante 
Al revisar el tema de la protección integral a los niños, niñas y adolescentes extranjeros 
en condición de inmigrantes en Colombia, se retoma lo que para efectos del presente trabajo se 
ha querido denominar  una Política Universal para los Derechos de NNA; se trata de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, que fue adoptada y abierta a la firma y ratificación por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 44/25 del 20 de noviembre de 
1989 y aprobada en Colombia con la Ley 12 de enero 22 de 1991. 
4.3.1. La Política Universal para la atención de los niños y su aplicabilidad en los 
niños en condición de migrantes.  
Se puede afirmar sin lugar a dudas, que la Convención Internacional sobre los Derechos 
del niño de 1989, constituye la primera política internacional jurídicamente vinculante, lo que 
significa que tiene cumplimiento obligatorio. En ella están contenidos los derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales y culturales de este grupo poblacional alrededor del mundo. 
Fija la calidad de niño y niña a toda persona menor de dieciocho (18) años, a quienes les 
otorga derechos tales como el pleno desarrollo físico, mental y social y la libre expresión de sus 
opiniones (Naciones Unidas, 1989); sin embargo, por su misma condición son muchas veces 
fácil presa de los abusos, especialmente, en circunstancias sociales en las que se presentan 
alteraciones, hay abusos de autoridad, de poder o no existe protección por parte del Estado; tal 
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como ocurre con los desplazamientos por causa de las guerras, los reclutamientos para 
actividades delictivas, los crímenes contra los niños, etc. 
Los fenómenos a los que se hace referencia en el apartado anterior, a los que se suman 
otra amplia gama de circunstancias, son los principales motivos para que se presente la 
movilidad de niños y niñas en el mundo, lo que lleva a considerarlos en su condición de NNA en 
situación de migrantes o en condición de refugiados, dependiendo la causa de la movilización; 
circunstancia que se verá más adelante. 
  Se entra ahora a determinar quiénes son los niños y las niñas que reciben protección por 
parte de los instrumentos internacionales, para lo cual, debe tenerse en cuenta los rangos de 
edades establecido para diferenciar el estado psicosocial de las personas, teniendo en cuenta 
además la evolución progresiva de la madurez de su cuerpo y su mente, de manera que se habla 
de niños, niñas y adolescentes.  
Desde luego que, para efectos del presente trabajo, el adolescente objeto de investigación, 
es aquel que no pasa la edad establecida por la misma Convención sobre los Derechos del Niño, 
para ser considerado mayor de edad; es decir, 18 años. 
La convención sobre los Derechos del Niño, tiene en cuenta que las Naciones Unidas han 
reafirmado en la Carta, su fe en los Derechos Fundamentales del hombre, en la dignidad y el 
valor de la persona humana; recuerda que en la Declaración Universal de Derechos Humanos se 
proclamó que la infancia tiene derecho a cuidados y asistencia especiales, de allí la necesidad de 
la protección especial que fue enunciada en la Declaración de Ginebra de 1924. 
Igualmente, se reconoce la necesidad de protección especial a esta población, en la 
Declaración de los Derechos del Niño del 20 de noviembre de 1959, y posteriormente en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, en los artículos 23 y 24 del Pacto Internacional de 
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Derechos Civiles y Políticos, en el artículo 10 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales y en los estatutos e instrumentos de los organismos y organizaciones 
internacionales que se interesan en el bienestar del niño.  
Instrumentos entre los que se encuentran, lo relacionado con la adopción y colocación en 
hogares de guarda, las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la 
justicia de menores (Reglas de Beijing) y la Declaración sobre la protección de la mujer y el niño 
en estados de emergencia o de conflicto armado. Adicionalmente, la Convención otorga un papel 
fundamental a la cooperación internacional para mejorar las condiciones de vida de los niños. 
Merece así el tema objeto de investigación destacar algunos aspectos de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, que permiten establecer los estándares internacionales para la 
atención de los menores, habida consideración que en texto se señala la igualdad de tratamiento, 
al consagrar el respeto a los derechos enunciados en ella y establece el deber de los Estados 
Partes, en asegurar su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, entre 
otros aspectos, por su origen nacional. Lo cual se puede apreciar como una medida para 
garantizar la protección de los menores de edad, especialmente la discriminación por su 
nacionalidad, pero no limitado a ella, sino a cualquier otra forma de discriminación. 
El manejo de medidas que debe adoptar toda institución pública o privada, fue igualmente 
abordado, en la Convención (Naciones Unidas, 1989), puesto que en el artículo 3 señala el deber 
que tienen las instituciones públicas y privadas de bienestar social, de atender de manera 
primordial el interés superior del niño en todas las medidas judiciales, administrativas y 
legislativas, en aspectos tales como seguridad, sanidad, número y competencia del personal 
encargado del cuidado o protección de este grupo poblacional.  
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El texto de la Convención incorpora el principio de cooperación, al establecer que cada 
Estado Parte debe velar porque se hagan efectivos los derechos económicos, sociales y culturales 
de los niños, con medidas que van hasta “el máximo de los recursos…. dentro del marco de la 
cooperación internacional”, reconociendo además el derecho natural a la vida, lo que conlleva a 
garantizar “en la medida posible su supervivencia y su desarrollo” (Naciones Unidas, 1989, 
artículo 4). 
  El contenido de la Convención sobre los derechos del niño contempla medidas para 
evitar la apatridia, que desde la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas designa “a toda 
persona que no sea considerada como nacional suyo por ningún Estado, conforme a su 
legislación” (1954, artículo 1).  
Lo que significa, no ser sujeto de derechos y generar consecuencias tales como, no tener 
tarjeta de identidad al cumplir los 7 años y cédula al llegar a la mayoría de edad, ni pasaporte y 
equivale a privarse de otros derechos, como votar, viajar o casarse e incluso que le certifiquen su 
defunción. Para ello, ordena la inscripción del niño desde su nacimiento y la aplicación de sus 
derechos, según las leyes nacionales y las obligaciones contraídas en instrumentos 
internacionales.  
En lo que tiene que ver con movilidad de niños hacia países extranjeros, en la 
Convención se establece la adopción de medidas “para luchar contra los traslados ilícitos de 
niños al extranjero y la retención ilícita de niños en el extranjero” (Naciones Unidas, 1989, 
artículo 11, Nº 1).  
En estrecha relación con la movilidad de los niños, se destaca el derecho a la protección y 
asistencia especial del Estado, lo cual debe tener plena aplicabilidad, cuando ocurre la migración 
de niños y estos son separados de su medio familiar; en tales circunstancias, se requieren 
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cuidados como: “la colocación en hogares de guarda…, la adopción o la colocación en 
instituciones adecuadas de protección de menores” (Naciones Unidas, 1989, artículo 20, Nº 3), 
siempre prestando atención a que haya continuidad en la educación del niño. 
Otro aspecto que es necesario resaltar en este trabajo, es el relacionado con la condición 
de refugiado que en muchas de las veces se puede presentar entre los niños extranjeros que 
inmigran a Colombia; para ello, la Convención señala el deber de los Estados partes en adoptar 
medidas para que los niños que traten de obtener “el estatuto de refugiado o que sea considerado 
refugiado de conformidad con el derecho y los procedimientos internacionales” (Naciones 
Unidas, 1989, artículo 22, Nº 1), reciban la ayuda humanitaria y la protección, sin importar si 
están acompañados o si están solos. 
Al presentarse casos de niños refugiados, se enfatiza en la necesidad de cooperación entre 
los Estados partes, con los esfuerzos que lleva a cabo la ONU y otros organismos 
intergubernamentales y organizaciones no gubernamentales que cooperen en la protección de 
niños refugiados y la ayuda para localizar a sus padres o brindar igual protección a cualquier 
niño privado de su medio familiar, ya sea permanente o temporalmente. 
Entre las variables que se contemplan en el presente trabajo de investigación y que se 
considera de vital importancia tratar, es el tema de la alimentación de niños, niñas y adolescentes 
en condición de inmigrantes; aunque a nivel Universal, no se conocen políticas concretas 
relativas a la materia y que enfaticen en dicho grupo poblacional, la FAO ha emitido concepto 
respecto a la importancia del asunto y lo coliga con la cooperación internacional entre Estados, 
por lo cual, los insta a tomar las medidas necesarias para garantizar el Derecho Humano a 
alimentación cuando dice: 
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los Estados tienen la obligación de adoptar medidas deliberadas y concretas orientadas a 
lograr la realización progresiva y plena del derecho humano a la alimentación, debiendo 
asegurar al menos los niveles mínimos esenciales para que las personas estén protegidas 
contra el hambre. Estas medidas pueden ser de diversos tipos: legislativas, 
administrativas, económicas, financieras, educativas o sociales. Para ello deben utilizar el 
máximo posible de recursos de que dispongan, por lo que deben garantizar que aquellos 
recursos que pueden ser invertidos en este objetivo no sean desviados hacia otras áreas. 
(FAO, 2013, pp. 5 y 6) 
 Resulta entonces de vital importancia garantizar este Derecho Humano a todas las 
personas, en lo largo y ancho del planeta, pues de no ser así, aquellos que no tienen acceso a una 
alimentación adecuada, están en riesgo de perecer y por ende se está violando otro Derecho 
Humano de suma importancia, como es el de la vida. 
 Por lo cual, los Estados tienen un compromiso Humanitario e Internacional respecto a 
garantizar dicho DDHH, sin que resulte relevante “establecer condiciones o limitaciones por 
razón de raza, color, sexo, idioma, religión, nacimiento o cualquier otra condición social” (FAO, 
2013, p. 6), lo que implica, que se debe garantizar sin importar condición migratoria o 
nacionalidad. 
Otra de las variables que se han considerado estudiar en el presente trabajo, es la atención 
en salud a los niños extranjeros en condición de inmigrantes en Colombia; al respecto, en la 
Convención se acordó que: “los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más 
alto nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la 
rehabilitación de la salud” (Naciones Unidas, 1989, artículo 24, Nº 1), aclarando que corresponde 
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al derecho al servicio sanitario comisionado para reducir la mortalidad infantil, prestar asistencia 
médica primaria, combatir enfermedades y malnutrición y atención sanitaria prenatal. 
Para combatir enfermedades y malnutrición durante la atención primaria, se debe tener en 
cuenta “la aplicación de la tecnología disponible y el suministro de alimentos nutritivos 
adecuados y agua potable salubre…” (Naciones Unidas, 1989, artículo 24, Nº 2, lit. c), lo que 
constituye en el deber de implementar estándares de calidad en la alimentación que se le brinde a 
los NNA, para garantizar que el derecho alimentario se vea efectivizado de manera concreta. 
Además, enuncia aspectos preventivos generales que se deben tener en cuenta en materia 
de salud, como la enseñanza de principios básicos de la salud y la nutrición de los niños, 
lactancia, higiene y saneamiento ambiental, medidas para la prevención de accidentes, 
orientación a padres sobre planificación familiar, etc. 
Igualmente, establece la adopción de medidas para abolir prácticas tradicionales que sean 
perjudiciales para la salud de los niños y en cuanto a niños internados en establecimientos de 
protección y atención o tratamiento de salud física o mental, reconocer que se le debe practicar 
un examen periódico. 
En la Convención, los Estados partes reconocen al niño el beneficio de la seguridad social 
y por consiguiente la adopción de medidas necesarias para que sea efectivo su derecho; como 
también, las prestaciones que correspondan, “teniendo en cuenta los recursos y la situación del 
niño y de las personas que sean responsables del mantenimiento del niño” (Naciones Unidas, 
1989, artículo 26, Nº 2). Esto significa que el Estado en que se encuentre el menor debe, sin 
importar las condiciones económicas en las que se desarrolla, posibilitar el acceso efectivo al 
SSS aunque sea necesario asumir la carga de dicha prestación. 
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Otra variable que se aborda en el presente estudio es la atención en educación de los 
niños extranjeros en condición de inmigrantes en Colombia durante el período 2015 – 2018. 
Al respecto, la Convención sobre los Derechos del Niño, reconoce el derecho a la 
educación en condiciones de igualdad de oportunidades, para lo cual se debe implantar la 
enseñanza primaria “obligatoria y gratuita para todos” (Naciones Unidas, 1989); fomentar la 
enseñanza secundaria; accesibilidad a la enseñanza superior a todos, incluso con asistencia 
financiera; implantar estrategias para evitar la deserción escolar y administrar disciplina escolar 
acorde con la dignidad humana del niño. En este aspecto, se insiste una vez más, la importancia 
de fomentar la cooperación internacional. 
Finalmente, en tema de educación, la Convención señala que la educación se debe 
encaminar a desarrollar la personalidad, a desarrollar sus aptitudes y capacidades; a inculcar el 
respeto de los Derechos Humanos, las libertades fundamentales, el respeto a sus padres, su 
cultura y sus valores nacionales; a prepararlo para la vida, siendo responsable ante la sociedad 
por asumir un “espíritu de comprensión, paz, tolerancia, igualdad de los sexos y amistad entre 
todos los pueblos, grupos étnicos, nacionales y religiosos y personas de origen indígena” 
(Naciones Unidas, 1989, artículo 29). 
4.3.2. Causas de la migración de niños y marco para su protección.  
Merece este estudio preguntarse por los fenómenos que intervienen para que haya 
migración de niños, niñas y adolescentes; es decir, indagar por qué son llamados a emprender 
viajes que suelen convertirse en peligrosas odiseas y cuál la razón para que viajen solos o si 
únicamente van en compañía de sus padres, qué los mueve a emprender largas travesías en 
condiciones que ponen en riesgo su integridad física, su bienestar y hasta su misma subsistencia. 
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Es alarmante conocer que son millones de niños en el Mundo los que se encuentran en 
condición de desplazamiento (Jara, s.f.); van de un lugar otro, unas veces lo hacen dentro de la 
misma patria que los vio nacer y entonces se estaría hablando de niños desplazados dentro de las 
fronteras del territorio de su país; pero el desplazamiento también se presenta traspasando las 
fronteras, algunas veces los niños, niñas o adolescentes van acompañados por una persona 
adulta, que generalmente es el padre, la madre o un familiar. 
La presencia de niños ha sido parte en los movimientos migratorios y su participación los 
afecta tanto en el país de origen, en el (o los) de tránsito y en el de llegada que los recibe;  en 
muchos casos, los niños viajan solos, sin la protección de una persona que los auxilie en sus 
dificultades o los defienda de la explotación, el abuso o cualquier forma de violencia a la que se 
ven obligados enfrentar; se convierten en seres indefensos y especialmente vulnerables, sobre 
todo las niñas que en la mayoría de las veces sufren explotación sexual y hacen parte de un 
creciente movimiento que año tras año crece alrededor del mundo. 
En su afán de alcanzar autonomía, los niños se arriesgan a migrar sin medir 
consecuencias; muchas veces “franquean las fronteras con sus padres o acompañados por 
miembros de la familia ampliada y otros adultos o dentro de unas corrientes migratorias” 
(Naciones Unidas, 2015, p 130) y quedan expuestos a ser presa de la delincuencia organizada 
transnacional, que los utilizan para la explotación económica, como el contrabando, la trata de 
personas y la esclavitud. 
En otro escenario, las ventajas que el niño pretende alcanzar saliendo a otro país, puede 
verse truncada, cuando se trata de niños indocumentados o con migración irregular, a quienes se 
limita o impide el acceso a servicios de salud y al sistema educativo. 
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Como lo señala Save the Children (s.f), “los niños migran por una infinidad de razones, 
voluntarias e involuntarias”; se presenta de manera voluntaria, cuando el niño viaja en busca de 
oportunidades para surgir y salir adelante, ya que su propio país no le brinda las garantías 
necesarias para su desarrollo; y de manera involuntaria, cuando son desplazados por fenómenos 
como la pobreza, la violencia, los desastres naturales, engañados por traficantes o son víctimas 
de la trata de personas para la explotación.  
En casi todos los casos, los niños, niñas y adolescentes, finalmente se ven forzados a vivir 
en la calle, bien sea si se trata de migración interna y aún más si se trata de tener que emigrar a 
un territorio en el que además de carecer de arraigo, no cuenta con el apoyo de la familia, ni 
obtienen la protección de las autoridades y el país al que llega no brinda las garantías que son 
debidas a este grupo poblacional. 
La agencia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), 
que es el organismo de las ONU encargado de proteger a los refugiados y desplazados por 
persecuciones o conflictos, para el año 2012 señala que “más de 12 millones de niñas y niños” 
hacían parte de las personas “desplazadas por la fuerza en el mundo” (Naciones Unidas, 2012, p. 
7), a quienes les correspondía vivir como refugiados toda la vida en el desplazamiento; muchas 
veces como apátridas, siendo testigos de acontecimientos perturbadores.  
En el documento de la ACNUR, titulado “Un marco para la protección de los niños”, se 
menciona la articulación de seis (6) metas que engloban el compromiso mundial de proteger y 
hacer realidad los derechos de los niños y niñas, aplicando un enfoque sistémico de protección, 
acciones y responsables en los ámbitos, familiar, comunitario, nacional e internacional, en el que 
debe converger la responsabilidad de todos los actores, para la protección integral de los NNA 
(Naciones Unidas, 2012).  
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El marco para la protección de los niños, los reconoce como titulares de derechos, 
enfatiza en la capacidad que tienen para participar en su propia protección, se enfoca en la 
prevención y las respuestas ante los abusos, la violencia, la explotación, el abandono y hace un 
llamado a “la necesidad de reforzar el trabajo en asociación” (Naciones Unidas, 2012, p. 9). Así 
mismo, encamina su actuar en la protección de todos los niños bajo su manto, sin detenerse a 
determinar categorías específicas de niños. 
En cuanto a los sistemas de protección de los niños, el documento señala que “los Estados 
son los principales responsables de la protección de los niños, conforme con sus obligaciones 
internacionales y de garantizar que todos los niños sometidos a su jurisdicción tengan acceso a 
dichos sistemas sin discriminación” (Naciones Unidas, 2012, p 12). De esta manera, se convalida 
el contenido del artículo 2 de la Convención de la ONU sobre los derechos del niño. 
El sistema para la protección de niños, contiene seis (6) componentes multisectoriales:  
1. Un Marco Jurídico y normativo. 2. Coordinación. 3.Actividades de prevención y 
respuesta. 4.Conocimiento e información. 5. Capacidades humanas y financieras. 6. 
Defensa y sensibilización. 
Estos componentes funcionan a nivel comunitario, nacional e internacional, de manera 
que hacen parte de un todo que se relaciona entre sí. 
4.3.3. Estándares universales para la atención en alimentación de los niños.  
Con la Declaración Universal de Derechos Humanos en 1948, se reconoció la 
alimentación como un Derecho Humano, lo cual fue ratificado por otros instrumentos 
internacionales como el Artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (PIDESC); la Organización Mundial de la Salud (OMS) y la Organización de las 
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Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO), han venido trabajando en la 
adopción de directrices en temas de alimentación y nutrición. 
Desde el año 1992, ya se hablaba concretamente de “promover y fomentar la utilización 
de estrategias y acciones para mejorar el bienestar internacional y el consumo de alimentos en 
todo el mundo” (Naciones Unidas, 1998, p. 1); objetivo que se lograría a través del Plan de 
Acción trazado ese mismo año en la ciudad de Roma, razón que llevó a traerlo a colación, en la 
reunión consultiva conjunta, FAO/OMS, realizada en Ginebra en 1998, con el fin de fortalecerlo 
y evaluar los avances que se habían logrado con la implementación del mismo. 
Una de las estrategias del Plan de Acción fue fomentar dietas y modos de vida sanos, 
teniendo en consideración la necesidad del desarrollo de “planes nacionales de acción adecuados 
a los diferentes contextos culturales” (Naciones Unidas, 1998, p. 2) por parte de los gobiernos, lo 
que requería que cada país  identificara problemas de salud pública relacionados con hábitos 
locales de alimentación y adoptara estrategias locales para solucionarlos; en su momento, se 
reconoció que ni la Declaración Mundial ni el Plan de Acción tuvieran objetivos numéricos 
respecto a la ingesta de alimentos y nutrientes. 
Teniendo en cuenta la ausencia de parámetros claros, la reunión consultiva del año 1998, 
se enfocó en establecer “una base científica que permitiese elaborar y utilizar directrices 
nutricionales basadas en los alimentos (DNBA)” (Naciones Unidas, 1998, p. 1); para lo cual, 
buscaron examinar datos científicos y la epidemiología de los problemas sanitarios relacionados 
con alimentos y la documentación disponible sobre el tema. 
Se evaluaron políticas, métodos y directrices alimentarias existentes para el momento, en 
el ordenamiento interno de las naciones, su eficiencia y efectividad en aplicación en dichos 
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países, para posteriormente tomarlas como base y en ellas formular el proceso recomendado para 
aplicar y evaluar las DNBA a nivel internacional, en las diversas regiones del mundo. 
En el informe se indica que “las DNBA deben basarse en las realidades de cada país y en 
las metas que pueden alcanzarse a lo largo del tiempo. Solo si se adopta ese enfoque amplio 
podrá obtenerse la información necesaria, sea científica, sociológica, técnica o comercial” 
(Naciones Unidas, 1998, p. 36). 
Por otro lado, se trató el tema sobre la importancia de la formulación de las directrices, 
las cuales deben tener en cuenta aspectos relacionados con: análisis de información, en donde se 
debe valorar las tendencias sanitarias, la morbilidad y la mortalidad y su relación con la 
alimentación; análisis de los hábitos alimenticios, teniendo en cuenta las tendencias a lo largo del 
tiempo; congruencia con las políticas nacionales pertinentes, buscando reducir las disparidades 
en cuanto al acceso a los servicios de salud y nutrición. 
Con base en las cuatro anteriores fases, se debe determinar “la situación que justifica la 
formulación del DNBA (por ejemplo, el buen o mal estado de salud, las características 
epidemiológicas, la carencia o el exceso de nutrientes, los hábitos de alimentación, o las 
prácticas de suministro y comercialización de alimentos)” (Naciones Unidas, 1998, p. 41). 
De allí se desprende la definición del contenido de las DNBA y los grupos beneficiarios 
(v. gr. Poblaciones urbana y rural, alimentación de niños, lactantes y otros grupos vulnerables, 
que sean directrices compatibles con el suministro de alimentos, que sean ecológicamente 
sostenibles, número de grupos de alimentos y su denominación, etc)  
En la fase 7 (Naciones Unidas, 1998) se definen: la finalidad, las metas y los objetivos de 
las directrices, en la que hay que tener en cuenta: los grupos beneficiarios (adultos, lactantes, 
niños), el asesoramiento sanitario general, una estrategia de comunicación a la población, debe 
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estar referida a los alimentos en conjunto y no de manera individual, que las directrices se deben 
aplicar de forma conjunta y no por separado, no tiene determinado orden de formulación, pero 
deben estar en función de cada país y deben ser congruentes con los valores nutricionales.  
Una vez cumplidas las 7 fases, se procede a la etapa de redacción, en la que el grupo 
redactor debe fundamentar y justificar cada directriz y debe elaborar un borrador para ser 
distribuido entre los grupos interesados, en los cuales se incluyen los consumidores, los 
nutriólogos, profesionales del sector salud, agropecuario y de la industria alimentaria.  
Según se afirma en el informe: “Las directrices alimentarias se han convertido en un 
instrumento casi universal de elaboración de políticas alimentarias y nutricionales y educación en 
materia de nutrición” (Naciones Unidas, 1998, p. 43). 
En el año 2004 los países miembros de la FAO, adoptaron las “Directrices voluntarias en 
apoyo de la realización progresiva del derecho a la alimentación adecuada en el contexto de la 
seguridad alimentaria nacional” (Naciones Unidas, 2004).  
El acuerdo fue el resultado de dos años de negociaciones entre los Estados miembros de 
la Organización, luego de los cuales se conformó un Grupo de Trabajo Intergubernamental 
(GTI), que sirvió como facilitador de los trabajos que se habían adelantado desde el 29 de 
octubre del 2002, a la que sucedieron varias reuniones en donde participaron aproximadamente 
90 Estados miembros de la FAO y otros organismos de la ONU, y a la que además asistieron, 
representantes de instituciones internacionales, ONG, integrantes de la sociedad civil, políticos, 
fundaciones y la academia (Naciones Unidas, 2004). 
El contenido de las Directrices está organizado en 3 secciones:  
Prefacio e Introducción: en el cual se retoman aspectos tratados en la Cumbre Mundial 
sobre la Alimentación, como el objetivo de erradicar el hambre, los planes de acción para 
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esclarecer el derecho de una persona a una alimentación suficiente y no padecer hambre y por lo 
tanto, la necesidad de “establecer directrices voluntarias encaminadas a alcanzar la seguridad 
alimentaria para todos” (Naciones Unidas, 2004, p. 1); directrices, basadas en consideraciones y 
principios, como la igualdad y la ausencia de discriminación, la participación y la inclusión, la 
obligación de rendir cuentas y el Estado de Derecho.  
Se estableció el principio de universalidad de los Derechos Humanos con características 
de ser indivisibles, interdependientes entre sí y se acordó la prohibición de utilizar los alimentos 
como instrumento de presión política y económica. 
Entorno propicio, asistencia y rendición de cuentas: En las primeras 6 directrices se 
propende por la promoción de la democracia, el fortalecimiento del Estado de Derecho, la 
sociedad libre, la necesidad de formular políticas y rendir cuentas de la gestión de los 
gobernantes. De esta se derivan lo relacionado con definir políticas de desarrollo económico que 
respalden las políticas de seguridad alimentaria, adoptar estrategias para la realización de una 
alimentación adecuada; la creación o fortalecimiento institucional que contribuya a la realización 
del derecho alimentario (Naciones Unidas, 2004). 
Así mismo, se hace un llamado a la participación de las “partes interesadas” y se 
reconoce la responsabilidad de cada una de ellas en el proceso de aprovechamiento de 
capacidades y uso eficiente de los recursos.  
En las directrices 7 a 12, se invita a los Estados a ajustar su ordenamiento jurídico; 
facilitar el acceso y utilización, de manera sostenible, de recursos como la tierra, el agua, los 
bosques, la pesca y el ganado; fortalecer el mercado laboral; implementar medidas para 
garantizar la inocuidad de los alimentos y la protección del consumidor; establecer pautas que 
fomenten la diversidad de alimentos y hábitos de preparación y consumo; mejoramiento de la 
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educación e implementación de programas de investigación; destinación de recursos financieros 
en las entidades, para luchar contra el hambre y mejorar la seguridad alimentaria (Naciones 
Unidas, 2004). 
En las directrices 13 a 18, se busca la protección de grupos vulnerables con apoyo de un 
Sistema de Información y Cartografía sobre la Inseguridad Alimentaria y la Vulnerabilidad 
(SICIAV); crear y mantener redes de seguridad alimentaria, debidamente organizadas, con 
funciones y recursos; la ayuda alimentaria internacional consistente en asistencia que facilite 
procesos de mercado y reduzca la dependencia de la ayuda alimentaria; atención de necesidades 
de ayuda humanitaria en virtud del Derecho Internacional Humanitario (DIH); la creación de 
mecanismos de vigilancia y evaluación de las directrices, indicadores de procesos y resultados, y 
finalmente, a establecer instituciones de Derechos Humanos como los defensores del pueblo, con 
carácter independiente y autónomo (Naciones Unidas, 2004). 
Medidas, acciones y compromisos internacionales. Se sintetizan en compromisos de 
cooperación internacional con medidas encaminadas a la realización progresiva del derecho a la 
alimentación adecuada; ayuda de los países desarrollados hacia los países en desarrollo para el 
logro de objetivos internacionales; cooperación técnica; comercio internacional; medidas de 
alivio de la deuda externa de los países más pobres con el fin de liberar recursos para combatir el 
hambre; ayuda alimentaria internacional con políticas basadas en evaluaciones razonables de 
necesidad y orientadas especialmente a grupos necesitados y vulnerables y fortalecimiento de la 
colaboración con las ONG, la sociedad civil y demás interesados (Naciones Unidas, 2006). 
En noviembre del 2014 se llevó a cabo la segunda conferencia internacional sobre 
nutrición, que tuvo como organizadores a la FAO y a la OMS, tendiente a revisar progresos de la 
primera, realizada en 1992 y discutir sobre la forma de enfrentar los nuevos desafíos, entre otros 
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aspectos, sobre políticas para mejorar la nutrición; se realizó una mesa de trabajo con el fin de 
discutir las alternativas que se deberían implementar, dejando cinco mensajes: 
El primero tiene que ver con la definición clara, de lo que la comunidad nutricional debe 
entender por "nutrición adecuada" para los diversos grupos de edad, género y condiciones de 
salud; con el fin que las necesidades de nutrientes y la manera de prever la seguridad alimentaria, 
se determine adecuadamente (Naciones Unidas, 2014). 
En segundo lugar, señalaron que se debe continuar enfocando en los "1,000 días" de vida 
del niño promoviendo la lactancia materna; igualmente, preocupándose por los adolescentes, 
para promover la buena nutrición y la actividad física con un criterio inmediato, para propender 
por la buena salud a largo plazo y luchar contra la obesidad y las enfermedades no transmisibles 
(Naciones Unidas, 2014). 
En tercera medida, se vio la necesidad de llegar a un consenso sobre indicadores claves 
para medir el progreso en nutrición, con definiciones claras y sistemas de monitoreo soportable y 
confiable para información efectiva de Políticas y programas (Naciones Unidas, 2014). 
Como resultado de las conversaciones, en cuarto lugar, se señaló, que la segunda 
conferencia internacional sobre nutrición, se constituyó en una oportunidad para que todos 
pudieran contribuir en la Agenda de Desarrollo para la nutrición, en la etapa posterior al 2015, 
respecto a la problemática de malnutrición en todas sus formas, que se abordara de forma 
integral en todos los Objetivos de Desarrollo Sostenible (Naciones Unidas, 2014). 
Finalmente se concluyó diciendo que se estaba en presencia de “un momento único para 
la nutrición con una atención global sin precedentes y un hito” (Naciones Unidas, 2014, p. 3) 
sobre niveles de compromiso que contenga información reciente que muestre qué funciona y qué 
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no, para convertir aquello que se consideró un problema sin tratamiento, en una experiencia de 
éxito global.  
Podemos aseverar, sin lugar a dudas, que los estándares internacionales en materia de 
alimentación, se han venido consolidando con las propuestas que cada Estado viene 
implementando como experiencias exitosas en el tema; en cuanto a contenido nutricional, se 
propende por la alimentación que no tenga efectos secundarios adversos como la obesidad y en 
cantidades según los hábitos alimenticios locales. 
En todo caso, lo que debe garantizar la alimentación y la nutrición son condiciones de 
vida saludable para los niños, niñas y adolescentes, sin ningún tipo de discriminación; para lo 
cual, se tienen unos parámetros internacionales que señalan el deber de formular, implementar, 
ejecutar y evaluar políticas públicas alimentarias, acordes con cada grupo poblacional; y para 
ello, se tiene el deber de hacerlo de forma participativa, con el apoyo de un grupo 
multidisciplinario y haciendo la suficiente divulgación de los lineamientos que se implementan, 
para que la misma comunidad beneficiaria pueda ejercer control. 
4.3.4. Estándares universales para la atención en salud de los niños.  
En lo que tiene que ver con la atención en salud, se tienen establecidos parámetros para 
diferentes etapas de crecimiento, por lo cual, se hace necesario sintetizar los aspectos que, para 
este trabajo de investigación, se considera deben ser tenidos en cuenta como referente, para 
establecer cómo deben estar orientadas las políticas públicas en los países, a fin de garantizar el 
Derecho Humano a la salud de los niños, niñas y adolescentes.  
Debido a los casos que se presentaban en muchos centros de atención de países de bajos 
recursos, en cuanto a la falta de evaluación e inadecuado tratamiento de este grupo poblacional; 
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desde el año 2000, la OMS y UNICEF trabajan en la estrategia que llaman Atención Integrada a 
las Enfermedades Prevalentes de la Infancia (AIEPI). 
Para la OMS (Naciones Unidas, 2009), la AIEPI es un enfoque integrado de la salud 
infantil que se centra en el bienestar general del niño, con el fin de reducir la mortalidad, la 
morbilidad y la discapacidad en los niños menores de cinco años, encaminada a prestarles 
atención de calidad; buscando la generación de una estrategia con un enfoque integrado de la 
salud del niño, para lograr su bienestar general, que incluye componentes preventivos y curativos 
para ser aplicados por las familias, las comunidades y los servicios sanitarios, como la 
promoción del mejor crecimiento y desarrollo en esta etapa tan importante de la vida del ser 
humano.  
La estrategia AEIPI (Naciones Unidas, 2009) contempla tres componentes principales: 
mejora de la formación del personal sanitario en el tratamiento de casos, mejora general de los 
sistemas de salud y mejora de las prácticas sanitarias en las familias y en las comunidades; las 
principales tareas que desarrolla dentro de estos componentes son: promueve el diagnóstico 
correcto de las enfermedades de los niños no hospitalizados, vela por el tratamiento combinado 
apropiado de las principales enfermedades, asesora los dispensadores de atención y acelera la 
atención paliativa de los niños con enfermedades graves.  
Para las familias, se capacitan en comportamientos adecuados cuando se requiere 
asistencia sanitaria, la mejora en la nutrición, la prevención de las enfermedades y la aplicación 
correcta de tratamientos (Naciones Unidas, 2009). 
Para que sea efectiva la implementación de la estrategia en un país, se hace necesaria la 
correcta coordinación entre los programas y servicios sanitarios que existan y su colaboración 
con el Ministerio de Salud, en la planificación y adaptación de los principios orientadores de la 
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AIEPI, al contexto local en el que se vaya a realizar. Dichos principios consisten en (Naciones 
Unidas, 2009): 
a. Incorporar un enfoque integral de la salud y el desarrollo del niño en la política sanitaria 
nacional. 
b. Adoptar las directrices clínicas uniformes de la AIEPI a las necesidades, a los 
medicamentos disponibles y a las políticas del país, así como a los alimentos y al 
idioma locales. 
c. Mejorar la atención en los servicios sanitarios locales impartiendo a los agentes 
sanitarios capacitación sobre nuevos métodos de examen y tratamiento de los niños y 
sobre prestación de asesoramiento adecuado a los padres. 
d. Posibilitar la mejora de la atención velando porque se disponga de suficientes 
medicamentos apropiados de bajo costo, así como de equipo básico. 
e. Reforzar en los hospitales la atención de los niños cuyo grado de afección impide 
tratarlos en consultorios externos. 
f. Elaborar mecanismos comunitarios de apoyo para prevenir las enfermedades, ayudar a 
las familias en el cuidado de sus hijos enfermos y trasladar a los niños que lo necesiten 
a hospitales y dispensarios. 
El departamento de Salud y Desarrollo del Niño y del Adolescente (CAH) de la OMS, 
encargado de implementar estrategias para la investigación, trabaja de forma conjunta con 
asociados del ámbito internacional, regional y nacional, en la planificación, supervisión, 
evaluación y respaldo a las intervenciones orientadas a mejorar la salud y el desarrollo de este 
grupo poblacional (Naciones Unidas, s.f.). 
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Entre los asociados de la OMS en las estrategias para establecer parámetros de atención 
en materia de salud, a nivel regional se encuentra la Organización Panamericana de la Salud 
(OPS), organismo especializado para la salud del sistema interamericano encabezado por la 
OEA, que para el año 2009 publicó el “Manual Clínico para el aprendizaje de AIEPI en 
enfermería” (Naciones Unidas, 2009), documento en el que se establecen protocolos de Atención 
Integral Especial para la Primera Infancia. 
En el manual se establecen una serie de procedimientos que incluyen la clasificación de 
los niños desde la misma gestación y se señalan los signos y síntomas de peligro y la forma de 
clasificar los riesgos que pueden existir durante el embarazo y el parto; así mismo, se establece la 
forma de evaluar los signos para determinar la condición del niño al nacer y el tratamiento a 
seguir, según el riesgo que se presente (bajo, alto o inminente) o la forma de evaluar las 
enfermedades o infecciones que se pueden identificar al nacer, su clasificación (local o grave) y 
el tratamiento que se debe seguir (Naciones Unidas, 2009). 
Por otro lado, está establecida la forma de evaluar y clasificar los problemas de nutrición 
y el tratamiento que se debe seguir, lo mismo que la evaluación, clasificación y tratamiento de 
los problemas de desarrollo. 
Se incluye también un cuadro para verificar los antecedentes de vacunación, normas de 
estabilización antes y durante el transporte cuando haya necesidad de traslados de recién nacidos 
por riesgos y condiciones que lo ameriten; además, señalan aspectos relacionados con la cantidad 
y frecuencia con la que se deben suministrar algunos medicamentos, orienta sobre la forma de 
verificar si hay desnutrición y/o anemia y trae enseñanzas para las madres, sobre cómo tratar 
infecciones localizadas, posición y agarre para amamantar al bebé, el cuidado de su propia salud, 
etc., e indica que aquellos eventos en donde exista la posibilidad de presencia de signos de 
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maltrato o cuando se evalúe por cualquier causa, es necesario investigar si existe maltrato 
(Naciones Unidas, 2009).  
En todas y cada una las evaluaciones que se realizan, a las que se hizo mención en los 
párrafos anteriores, se indican unas pautas de observación que se deben verificar, las que ayudan 
a determinar a través de preguntas y reflexiones la forma de clasificar debidamente los riesgos, 
los problemas de nutrición o desarrollo, las enfermedades e infecciones, la posibilidad de 
maltrato, etc.  
4.3.5. Estándares universales para la atención en educación de los niños.  
En la Convención de los derechos del niño, quedaron enunciadas las directrices a cerca de 
los estándares en materia de educación; así se puede verificar del contenido (Naciones Unidas, 
1989, artículo 29): 
La educación del niño se debe encaminar a: 
a. “Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física del niño hasta el 
máximo de sus posibilidades; 
b. Inculcar al niño el respeto de los Derechos Humanos y las libertades fundamentales y de 
los principios consagrados en la Carta de las Naciones Unidas; 
c. Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su propia identidad cultural, de su idioma y 
sus valores, de los valores nacionales del país en que vive, del país de que sea originario 
y de las civilizaciones distintas de la suya; 
d. Preparar al niño para asumir una vida responsable en una sociedad libre, con espíritu de 
comprensión, paz, tolerancia, igualdad de los sexos y amistad entre todos los pueblos, 
grupos étnicos, nacionales y religiosos y personas de origen indígena; 
e. Inculcar al niño el respeto del medio ambiente natural. 
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2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo o en el artículo 28 se interpretará como una 
restricción de la libertad de los particulares y de las entidades para establecer y dirigir 
instituciones de enseñanza, a condición de que se respeten los principios enunciados en el 
párrafo 1 del presente artículo y de que la educación impartida en tales instituciones se 
ajuste a las normas mínimas que prescriba el Estado” (Naciones Unidas, 1989). 
Como se aprecia, el numeral 2 del artículo 29 de la Convención de los derechos del niño, 
señala de forma categórica la libertad de los particulares y de las entidades en dirigir sus 
instituciones, con tal que se respeten esos cinco principios que permiten el ejercicio efectivo del 
derecho a la educación de los niños y deja bajo la orientación de cada Estado, las normas 
mínimas que deben observarse en lo que tiene que ver con la atención de los niños en materia 
educativa. 
Al igual que sucede con las directrices en materia de alimentación, se propende por la 
autonomía de cada país, teniendo en cuenta su identidad cultural, su idioma, sus valores, la 
historia, entre otros aspectos; sin embargo, en el año 2000, se llevó a cabo el foro mundial sobre 
educación realizado en Dakar (Naciones Unidas, 2011); en él participaron 164 países que se 
comprometieron por buscar cómo lograr que para el 2015 se alcanzara la educación para todos 
(EPT), para lo cual se propusieron los siguientes 6 objetivos: 
Objetivo 1: a. Atención y educación de la primera infancia.  
b. Examen de las políticas. 
c. Mejora de la salud de los niños e importancia de la educación de las 
madres.  
Objetivo 2:  a. Enseñanza primaria universal.  
b. Examen de las políticas.  
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c. Afrontar el problema crítico de la deserción escolar en la enseñanza 
primaria.  
Objetivo 3:  a. Atender las necesidades de educación de los jóvenes y adultos. 
b. Examen de las políticas.  
c. Superar la marginación de los trabajadores poco cualificados en los 
países desarrollados.  
Objetivo 4: a. Mejorar los niveles de alfabetización de los adultos.  
b. Examen de las políticas. 
c. Dar un gran paso adelante en la alfabetización de los adultos  
Objetivo 5:  a. Evaluar la paridad e igualdad entre los sexos en la educación.  
b. Examen de las políticas.  
c. La gestión de las transiciones de las adolescentes en el sistema educativo 
y hacia el mundo laboral  
Objetivo 6:  a. Calidad de la educación. 
b. Examen de las políticas.  
c. Reducir las disparidades en el aprendizaje en los países pobres. 
Como se observa, la gran mayoría de los objetivos están encaminados a garantizar ET a 
los niños, niñas y jóvenes.  
En el objetivo 6 “Calidad de la educación” (Naciones Unidas, 2011, p. 95), se propuso 
“Mejorar todos los aspectos cualitativos de la educación, garantizando los parámetros más 
elevados, para conseguir resultados de aprendizaje reconocidos y mesurables... esenciales para la 
vida diaria” (Naciones Unidas, 2011, p. 95), para lo cual se construyeron “indicadores esenciales 
de la calidad de la educación y del aprovechamiento escolar” (Naciones Unidas, 2011, p. 95), en 
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los que se tienen en cuenta: la esperanza de vida escolar desde la enseñanza primaria hasta la 
superior (en años), la enseñanza preescolar, primaria y secundaria y en cada una de ellas, la 
cantidad de personal docente para el año 2008 y su evolución porcentual desde 1999 y la 
proporción alumnos/docentes durante el mismo período. 
Dentro del examen de las políticas, para mejorar la calidad de la educación, el informe 
indica que: “los gobiernos tienen que afrontar la difícil empresa de mejorar el nivel estándar de la 
enseñanza y, al mismo tiempo, velar porque los niños marginados no se queden atrás ni se les 
deje de lado” (Naciones Unidas, 2011, p. 98). En tal sentido, se recuerda que el gran compromiso 
es ampliar el acceso a la educación, que se de alta calidad y reducir las disparidades en el 
aprovechamiento escolar, tanto al interior de cada país, como de los países entre sí.  
Para reducir las disparidades, se plantearon los siguientes factores que los gobiernos 
deben tener en cuenta para reducirlas: 
Las escuelas son decisivas. Los niños llegan a las aulas arrastrando consigo las 
desventajas o ventajas inherentes a la situación de sus familias. La escuela puede atenuar esas 
desventajas, pero a veces las refuerza y las perpetúa propiciando las desigualdades en el 
aprovechamiento escolar (Naciones Unidas, 2011, p. 100). 
No basta con tratar a todos los niños igual. Para contrarrestar las desventajas con que los 
niños marginados llegan a la escuela, es necesario que ésta les preste un apoyo adicional que 
puede comprender, por ejemplo, la asignación de tiempo lectivo y recursos suplementarios 
(Naciones Unidas, 2011, p. 100). 
Las evaluaciones son esenciales. Ocurre demasiado a menudo que los docentes y los 
planificadores de los sistemas educativos carecen de la información necesaria para supervisar los 
progresos en el aprendizaje. Las evaluaciones nacionales son un componente esencial de la labor 
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encaminada a mejorar la calidad y a concebir estrategias eficaces específicamente destinadas a 
los niños vulnerables (Naciones Unidas, 2011, p. 100). 
De otro lado, señala el informe elementos que pueden tener incidencia en algunos países, 
en cuanto a factores que influyen en el aprendizaje, tales como: la cualificación de los docentes 
para hacerlos más competentes, el tiempo dedicado a la enseñanza, el absentismo de los 
profesores y el equipamiento de las escuelas. Estos son algunos de los aspectos que permitieron 
hacer un llamado a los gobiernos sobre la necesidad de hacer políticas de calidad y equidad en 
educación; teniendo en cuenta las siguientes orientaciones generales: 
a. Suministro equitativo de recursos a las escuelas para cubrir las deficiencias de 
infraestructura. 
b. Adscripción de docentes eficaces a las escuelas de niños desfavorecidos. 
c. Mejor gestión del personal docente para evitar su absentismo, lo que implica reforzar la 
autoridad de los directores. 
d. Apoyo específico con cursos de recuperación. 
e. Implementación de la enseñanza bilingüe.  
Además, se indica que hay que mejorar la información sobre la enseñanza y el aprendizaje, 
para lo cual, los gobiernos deben tener cuidado en “que las opciones en materias de políticas se 
basen en datos y elementos de información antes de aplicarse en ámbitos como la contratación, 
formación y adscripción de personal docente, o la asignación de recursos y la gestión de las 
escuelas” (Naciones Unidas, 2011, p. 108); en cuanto a este aspecto, hace mención a las 
evaluaciones, las que considera “un instrumentos que permite constituir una base de datos y 
elementos de información con vistas a mejorar los resultados del aprendizaje y reducir las 
desigualdades” (Naciones Unidas, 2011, p. 108) 
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El informe concluye diciendo que “lograr una mayor equidad en los resultados del 
aprendizaje exige elaborar políticas especialmente adaptadas a los contextos específicos 
correspondientes, que deben ir acompañadas de una distribución más equitativa…” (Naciones 
Unidas, 2011, p. 111). Dicha equidad, según el informe, se debe ver reflejada en asignación de 
maestros cualificados y recursos financieros asignados a las escuelas; a su vez, se deben 
complementar dichas políticas, con programas que permitan apoyo adicional a los estudiantes 
más pobres y vulnerables para posibilitar más su aprendizaje. 
Se puede asegurar, sin lugar a equívocos, que para que la educación de cualquier país se 
encuentre acorde con los estándares internacionales, debe verificarse en sus políticas el 
cumplimiento de los parámetros que se señalaron en los objetivos de calidad de la educación que 
quedaron consignados en la EPT y se deben ajustar teniendo en cuenta las condiciones propias 
de cada nación, incluso las políticas de orden nacional se deben amoldar teniendo en cuenta las 
condiciones de cada región, sin desconocer, que deben garantizar cobertura universal sin 
discriminación, toda vez que hace parte de los compromisos celebrados en sede mundial. 
4.4.  Doctrina y Jurisprudencia sobre la Protección Integral  
Revisada la normatividad Internacional aplicable a los NNA y los estándares en 
alimentación, salud y educación, se hace necesario conocer la influencia de notables tratadistas y 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, respecto a los DDHH de NNA; 
especialmente, en lo que tiene que ver con la doctrina que se ha venido desarrollando en torno al 
principio del interés superior del niño y su protección integral. 
4.4.1. Tratadistas que han abordado la doctrina del interés superior del niño.  
En la literatura sobre la protección de los derechos del niño y la doctrina del interés 
superior, Alessandro Baratta ha abordado el tema desde el contexto democrático, analizando el 
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sentido y relevancia que tienen las Políticas Públicas, por considerar que hay “una diferencia 
relevante, por un lado, si los niños son o no son considerados parte integrante en las relaciones 
de democracia, y por el otro, según como sean entendidas las relaciones entre los niños y los 
adultos” (2004, p. 27). 
Distingue una dimensión social y una institucional de la democracia, tal como lo 
planteara Norberto Bobbio en su libro Il futuro della democrazia, teniendo en cuenta la familia, 
la escuela y las asociaciones como parte de la sociedad civil (dimensión social); en tanto que, las 
entidades territoriales públicas y la comunidad internacional como Instituciones del Estado, 
(Baratta, 2004, p. 27), hacen parte de la dimensión institucional de la democracia.  
Igualmente, refiere a la extensión territorial para hablar de un nivel central (la nación) y 
uno global (relación internacional), de las cuales distingue “seis dimensiones de la democracia y 
seis correspondientes aspectos de las relaciones funcionales entre el contexto democrático y las 
políticas públicas”, en las cuales debe verse reflejada “la acción positiva del Estado” (Baratta, 
2004, p. 27).  
Para que tenga relevancia el postulado del interés superior del niño, Baratta hace énfasis 
en la necesidad de la acción transversal de las políticas públicas y las medidas implementadas en 
el orden internacional, tendientes a la efectiva protección de los derechos de los niños; lo que 
“exige la sinergia de todos los actores potencialmente competentes” (2004, p. 28), a través de la 
participación activa de la sociedad civil; esto representa la verdadera contribución en el proceso 
de formulación, implementación, ejecución y control de las políticas públicas, para la protección 
de los derechos de la infancia. 
Baratta (2004) comparte la distribución piramidal de las políticas públicas que plantea 
Emilio García Méndez, según lo consagrado en la Convención de los Derechos de niño, al hablar 
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de cuatro niveles que en orden ascendente corresponden a políticas sociales básicas (escuela, 
salud); de ayuda social (medidas de protección en sentido estricto); correccionales (socio 
educativas para dar respuesta a la delincuencia juvenil) y finalmente, las políticas institucionales 
referidas a la actividad administrativa, judicial y procesal de la Administración (“Derechos 
procesales fundamentales de los niños”). 
Planteadas en tal sentido la distribución de las políticas, el autor en comento, señala que 
la estrategia debe estar encaminada a “restablecer la primacía de las políticas sociales básicas, 
respetando la proporción entre estas y las otras políticas públicas previstas en la Convención” 
(Baratta, 2004, p. 29), ya que tienen una “función primaria y general”, en tanto que las demás 
son “subsidiarias y residuales”. En todo caso, considera Baratta que a los Estados parte en la 
convención y a la Comunidad Internacional, les asiste “el respeto de un estándar mínimo de las 
normas del Estado Social” (2004, p. 29). 
Se refiere Baratta al catálogo de Derechos contenidos en la Convención, como “el más 
amplio que se encuentra en vigencia hasta ahora, debido a la manera detallada y específica como 
está formulado” (2004, p.29), el cual contiene lo que él llama la “cláusula de reserva” que 
permite la prevalencia de la norma más favorable al niño, tanto en el orden interno de cada país, 
como en el plano internacional.  
Sin embargo, Baratta luego de analizar la forma en que están siendo financiadas las 
políticas públicas en un Estado Social, concluye que la doctrina del derecho constitucional 
considera los Derechos Fundamentales de prestación por el Estado – como son los derechos 
económicos, sociales y culturales – sujetos a una cláusula general de reserva concerniente a lo 
económicamente posible, que a la postre se convierte en la justificación para “la implementación 
de políticas adecuadas” (2004, p. 33).  
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No obstante, refiere Baratta que la cláusula de reserva concerniente a lo económicamente 
posible, tendría “vigencia cuando el Estado haya agotado todas sus posibilidades de cumplir su 
obligación de procurar los recursos necesarios, mediante instrumentos de la política fiscal y 
financiera” (2004, p. 33); en cuyo caso, como quiera que las variables de desarrollo económico 
son del orden mundial, pero impactan el desarrollo humano, por su complementariedad u 
oposición, lo que genera su interdependencia, se requiere de la organización y cooperación 
internacional, para tratar de controlarlas.  
Por su parte, el español Juan Daniel Oliva Martínez, aporta a la obra de García Méndez, 
su documento titulado “Bases del marco internacional de protección de la infancia. Especial 
referencia a los menores no acompañados” (2004, p 39), en el que señala que “la situación de los 
niños y los adolescentes ha mejorado considerablemente si lo comparamos con lo que acontecía 
en épocas anteriores” (2004, p 39). Considera que esto se debe al reconocimiento que la 
normatividad ha dado a los derechos de los menores de 18 años, la generación de instituciones 
internacionales especializadas para menores, la implementación de leyes internas y políticas para 
“promover la aplicación de la normatividad internacional sobre los derechos de los niños”. 
(2004, p 39) 
Por otro lado, Oliva Martínez pone de presente, que la situación de los niños exige 
adecuaciones normativas, debido a la dinámica internacional que hace necesaria la generación de 
acuerdos entre Estados; pone como ejemplo, a los menores extranjeros no acompañados que 
llegan a países humanamente muy desarrollados, por diferentes motivos (buscando protección 
por ser perseguidos, unificarse con sus familias, ser víctimas de tráfico, etc) y no cuentan con 
documentación, en algunos casos no es fácil determinar su edad y la normatividad internacional 
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no garantiza su protección especial, ya que según el autor mencionado, la Convención sobre los 
Derechos del niño, “no se ocupa directamente de los menores no acompañados”. (2004, p. 40) 
Oliva Martínez, refiere que probablemente la Convención no se ocupó del tema de los 
niños no acompañados, debido a que los flujos migratorios hacia Europa y Estados Unidos se 
intensificaron en la segunda mitad de los años 90 (después de la Convención) y, por lo tanto, con 
anterioridad este grupo poblacional no se había visibilizado ni se había considerado su especial 
vulnerabilidad, hasta que el Comité de los Derechos del Niño y otros organismos generaron “una 
cierta doctrina interpretativa a favor de estos grupos de menores” y “han expuesto la 
multiplicidad de problemas que experimentan los Estados y otros actores para conseguir que 
estos menores tengan acceso a sus derechos y puedan disfrutar de los mismos” (2004, p. 40).  
Interesado por el tema de los derechos de los inmigrantes y su protección, especialmente 
en lo que atañe a la situación de los menores inmigrantes no acompañados, Oliva Martínez 
(2004), identifica los cuatro procesos históricos de evolución de los Derechos Humanos 
(positivización, generalización, internacionalización y especificación), para centrar su atención 
en los procesos de internacionalización y de especificación (este último término apuntado por 
Norberto Bobbio en 1991), por considerar que los derechos del niño son cuestión específica de 
protección internacional, habida cuenta a su especial situación de vulnerabilidad y desprotección.  
Oliva Martínez (2004, p. 43), identifica unas características del marco jurídico 
internacional de los Derechos Humanos de los niños, al mencionar: “que se trata de un marco 
antiguo, generado a comienzos del siglo XX”; que “sus normas e instituciones no están 
complemente entrelazadas entre sí” y existe una “proliferación normativa excesiva”, que hay en 
ese marco “debilidad en todo lo relacionado con los mecanismos de garantías y control de las 
obligaciones estatales” y que “a pesar de las interpretaciones favorables del Comité de los 
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Derechos del Niño y otras instancias internacionales”,  no hay una concreta protección normativa 
para este grupo poblacional. 
Por su parte, los españoles Joaquín Martín Cubas y Margarita Soler Sánchez (2004), en el 
documento titulado “Los menores no acompañados: un reto para las políticas de inmigración en 
la unión europea” analizaron la gestión de los flujos migratorios en ese continente, las políticas 
proyectadas, los problemas de la gestión en materia de menores inmigrantes no acompañados y 
el plan de acción para su atención. Para ello, tuvieron en cuenta los cambios económicos, 
políticos y culturales  que afectan la “cohesión” social, el cambio de tendencia en el flujo 
migratorio de España, que pasó de ser un país de emigrantes a receptor de inmigrantes, lo que 
implica resolver retos y problemas. 
Con su artículo, Cubas y Soler (2004), quisieron asumir el reto de analizar las respuestas 
que la unión europea plantea para los primeros años de la década del 2010, al problema de la 
inmigración de menores no acompañados que llegaban a sus Estados miembros, por las mismas 
razones expuestas en otros apartes de este trabajo (escapar de guerras, pobreza, catástrofes 
naturales, discriminación, etc.). 
Se toma como referente el Consejo Europeo realizado en 1999 en Tampere, ciudad de 
Finlandia Central, en el que a través de un tratado se afirmó que “la libertad no debería 
considerarse dominio exclusivo de los ciudadanos de la Unión”, sino que deberían también 
beneficiarse muchas personas del mundo que llegan a sus territorios, para lo cual era necesario 
“desarrollar políticas comunes en materia de asilo e inmigración” (Cubas y Soler, 2004, p. 207), 
con el control en las fronteras, para combatir la inmigración ilegal y los delitos internacionales. 
En cuanto a la gestión de los menores inmigrantes no acompañados, los autores destacan 
las discusiones que se surtieron entre los países de la unión europea, en la que se ponía de 
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presente, que para enfrentar el problema se requería “una adecuada coordinación entre las 
políticas de todos los niveles de gobierno” y una “política clara y común para los países europeos 
desde las instituciones de la unión” (Cubas y Soler, 2004, p. 211). 
En cuanto al plan de acción para atender la problemática de los menores inmigrantes, 
Cubas y Soler precisan que se presentó a principios del año 2010, basado en el “intercambio de 
la información, la cooperación con los países de origen, la homologación de técnicas para 
evaluación de edad, el rastreo de la familia y la lucha contra la trata de seres humanos” (Cubas y 
Soler,  2004, p. 221), con tres acciones conjuntas, enmarcadas dentro del respeto de los derechos 
del niño, a saber: prevenir la inmigración de menores no acompañados en origen, la protección 
en países de origen y acogida y el retorno asistido. 
Indican los mencionados autores españoles antes citados, que el plan de acción sobre 
menores no acompañados (201-2014) fue aprobado por la Comisión Europea, sobre la base de 
tres pilares básicos: el interés superior del menor, la “presidencia” de las normas de la 
Convención de los Derechos del niño “en cualquier acción relativa a los menores no 
acompañados” (Cubas y Soler, 2004, p. 222), y mayor cohesión y cooperación de los Estados de 
la unión europea para ofrecer soluciones y respuestas eficaces y concretas.  
En lo que tiene que ver con los menores inmigrantes no acompañados en territorio 
europeo, Cubas y Soler (2004), destacan las medidas planteadas por la Comisión Europea, entre 
otros aspectos:  
Datos: en la que consideran debe haber mayor capacidad de desagregación, para que 
estos sean completos; además de tenerse en red, a través de distintas oficinas de migración, asilo 
y similares y adicionalmente, tener una evaluación anual de indicadores sobre menores no 
acompañados y análisis de riesgos. 
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Prevención: basada en la participación y “cooperación de las organizaciones de la 
sociedad civil y las organizaciones internacionales” (Cubas y Soler, 2004, p. 223)., para el 
desarrollo en ámbitos fundamentales (como la educación y la salud), actividades de 
sensibilización y formación, y la promoción de los sistemas de protección de la infancia. 
Búsqueda de soluciones duraderas: tales como el retorno y la reintegración en el país de 
origen, la concesión del estatuto de protección internacional o estatuto similar y el 
reasentamiento. 
Teniendo en cuenta las observaciones que hacen los mencionados autores, hay que 
revisar si está clasificada y consolidada la información que reposa en las entidades de Colombia, 
responsables de la protección de los Derechos Humanos de los NNA y si han servido de ayuda 
para dar solución a problemas como el fenómeno de la migración de menores extranjeros 
inmigrantes en su territorio.  
 
4.4.2. Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso de las 
niñas Yean y Bosico vs. República Dominicana (8 de septiembre del 2005)  
Con el fin de establecer el desarrollo jurisprudencial de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, respecto al interés superior del niño que consagra la Convención 
Internacional de los Derechos del niño para la protección del menor, se presenta el siguiente caso 
que resulta emblemático, porque se tiene como argumentación que ha servido de base para la 
aplicación de la doctrina del interés superior del niño. 
El 11 de julio del año 2003, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos presentó 
ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, una demanda contra la República 
Dominicana con base en el artículo 61 de la Convención Americana, buscando que la Corte 
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declarara la responsabilidad internacional del mencionado Estado, por la presunta violación de 
los Derechos Humanos de unos menores de origen haitiano (Corte IDH, 2005). 
La demanda puso de presente la transgresión de los artículos 3 (Derecho al 
Reconocimiento de la Personalidad Jurídica), 8 (Garantías Judiciales), 19 (Derechos del Niño), 
20 (Derecho a la Nacionalidad), 24 (Igualdad ante la Ley) y 25 (Protección Judicial) de la 
Convención Americana, en conexión con los artículos 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos) 
y 2 (Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno) del mismo instrumento convencional, 
en perjuicio de las niñas Dilcia Oliven Yean y Violeta Bosico Cofi (Corte IDH, 2005). 
En la Sentencia la Corte IDH (2005) puso de presente que persistían las causas de 
apatridia, que muchas veces se encuentran mezcladas con los “desplazamientos de población de 
la actualidad”. Entre las causas de apatridia, a las Niñas Yean y Bosico, hijas de madres 
dominicanas y padres haitianos, se alegó que la República Dominicana, les privó su derecho de 
nacionalidad y permanecieron apátridas por más de cuatro años y cuatro meses, por conflictos de 
las leyes de dicha nación, en materia de nacionalidad, matrimonio (particularmente en relación 
con la mujer casada), niños no-registrados y abandonados, y prácticas administrativas 
discriminatorias, entre otras.  
Ante este caso, se planteó como tesis, que el Estado violó el derecho a la integridad 
personal consagrado en el artículo 5; violó los derechos al nombre y al reconocimiento de la 
personalidad jurídica consagrados, en los artículos 3 y 18 y violó los derechos a la nacionalidad y 
a la igualdad ante la ley consagrados, en los artículos 20 y 24 de la Convención Americana 
(Corte IDH, 2005). 
Los representantes de las madres alegaron que “las acciones del Estado habían dejado a 
las niñas sin nacionalidad y las habían expuesto al peligro de una inmediata y arbitraria 
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expulsión de su país natal” (Corte IDH, 2005). Por su parte, el Estado manifestó que “nunca 
violó la ley ni negó la inscripción de nacimiento, sino que no se había cumplido con el 
procedimiento establecido en la ley”, y agregó que “tenía dudas sobre el agotamiento de los 
recursos internos” (Corte IDH, 2005).   
Respecto de la excepción relacionada con los extranjeros que se encuentran en tránsito, 
tanto la Comisión Interamericana como los representantes de las demandantes señalaron que las 
autoridades del Estado tomaron como posición, que los niños nacidos en la República 
Dominicana de ascendencia haitiana, no serían nacionales dominicanos, debido a que sus padres 
eran trabajadores haitianos migratorios y son considerados en tránsito (Corte IDH, 2005).  
Con base en los aspectos señalados y teniendo en cuenta el derecho a la nacionalidad de 
los hijos de personas migrantes en la República Dominicana la Corte consideró que:  
a) el estatus migratorio de una persona no puede ser condición para el otorgamiento de la 
nacionalidad por el Estado, ya que su calidad migratoria no puede constituir, de ninguna 
forma, una justificación para privarla del derecho a la nacionalidad ni del goce y ejercicio 
de sus derechos; b) el estatus migratorio de una persona no se trasmite a sus hijos, y c) la 
condición del nacimiento en el territorio del Estado es la única a ser demostrada para la 
adquisición de la nacionalidad, en lo que se refiere a personas que no tendrían derecho a 
otra nacionalidad, si no adquieren la del Estado en donde nacieron. (Corte IDH, 2005) 
Para el Tribunal, al Estado no le era dado aplicar en el caso de las niñas Yean y Bosico la 
excepción referente a los hijos de una persona en tránsito, ya que las madres eran dominicanas y 
las niñas nacieron en la República Dominicana, condición establecida en el artículo 11 de la 
Constitución para el otorgamiento de la nacionalidad dominicana y que al haber aplicado a las 
niñas, para obtener la nacionalidad, requisitos no exigidos para menores de 13 años, “se actuó de 
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forma arbitraria, sin criterios razonables u objetivos, y de forma contraria al interés superior del 
niño, lo que constituyó un tratamiento discriminatorio…” (Corte IDH, 2005). 
Para el Alto Tribunal, “esa condición determinó que ellas estuviesen al margen del 
ordenamiento jurídico del Estado y fuesen mantenidas como apátridas, lo que las colocó en una 
situación de extrema vulnerabilidad, en cuanto al ejercicio y goce de sus derechos.”  
4.4.3. Opinión Consultiva OC – 21 de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos.  
Al igual que la sentencia antes analizada, se presenta en seguida la Opinión Consultiva 
OC-21/14 de la Corte IDH, fechada el 19 de agosto del 2014, la cual fue solicitada por 
Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay, relacionada con los Derechos y garantías de niñas y 
niños en el contexto de la migración y/o en necesidad de protección internacional.  
En julio del 2011, Argentina, Brasil. Paraguay y Uruguay, solicitaron precisión respecto a 
las obligaciones de los Estados con relación a niñas y niños, en condición de migrantes, o a la de 
sus padres,  
a la luz de la interpretación autorizada de los artículos 1.1, 2, 4.1 5, 7, 8, 11, 17, 19, 22.7, 
y 27 de la Declaración Americana de los Derechos Humanos y los artículos 1, 6, 8, 25 y 
27 de la Declaración Americana de los Derechos y deberes del hombre y el artículo 13 de 
la Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura. (Corte IDH, 2014, p. 
3) 
Para los Estados solicitantes, era importante identificar los procedimientos que deberían 
adoptarse para identificar los riesgos para los Derechos de los niños y niñas migrantes, los 
alcances de la protección internacional y las medidas de protección que se debían adoptar, de 
acuerdo a la Declaración Americana de los Derechos del Hombre; igualmente, si los procesos 
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migratorios se deberían regir por la Convención Americana y la Declaración Americana de los 
derechos y deberes del hombre. 
De otra parte, los Estados solicitantes buscaban claridad sobre la interpretación del 
principio de última ratio en la detención como medida cautelar en la que están involucrados 
niños y niñas migrantes, cuando no se encuentran acompañados de sus padres y cuando se 
encuentran separados de ellos; además, preguntaron por las medidas de protección de los 
derechos del niño, como respuesta Estatal para evitar la restricción de la libertad “ambulatoria”; 
las garantías de debido proceso a tenerse en cuenta en procesos migratorios que involucren NNA 
cuando se les restrinja la libertad personal (Corte IDH, 2014). 
En cuanto alojamientos se preguntó por las condiciones básicas que deben cumplir y las 
obligaciones que tienen los Estados frente a los niños y niñas (solos o acompañados) que se 
encuentren en custodia estatal debido a circunstancias migratorias (Corte IDH, 2014), a la luz de 
las normas contenidas en la Convención Americana y en la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre. 
Finalmente, se preguntó por el alcance de la protección de los derechos de los niños a no 
ser separados de sus padres, cuando se presente la orden de deportación a uno o a ambos de ellos, 
teniendo en cuenta su condición migratoria (Corte IDH, 2014), a la luz de la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. 
Llama la atención el concepto de protección internacional que en su momento expuso la 
Corte en su Opinión Consultiva OC 21/2014, en la que menciona que “se entiende aquella que 
ofrece un Estado a una persona extranjera debido a que sus Derechos Humanos se ven 
amenazados o vulnerados en su país de nacionalidad o residencia habitual, y en el cual no pudo 
obtener la protección debida por no ser accesible, disponible y/o efectiva” (Corte IDH, 2014, p. 
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14), por cuanto orienta la interpretación que se debe dar en el contexto latinoamericano y la 
aplicación respecto a los niños que están fuera de su país.   
Puso de presente que, si bien la protección del Estado se encontraba vinculada 
inicialmente al estatuto de refugiado, “las diversas fuentes del derecho internacional – y en 
particular del derecho de los refugiados, del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y 
del Derecho Internacional Humanitario-, esta noción abarca también otro tipo de marcos 
normativos de protección” (Corte IDH, 2014, p. 14); lo que significa que puede comprender 
también, marcos normativos para el diseño y formulación de políticas públicas para la protección 
de menores extranjeros inmigrantes. 
En términos generales, la opinión Consultiva (2014) se inspiró en el artículo 19 de la 
Convención, que al igual que el artículo VII de la Declaración, hacen referencia a la obligación 
de adoptar medidas de protección a favor de toda niña o niño en virtud de su condición de tal, 
con un enfoque de Derechos Humanos en cuanto a políticas migratorias y de protección 
internacional, que debe irradiar sus efectos en la interpretación de todos los demás derechos.  
Para el Tribunal, se debe tomar en cuenta las características propias y la necesidad de 
propiciar el desarrollo de los menores de edad, ofreciéndoles las condiciones necesarias para que 
vivan y desarrollen sus aptitudes con pleno aprovechamiento de sus potencialidades (Corte IDH, 
2014); por lo tanto, las medidas de protección a favor de las niñas o niños deben ser más 
específicas que las que se decretan para los adultos; lo que significa que los NNA gozan de los 
mismos derechos que los adultos pero adicionalmente tienen otros derechos. 
Señaló la Corte el artículo 19 “debe entenderse como un derecho adicional, 
complementario, que el tratado establece para seres que por su desarrollo físico y emocional 
necesitan de protección especial” (Corte IDH, 2014, p. 24); aclaró el Tribunal que “la 
108 
 
Convención y la Declaración consagran un trato preferente a los niñas o niños en razón 
precisamente de su peculiar vulnerabilidad” (Corte IDH, 2014); lo cual constituye un 
instrumento adecuado para garantizar la efectiva igualdad ante la ley, pero además consagra 
obligaciones para el Estado, la sociedad y la familia, en cuanto a medidas de protección para 
todo NNA que la requiera. 
El estatuto de la niña o del niño, en concepto de la Corte, debe tener en cuenta al Estado, 
la Sociedad y la familia; y para el caso de la niña o niño migrante, se debe asegurar que los 
adultos no los “utilicen para sus propios fines migratorios y que, si ello, pese a todo, aconteciere, 
en definitiva, no resulte perjudicado” (Corte IDH, 2014, p. 25). Lo que significa que al adoptar e 
implementar políticas migratorias para menores de 18 años de edad, se deben elaborar desde la 
perspectiva de los Derechos Humanos, velando de manera particular, por su protección y 
desarrollo integral, que debe primar “sobre cualquier consideración de la nacionalidad o el 
estatus migratorio, a fin de asegurar la plena vigencia de sus derechos” (Corte IDH, 2014, p. 
107). 
Recalcó la Corte (2014), que la adopción de medidas para lograr la protección de los 
menores de edad, debe tener en cuenta cuatro principios rectores de la Convención sobre los 
Derechos del Niño que se hace necesario implementar en todo sistema de protección integral: el 
principio de no discriminación, el principio del interés superior de la niña o del niño, el principio 
de respeto al derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo, y el principio de respeto a la 
opinión de la niña o del niño en todo procedimiento que lo afecte, de modo que se garantice su 
participación.  
La Corte indicó en su opinión Consultiva OC – 21/14, que el principio de interés superior 
implica, en el contexto de la migración, que 
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cualquier política migratoria respetuosa de los Derechos Humanos, así como toda 
decisión administrativa o judicial relativa tanto a la entrada, permanencia o expulsión de 
una niña o de un niño, como a la detención, expulsión o deportación de sus progenitores 
asociada a su propia situación migratoria, debe evaluar, determinar, considerar y proteger 
de forma primordial el interés superior de la niña o del niño afectado. (Corte IDH, 2014, 
p. 26) 
Lo que implica respetar su derecho a ser oído en lo relativo a procedimientos de 
migración y asilo y tener en cuenta sus opiniones frente al tema.  
Así mismo, se debe tener en cuenta aspectos personales, tales como su condición étnica, 
condiciones de discapacidad, ser portador de VIH/SIDA, víctima de trata de personas, 
encontrarse separado de sus padres o no estar acompañado; de tal forma que, circunstancias 
como esas, son determinantes al momento de adoptarse medidas positivas adicionales y 
específicas para la protección de las niñas y niños en condición de migrantes, puesto que existiría 
“una situación de vulnerabilidad adicional” (Corte IDH, 2014, p. 26) y se debe asegurar que 
todos los menores de edad, sin excepción, puedan gozar y ejercer plenamente sus derechos en 
condiciones de igualdad.  
De otro lado, la Corte IDH (2014) señala que las niñas y niños son titulares del derecho a 
solicitar y recibir asilo, lo que incluye presentar en nombre propio solicitudes de reconocimiento 
de la condición de refugiados, estén o no acompañados, teniendo en cuenta las formas en que 
puede presentarse la persecución, como el reclutamiento, la trata, el crimen organizado 
transnacional y la violencia asociada a la actuación de grupos al margen de la ley, lo que lleva a 
la necesidad de interpretación de la definición de refugiado teniendo en cuenta la edad y el 
género. 
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En caso de asilo, la Convención Americana, determina los deberes del Estado receptor, 
que incluyen (Corte IDH, 2014): a) permitir la petición de asilo o el estatuto de refugiado por 
parte del niño, lo que indica que no pueden ser rechazados en la frontera si no hay el análisis del 
caso y la respuesta a sus peticiones garantizando el procedimiento respectivo; b) no ser devuelto 
el menor a un país en que hay riesgo de ser afectada su vida, libertad, seguridad o integridad, o a 
un país desde el cual pueda posteriormente ser devuelto al territorio donde puede quedar 
expuesto a riesgos; y c) otorgar protección internacional cuando el menor cumpla los criterios 
para gozar de ese reconocimiento y ampliarlo a los demás miembros de la familia, cumpliendo 
con el principio de unidad familiar. 
Por lo tanto, los Estados se encuentran obligados a identificar a las niñas y niños 
extranjeros que requieren de protección internacional en su territorio, ya sea como refugiado o de 
algún otro tipo, a través de una evaluación inicial con garantías de seguridad y privacidad, con el 
fin de proporcionarles el tratamiento adecuado e individualizado que sea necesario mediante la 
adopción de medidas de protección especial (Corte IDH, 2014). 
Según la Corte, las normas internacionales, en especial los artículos 19 de la Convención 
y VII de la Declaración son claras; por lo cual, las autoridades fronterizas no deben impedir el 
ingreso de niñas y niños extranjeros al territorio nacional, aun cuando se encuentren solos, ni 
exigirles documentación que pueden no tener y señala que se debe proceder a dirigirlos de forma 
inmediata ante el personal “que pueda evaluar sus necesidades de protección, desde un enfoque 
en el cual prevalezca su condición de niñas y niños” (Corte IDH, 2014, p. 33). 
Al ser una etapa inicial de identificación y evaluación, la Corte (2014) considera que el 
mecanismo procedimental que los Estados adopten, aparte de ofrecer ciertas garantías mínimas, 
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debe tener como meta, acorde a la práctica generalmente seguida, los siguientes objetivos 
prioritarios básicos:  
(i) tratamiento acorde a su condición de niña o niño y, en caso de duda sobre la edad, 
evaluación y determinación de la misma; (ii) determinación de si se trata de una niña o un 
niño no acompañado o separado; (iii) determinación de la nacionalidad de la niña o del 
niño o, en su caso, de su condición de apátrida; (iv) obtención de información sobre los 
motivos de su salida del país de origen, de su separación familiar si es el caso, de sus 
vulnerabilidades y cualquier otro elemento que evidencie o niegue su necesidad de algún 
tipo de protección internacional; y (v) adopción, en caso de ser necesario y pertinente de 
acuerdo con el interés superior de la niña o del niño, de medidas de protección especial. 
Estos datos deberían recabarse en la entrevista inicial y registrarse adecuadamente, de 
modo tal que se asegure la confidencialidad de la información. (Naciones Unidas, 2014, 
p. 34 y 35) 
El mayor riesgo de vulnerabilidad en las niñas, es reconocido por la Corte, como quiera 
que se ven más expuestas a ser víctimas de trata para explotación sexual y laboral, por lo que 
conmina a los Estados a adoptar medidas efectivas para prevenir y combatir estas prácticas, entre 
ellas, medidas de investigación y protección de víctimas y campañas de información y difusión 
(Corte IDH, 2014).  
La Corte insiste en que un trato adecuado a las víctimas o potenciales víctimas de la trata 
infantil, se asegura cuando los Estados brindan capacitaciones efectivas a los funcionarios de las 
fronteras, para que puedan dar asesoría eficaz y asistencia integral a la niña o al niño. (Corte 
IDH, 2014, p. 37); asesoría y asistencia, que significan una atención adecuada para garantizar 
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protección integral a los NNA y accionar de las Instituciones para evitar la vulneración de sus 
Derechos Humanos o velar por su restablecimiento cuando se ha presentado la vulneración. 
Se puede entender que, para el Alto Tribunal, a los Estados les asiste el deber de hacer un 
adecuado registro clasificado de personas, que incluya la identificación oportuna de niñas y niños 
que huyen del reclutamiento forzoso; igualmente, se puede considerar necesario un registro 
detallado de niños inmigrantes en cualquier condición, que se encuentren en determinado país, 
con información de su identificación, nacionalidad, condiciones familiares, circunstancias de 
acompañamiento, para así poder esclarecer en cada caso en particular, si hay que brindar asilo o 
si se requiere de protección complementaria.  
Cada intervención que se lleve a cabo en las Instituciones de un Estado receptor, requiere 
de procedimientos adecuados que, de manera individual, identifiquen el interés superior del niño 
en cada caso concreto; interés que se debe enfocar, a verificar la necesidad y pertinencia de 
medidas de protección integral que se pretendan implementar, entre las que se encuentra la 
atención en salud, de la cual hace parte nutrición, vestuario y vivienda. 
En cuanto a la Educación, el Alto Tribunal señala que se debe asegurar el pleno acceso a 
ella, en condiciones de igualdad; y que ésta y las demás obligaciones señaladas con anterioridad, 
adquieren particular relevancia tratándose de niñas o niños migrantes afectados por alguna 
discapacidad física o mental que, consecuentemente, el Estado que los recibe debe prestarle 
particular atención y proceder con la máxima diligencia.  
Cuando se trata de niñas o niños no acompañados o separados de sus familias, señala la 
Corte que lo indispensable es la actividad del Estado, para procurar la localización de los demás 
integrantes, pero verificando que las medidas se correspondan con el interés superior del niño y 
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que, de estar acorde con este, se debe proceder a la mayor brevedad a la reunificación o 
reagrupación.  
Finalmente, para la Corte la manera de cumplir con los anteriores propósitos, se logra con 
el suministro de alojamiento adecuado, asesoría e información respecto a sus derechos jurídicos, 
asistencia médica, psicológica y material, oportunidades de educación y/o capacitación y 
atendiendo a la especial situación de vulnerabilidad, facilitando la obtención de un permiso para 
permanecer en el territorio.  
4.5.  La Ley Zampa. Una Política Implementada en Italia para la Atención de Niños No 
Acompañados en Condición de Inmigrantes 
En esta parte del trabajo se abordará la Ley Zampa, que data del 7 de abril del año 2017, 
por la cual se reconoce en Italia los derechos a la protección de los menores de edad no 
acompañados, de nacionalidad diferente a la italiana, que llegan a ese país con una triple 
condición de vulnerabilidad; esto es, ser inmigrantes, tener la calidad de niño y no estar 
acompañado por un adulto que busque su protección.  
A los niños, niñas y adolescentes, desde el mismo artículo de la mencionada Ley, se le 
reconoce igual trato que los menores de nacionalidad italiana o de la Unión Europea. La Ley 
Zampa (Diario Oficial de la República Italiana, 2017, anexo 1.) aplica para los niños extranjeros 
sin ciudadanía italiana o de la Unión Europea que por diversos motivos estén en ese país, sin 
asistencia o representación de sus padres o personas adultas, pero sometidos a su jurisdicción.  
La norma hace modificaciones al Decreto legislativo de 25 de julio de 1998, n. 286, en lo 
que tiene que ver con normas de inmigración y reglas sobre la condición de extranjeros, para 
incorporar aspectos relativos a los menores extranjeros en condición de inmigrantes no 
acompañados, para lo cual señala: “Los menores no acompañados son aceptados bajo el Sistema 
114 
 
de Protección para solicitantes de asilo, refugiados y menores no extranjeros acompañados, 
según artículo 16 del Decreto Ley 30 de diciembre de 1989, n. 416, convertido, con 
modificaciones, por la Ley 28 de febrero de 1990, n. 39 en proyecto específicamente destinado a 
esta categoría de sujetos vulnerables” (Diario Oficial de la República Italiana, 2017, artículo 12, 
anexo 1).  
La norma comienza por prohibir que se niegue la entrada de niños no acompañados por 
fronteras, dada su especial condición de vulnerabilidad; incluso prevé que, a pesar de existir en la 
legislación italiana relativa a la inmigración la posibilidad de expulsión de menores de edad, 
cuando es expulsado el padre (o madre) extranjero o el fideicomisario, para seguirlo, si tal 
decisión conlleva un riesgo de daño grave para el menor, se puede omitir la expulsión de este; 
para lo cual, un cuestor hace la solicitud ante el Tribunal de menores, y este adopta la decisión en 
el término de treinta (30) días.  
En cuanto a las instalaciones de “primeros auxilios” para menores inmigrantes no 
acompañados, se han implementado las Directivas 2013/32 y 2013/33 de la Unión Europea, 
sobre reconocimiento y revocación del estado de protección internacional; para lo cual, estos 
menores son bienvenidos en las instalaciones de agencias gubernamentales creadas por decreto 
del Ministerio del Interior para ellos, buscando garantizar una acogida acorde a la edad y los 
Derechos Fundamentales del niño (Diario Oficial de la República Italiana, 2017, anexo 1). En tal 
sentido, el menor goza de los servicios de psicología, mediación cultural, la designación de un 
tutor, servicios sociales para entrevistarlo y ayuda humanitaria inmediata para lograr su mejor 
protección. 
En cuanto a la intervención diplomática, se solicita cuando hay duda sobre la edad del 
menor, para que a través de documentos como el registro, esta se pueda establecer con precisión; 
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no obstante, en casos en los que el menor ha solicitado protección internacional o cuando de la 
entrevista realizada a este, se advierta la necesidad de protección internacional, no se solicita la 
intervención de la representación diplomático – consular, previendo que se pueda derivar 
persecución; en estos casos, el juzgado de menores ordena la práctica de las pruebas necesarias 
por parte de los Servicios Sanitarios y Sociales para determinarla, de lo cual se le brinda toda la 
información al menor y las consecuencias de los resultados o la negativa a someterse a los 
exámenes. Una vez conocidos los resultados, estos son informados a la persona que ejerce 
poderes tutelares. 
En todo caso, la norma advierte sobre la necesidad de tener en cuenta que en la 
evaluación “socio – médica” se debe garantizar un entorno adecuado con enfoque 
multidisciplinar con profesionales idóneos, siempre en presencia del mediador cultural, 
empleando metodología no invasiva y dentro del respeto de la edad, el sexo, la integridad física y 
mental de la persona.  
En la Ley Zampa (Diario Oficial de la República Italiana, 2017, anexo 1), se tiene en 
cuenta a los menores no acompañados que son víctimas de la trata de personas, a quienes se les 
debe informar sobre sus derechos y procedimientos para acceder a la protección internacional, 
siempre en procura de la protección del interés superior del niño, igualmente con la presencia del 
equipo multidisciplinar y teniendo en cuenta su origen y sus antecedentes étnicos y culturales. 
En todos los casos de menores extranjeros inmigrantes no acompañados, se busca lograr 
la integración con su familia y si los hay, se prefiere otorgar la atención del menor a sus 
familiares y no la colocación en la comunidad; de lo contrario, se otorga un permiso de 
residencia o protección internacional por parte del jefe de la primera instalación de protección, 
mientras se designa un tutor. En todo caso, si no hay familiares, la Ley contempla la posibilidad 
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de la custodia familiar en hogares que hayan recibido formación como cuidadores de menores 
extranjeros no acompañados, y de haberlos, se prefiere dejarlos bajo su cuidado y no de una 
instalación de recepción.  
Igualmente, la Ley Zampa (Diario Oficial de la República Italiana, 2017, anexo 1), 
contempla la repatriación asistida y voluntaria de los menores extranjeros no acompañados, 
cuando es posible la reunificación familiar y esta corresponde con el interés superior del niño, 
caso en el cual, el Tribunal de Menores una vez ha escuchado al niño y a su tutor y analizada la 
investigación sobre la familia en el país de origen de aquel o en un tercer país, adopta la decisión. 
Adquiere la protección que reciben los menores inmigrantes no acompañados, un estatus 
Constitucional, toda vez que la ley ordena que se debe cumplir con lo dispuesto en el artículo 
117, párrafo segundo, literal m) de la Constitución, en cuanto a lo que tiene que ver con las 
condiciones mínimas de servicio y asistencia que brinden las instalaciones residenciales para 
menores de edad, las cuales deben estar autorizadas o acreditadas según la legislación nacional y 
regional, so pena de la pérdida de acreditación y la cancelación de la estructura de bienvenida del 
“sistema de protección para solicitantes de asilo, refugiados y menores extranjeros no 
acompañados” (Diario Oficial de la República Italiana, 2017, anexo 1). 
Mirando hacia la mayoría de edad de los menores extranjeros en condición de 
inmigrantes no acompañados, la Ley Zampa (Diario Oficial de la República Italiana, 2017, anexo 
1), incorpora al Sistema de protección medidas de los menores cerca a la mayoría de edad y 
medidas de integración a largo plazo, tendientes a garantizar que el permiso de residencia 
otorgue el derecho de estudiar, acceder a trabajo subordinado o autónomo; permiso que es 
sometido a Opinión positiva del Comité de menores de edad extranjeros, quien debe emitir el 
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dictamen, sin que la no expedición de dicho dictamen, sirva para legitimar la negativa a renovar 
el permiso de quedarse.  
Decisión que es tomada por el juzgado de menores quien puede disponer que la 
integración social requiere un apoyo prolongado hasta los 21 años, dirigido al éxito de los 
resultados para la autonomía del individuo. 
En cuanto a los Derechos Humanos en materia de salud se tiene establecida la inscripción 
en el servicio, por solicitud del operador o por la persona temporalmente responsable del menor, 
en cumplimiento a las disposiciones relativas a la disciplina de inmigración y normas sobre el 
estatuto de los extranjeros 
 En cuanto a la atención de la educación, desde el momento de ingreso del menor no 
acompañado en las instalaciones de recepción, las instituciones educativas de cada orden y las 
acreditas por las regiones y las provincias autónomas de Trento y Bolzano activan las medidas 
necesarias para garantizar la enseñanza obligatoria y la capacitación de menores extranjeros no 
acompañados, en el idioma italiano y en programas de aprendizaje, lo que les da derecho a 
recibir el correspondiente título o títulos de los cursos, incluso de los que han alcanzado ya 
cumplida la mayoría de edad. 
En lo que tiene que ver con el derecho a la asistencia jurídica, incorpora en el texto de las 
disposiciones legislativas y costos de la justicia, el derecho que le asiste al menor extranjero, no 
acompañado, que se vea involucrado a cualquier título en un procedimiento, a designar un 
abogado de confianza a través de su tutor o del operador del sistema judicial, a utilizar asistencia 
jurídica a cargo del Estado, para lo cual la norma autoriza expensas de 771,470 euros anuales a 
partir del año 2017 (Diario Oficial de la República Italiana, 2017, anexo 1). 
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En el artículo 17 de la Ley Zampa (Diario Oficial de la República Italiana, 2017, anexo 
1), se señalan medidas en tratándose de menores de edad extranjeros, no acompañados, que han 
sido traficados; al respecto, ordena un programa de asistencia específico que garantice 
condiciones adecuadas de acogida y asistencia psicosocial en salud y legal, con soluciones a 
largo plazo, más allá de la mayoría de edad; a la vez, que señala asistencia adecuada para la 
indemnización de daños, caso en el cual asigna gastos de 154.080 euros por año, a partir del 
2017. 
Para los niños en condición de refugiados, la Ley incorpora aspectos relacionados a su 
atención, al artículo 13 del decreto legislativo del 28 de enero del 2008, que se expidió en 
cumplimiento de la Directiva 2005/85/CE, de la Comunidad Europea, relacionada con los 
procedimientos aplicables en los Estados miembros, para el reconocimiento y revocación de la 
condición de refugiado (Diario Oficial de la República Italiana, 2017, anexo 1); el mencionado 
artículo 13 fija los criterios que son aplicables para la entrevista personal, la cual se realiza en 
sesión privada, en presencia de un miembro de la comisión territorial del lugar donde se 
encuentra el menor con formación específica, del padre que ejerce la responsabilidad (cuando el 
niño va acompañado), del tutor designado por el Tribunal de menores o la persona a cargo de la 
instalación de recepción (para los niños no acompañados) y del personal interdisciplinario. 
Además de la asistencia que se ha venido mencionando, la Ley Zampa (Diario Oficial de 
la República Italiana, 2017, anexo 1), en el artículo 19 contempla la posibilidad que 
Asociaciones inscritas en el registro, que para el efecto estableció la Presidencia del Consejo de 
Ministros en el Decreto legislativo del 28 de julio de 1998, puedan intervenir en sentencias 
relacionadas con menores extranjeros no acompañados y presentar recursos ante la jurisdicción 
administrativa para la anulación de actos ilegítimos.  
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Al final del texto de la Ley Zampa (Diario Oficial de la República Italiana, 2017, anexo 
1), Italia manifiesta su decisión de promover la cooperación internacional, para lo cual propone 
instrumentos de acuerdos bilaterales y programas de cooperación al desarrollo de los países de 
origen, tendientes a lograr que la normatividad legal internacional y nacional del sistema de 
protección infantil de extranjeros no acompañados, se armonicen entre sí, para que favorezcan el 
enfoque diferenciado necesario para garantizar la plena protección del interés superior de los 
menores de edad.  
Para buscar que se pueda garantizar al máximo tal protección, se generaron provisiones 
financieras a la ley 222 del 20 de mayo de 1985 relativa al tratamiento tributario de la 
remuneración del clero católico, para incluir la destinación de dichos recursos, a la atención de 
menores extranjeros no acompañados y estableciendo la reducción en la asignación del fondo 
especial, para destinarlo al programa “Reserva y fondos especiales” de la misión “fondos a 
distribuir” (Diario Oficial de la República Italiana, 2017, anexo 1).  
CAPÍTULO V 
Atención en Alimentación, Salud y Educación de los Menores Extranjeros en Condición de 
Inmigrantes en Colombia 2015 - 2018 
Una vez situados en el contexto teórico de los Derechos Humanos, habiendo identificado 
los organismos e instrumentos internacionales para hacerlos efectivos en los menores de edad y 
teniendo en cuenta los estándares y protocolos para su atención, se recabará en el contenido 
normativo y en las políticas públicas a nivel nacional, para verificar su aplicación y alcance 
cuantitativo en los NNA extranjeros inmigrantes en Colombia. 
5.1.  Marco Normativo para la Atención de Niños, Niñas y Adolescentes 
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Teniendo en cuenta que en la parte inicial de este trabajo se abordó el marco teórico de 
los Derechos Humanos, dentro del cual se hizo mención al análisis realizado por Norberto 
Bobbio a los conceptos de democracia y paz y el reconocimiento que el mencionado autor hace a 
las Constituciones democráticas modernas, de ser las bases para su reconocimiento y protección, 
tanto al interior de los Estados, como ante la Comunidad Internacional, brevemente se expondrán 
los contenidos orientadores de los Derechos Humanos para los menores de edad.  
5.1.1. Marco Constitucional y Derechos Fundamentales.  
La Carta Política señala que “las autoridades de la República están instituidas para 
proteger a todas las personas residentes en Colombia…. y para asegurar el cumplimiento de los 
deberes sociales del Estado…” (ANCC, 1991, artículo 2), el cual, como lo menciona en su 
artículo 5, reconoce la primacía de los derechos inalienables de la persona, sin discriminación 
alguna.  
De otra parte, fundamenta la soberanía nacional “en el respeto a la autodeterminación de 
los pueblos y en el reconocimiento de los principios del derecho internacional aceptados por 
Colombia” (ANCC, 1991, artículo 9), lo que se constituye en la base para sus relaciones 
exteriores, junto con el objetivo de la Política de integración con América Latina y el Caribe. 
La Constitución de 1991 dedica el título II a los “Derechos, las garantías y los deberes”, y 
entre los primeros dedica el capítulo 1 del citado título, a los Derechos Fundamentales, los cuales 
desarrolla en su articulado para hacer beneficiarios de dichos derechos, a todas las personas, 
entendiendo que hace relación a las personas naturales, de las que el Código Civil colombiano 
expresa que son “todos los individuos de la especie humana, cualquiera que sea su edad, sexo, 
estirpe o condición” (Bello, 1887, artículo 74); y se llega a tal conclusión, como quiera que, 
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siguiendo el análisis de Bobbio (1991), los Derechos Fundamentales están orientados al goce de 
las libertades fundamentales que le pertenecen al hombre, por la sola condición de ser hombre.   
Dentro del contenido de los Derechos Fundamentales consagrados en la Constitución 
Política de Colombia de 1991, podemos identificar los derechos consagrados en la Convención 
de los Derechos del Niño, en el artículo 44 de la Carta: “la vida (supervivencia y desarrollo), la 
integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y 
nacionalidad, tener una familia y no ser separado de ella, el cuidado y amor, la educación y 
cultura” (ANCC, 1991). Además, de los inscritos en el articulado del capítulo 1 del título II entre 
los que se observan: la prohibición de ser sometido a torturas y penas crueles, la libertad de 
pensamiento, conciencia y religión, el derecho a la intimidad, el desarrollo de la personalidad, la 
libertad de pensamiento, a salir y entrar de país, a recibir enseñanza, al debido proceso, a libertad 
de reunión y asociación, etc. (ANCC, 1991) 
En lo que tiene que ver con la seguridad social, la Carta ordena que se garantice a todos 
los habitantes y a todas las personas, su derecho irrenunciable al “acceso a los servicios de 
promoción, protección y recuperación en salud” (ANCC, 1991, artículo 49), atendiendo a los 
principios de eficiencia, universalidad y solidaridad; y establece en cabeza del Estado, la 
organización, dirección y reglamentación de la prestación de los servicios, para lo cual este debe 
señalar sus políticas y ejercer la vigilancia y control respectivo.   
En materia de educación, el artículo 67 de la Carta señala que es “un derecho de la 
persona y un servicio público que tiene una función social” (ANCC, 1991); por eso, ordena que 
se forme al colombiano en el respeto a los Derechos Humanos, a la paz y la democracia y 
enfatiza en el principio de corresponsabilidad entre la familia, la sociedad y el Estado, para que 
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sea obligatoria entre los cinco (5) y los quince (15) años, con uno (1) de pre escolar y nueve (9) 
de educación básica.  
Al igual que en el tema de la salud, le asigna al Estado la responsabilidad de regular, 
ejercer inspección y vigilar que la educación sea de calidad, cumpla con sus fines y contribuya a 
“la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos”, garantizando su cubrimiento 
adecuado con el fin de “asegurar a los menores las condiciones necesarias para su acceso y 
permanencia en el sistema educativo” (ANCC, 1991, artículo 67). 
Frente al tema en materia de relaciones exteriores, además de lo mencionado por el 
artículo 9 de la Carta Política, el artículo 93 consagra la prevalencia de los tratados y convenios 
internacionales ratificados por el Congreso de la República en los que se reconocen Derechos 
Humanos, sobre el orden interno; en tal sentido, señala que los derechos y deberes contenidos en 
ella, se deben interpretar “de conformidad con los tratados internacionales sobre Derechos 
Humanos ratificados por Colombia” (ANCC, 1991) y en seguida, el artículo establece que los 
derechos y garantías contenidos en la Constitución y en los Convenios Internacionales vigentes, 
son una enunciación que no niegan la existencia de otros que sean inherentes a la persona 
humana. 
De esta manera, se incorporaron al ordenamiento Constitucional colombiano, los 
Convenios o tratados mencionados en el numeral 3.2.2. de este trabajo, las convenciones o 
pactos indicados en el numeral 3.2.3. y los protocolos señalados en el numeral 3.2.4. que hacen 
relación con los Derechos Humanos de los niños, niñas y adolescentes y que, este estudio estima 
deben ser la estructura sobre la cual se diseñen, se formulen, se ejecuten y se evalúen las 
políticas públicas, tanto en el plano nacional, como en el internacional. 
5.1.2. Ley de infancia y adolescencia.  
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Dentro del marco de la Constitución Política de Colombia del año 1991, se promulgó la 
Ley 1098 del 8 de noviembre de 2006, “por la cual se expide el Código de la Infancia y la 
Adolescencia”, con la finalidad de “garantizar a los niños, a las niñas y a los adolescentes su 
pleno y armonioso desarrollo”, dejando sentado el reconocimiento de este grupo poblacional, “a 
la igualdad y la dignidad humana sin discriminación alguna”. Para lograr dicha finalidad, su 
objeto se encaminó, entre otros aspectos, a garantizar “sus derechos y libertades consagrados en 
los instrumentos internacionales de Derechos Humanos” (CRC, 2006, artículos 1 y 2). 
Los destinatarios del marco normativo de la Ley 1098/2006, son “todos los niños, las 
niñas y los adolescentes, nacionales o extranjeros que se encuentren en el territorio nacional” 
(CRN, 2006, artículo 4); igualmente los nacionales que se encuentren fuera del país y los que 
tienen doble nacionalidad, cuando una corresponde a la colombiana.  
Así mismo, incorpora como reglas de interpretación y aplicación, los Tratados y 
Convenios Internacionales sobre Derechos Humanos ratificados por Colombia, entre los que se 
encuentra la Convención sobre los Derechos del Niño.  
En el texto de la ley de infancia y adolescencia se encuentra desarrollado el articulado de 
la Convención, entre ellos, los principios de la protección integral, el interés superior del niño y 
la no discriminación; el desarrollo de pautas generales para la garantía de Derechos, que incluye, 
la corresponsabilidad de la Familia, la Sociedad y el Estado y las medidas para su 
restablecimiento (a los cuales están dedicados los capítulos I y II del título I).  
Las medidas para el restablecimiento de Derechos de los niños, niñas y adolescentes, son 
las que le corresponde accionar al Estado colombiano, para hacer efectivo el ejercicio de los 
derechos, que se les haya vulnerado a cualquier integrante de este grupo poblacional.   
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El Código de la infancia y la adolescencia enuncia en su artículo 20, 18 aspectos en los 
que se materializa el derecho de protección de los niños, niñas y adolescentes, dejando abierta la 
posibilidad de incluir en la lista “cualquier otro acto que amenace o vulnere sus derechos” (CRC, 
2006); a su paso, en el artículo 24 consagra el derecho a los alimentos, entendido por tales, “todo 
lo que es necesario para el desarrollo integral de los niños, niñas y adolescentes” (CRC, 2006); el 
artículo 27 otorga el derecho a la salud integral, el cual se define como “un estado de bienestar 
físico, psíquico y fisiológico y no solo ausencia de enfermedad” (CRC, 2006). 
Para lograr el cumplimiento efectivo al derecho a la salud integral, la Ley 1098 ordenó al 
Estado la creación del sistema de salud integral para la infancia y la adolescencia, el cual debería 
incluir para el año 2010, a todos los niños, niñas y adolescentes, tanto del régimen subsidiado 
como del régimen contributivo.  
En lo relativo a la variable de educación que se ha planteado abordar en este trabajo de 
investigación, el artículo 28 de la norma de la infancia y la adolescencia (CRC, 2006), señala el 
derecho a gozar de ella con calidad, teniendo en cuenta que es obligación del Estado, brindarla 
de manera gratuita en sus Instituciones por diez (1) años (1 de pre escolar y 9 de básica). 
Como se menciona atrás, en la codificación colombiana se incluyen las pautas para 
garantizar los derechos de los NNA y se establece el principio de corresponsabilidad, entre la 
familia, la sociedad y el Estado, para poder hacer efectivos dichos derechos; al respecto, en el 
artículo 39 se señalan las obligaciones de la familia, las cuales quedan enunciadas en 15 puntos, 
entre los que, para efectos de los análisis de esta investigación, se destacan los siguientes: “4. 
Inscribirlos en el registro civil de nacimiento… 7. Incluirlos en el sistema de salud y seguridad 
social desde el momento de su nacimiento…. 8. Asegurarle desde su nacimiento el acceso a la 
educación…” (CRC, 2006). 
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 A la sociedad por su parte, le corresponde dentro del principio de corresponsabilidad 
(CRC, 2006, artículo 214), conocer y respetar los derechos de los niños, brindar respuesta con 
acciones de protección ante amenazas o vulneraciones, participar en la formulación, gestión, 
evaluación, seguimiento y control de políticas públicas que tengan que ver con este grupo 
poblacional, avisar a las autoridades y denunciar los delitos que se comentan contra aquellos, 
como muestra de colaboración para la debida aplicación de las normas contenidas en la Ley de 
protección a la infancia y la adolescencia. 
Al Estado en los diferentes niveles (CRC, 2006), de forma general le corresponden 
funciones de promoción de la convivencia, garantizar los derechos y la protección diferenciada 
de los niños, niñas y adolescentes; la orientación de las políticas públicas en la materia; la 
asignación de los recursos para poder cumplir con tales políticas; el control de las actividades 
desarrolladas por las personas naturales y jurídicas dedicadas al cuidado de los niños; la 
investigación y sanción de conductas cometidas contra los menores y garantizar la protección y 
efectivo restablecimiento de derechos cuando a ello haya lugar. 
En lo que tiene que ver con los temas de alimentación, salud y educación (CRC, 2006), al 
Estado le asisten las obligaciones de garantizarles a los niños, niñas y adolescentes, acceso al 
sistema de Seguridad Social en Salud, la cual se debe hacer efectiva con la afiliación a uno de los 
regímenes que señala la Ley; así mismo, asegurar los servicios de salud y subsidio alimentario, 
establecido para NNA, en el sistema de seguridad social en salud.  
Respecto a la Educación (CRC, 2006), el Estado debe velar por la idoneidad y calidad de 
la misma, para el niño (a) desde su nacimiento, asegurando medios y condiciones para que estos 
permanezcan incluidos en el sistema educativo y puedan cumplir el ciclo completo de formación. 
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En todos los aspectos de atención de niños, niñas y adolescentes, le corresponde al 
Estado, garantizar un ambiente respetuoso de los Derechos Humanos de estas personas; para lo 
cual, debe erradicar prácticas discriminatorias o excluyentes o conductas orientadas a fomentar el 
“maltrato o el menoscabo de la dignidad o integridad física, psicológica o moral de los niños, las 
niñas y los adolescentes” (CRC, 2006, artículo 41, Nº 20). 
Es necesario tener en cuenta para esta investigación, las obligaciones a cargo del Estado 
colombiano con los niños, niñas y adolescentes, relacionadas con  
prestar especial atención a los niños, las niñas y los adolescentes que se encuentren en 
situación de riesgo, vulneración o emergencia (CRC, 2006, artículo 41, Nº 27), 
protegerlos contra situaciones que los alejen de su hogar o lugar de residencia (CRC, 
2006, artículo 41, Nº 28) y asegurar alimentos a los niños, niñas y adolescentes que se 
encuentren en procesos de protección y restablecimiento de derechos… y garantizar 
mecanismos efectivos de exigibilidad y cumplimiento de las obligaciones alimentarias 
(CRC, 2006, artículo 41, Nº 31), así mismo, como el hecho que debe “buscar y ubicar a la 
familia de origen o las personas con quienes conviva a la mayor brevedad posible cuando 
sean menores de edad no acompañados. 
Son determinantes estas obligaciones, para establecer el grado de responsabilidad que le 
corresponde al Estado, cuando no se cumplan en los NNA extranjeros inmigrantes en Colombia, 
toda vez que se debe observar el principio de no discriminación por su nacionalidad.  
El artículo 52 del Código de la Infancia y Adolescencia, consagra los aspectos que se 
deben verificar sobre “el estado de cumplimiento de cada uno de los derechos de los niños, niñas 
y los adolescentes” (CRC, 2006), entre ellos, el estado de nutrición y vacunación, la vinculación 
al sistema de salud y seguridad social, y la vinculación al sistema educativo; aspectos estos, que 
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son las variables que para efectos de este trabajo de investigación, se han buscado analizar, para 
revisar el cumplimiento por parte del Estado a los derechos de la población menor de edad 
extranjera que inmigró a Colombia durante el período 2015 al 2018. 
El Código de la Infancia y Adolescencia, consagra 5 “medidas de restablecimiento de 
derechos” (amonestación, ubicación en medio familiar, ubicación en centros de emergencia y 
adopción), dejando abierta la posibilidad de adoptar cualquier otra medida que garantice “la 
protección integral de los niños, las niñas y los adolescentes” y “el acompañamiento a la familia 
del niño, niña o adolescente que lo requiera” (CRC, 2006, artículo 53).  
En lo que tiene que ver con trámites administrativos para el restablecimiento de los 
derechos de los niños, reconocidos en tratados internacionales, en la Constitución y en la misma 
Ley, esta asigna tal tarea a los defensores y comisarios de familia e indica las competencias, 
procedimientos y formalidades del contenido de las decisiones, entre otros aspectos (CRC, 
2006).  
En lo tocante a aspectos internacionales, el Código de la Infancia y la Adolescencia 
(CRC, 2006) regula lo concerniente al permiso para la salida de menores (niños, niñas o 
adolescentes) que residen en Colombia, cuando la salida se realiza con acompañamiento; y para 
los casos en que carece de representante legal, designa en el Defensor de Familia, la función de 
otorgarla, observando las reglas establecidas en la misma Ley. 
Así mismo, remite a las disposiciones para la restitución internacional de menores de 
edad, retenidos en el exterior o en Colombia, o trasladados de forma ilícita, contenidas en la ley 
173 de 1994, que aprobó la Convención Interamericana sobre restitución internacional de 
menores. 
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5.1.3. La nacionalidad colombiana para menores extranjeros inmigrantes y el 
problema de apatridia.  
La Constitución Política de Colombia (ANC, 1991, artículo 96) establece quienes 
ostentan la nacionalidad colombiana, asignándose en primer lugar a quienes han nacido en el 
territorio  de padres colombianos o extranjeros y en un segundo plano a las personas nacidas en 
el extranjero, cuando el padre o la madre tienen nacionalidad colombiana, siempre y cuando 
obtengan su registro en una oficina consular colombiana o establezcan su domicilio en el 
territorio de Colombia; en consecuencia, para unos y otros, la nacionalidad se obtiene por 
nacimiento. 
Igualmente, se obtiene la nacionalidad colombiana por adopción, cuando el extranjero 
obtiene la carta de naturalización, además de los latinoamericanos y del caribe por nacimiento 
domiciliados en Colombia, cuando media autorización del Gobierno y se cumplan los requisitos 
en la Ley 43 de 1993, que estableció normas para adquirirla, renunciarla, perderla y recuperarla 
(CRC, 1993).  
Para adquirir la nacionalidad colombiana por adopción, la ley antes mencionada (CRC, 
1993), consagra como requisito que el extranjero haya tenido domicilio en Colombia en forma 
continua cinco (5) años antes de solicitarla; sin embargo, otorga la posibilidad de obtenerla en 2 
años, cuando se trata de extranjero casado con colombiana (o viceversa) o tenga hijos 
colombianos. 
Para el caso de los latinoamericanos y del caribe por nacimiento, se les aplica el principio 
de reciprocidad mediante tratados internacionales vigentes, para lo cual deben acreditar un año 
de domicilio, antes de presentar la solicitud. 
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En aplicación al artículo 20 del Pacto de San José de Costa Rica, en la Convención de los 
Derechos del niño y en la misma Carta Política de Colombia, el parágrafo 3 del artículo 5 de la 
Ley 43/93, señala que: “los hijos de extranjeros nacidos en territorio colombiano a los cuales 
ningún Estado les reconozca la nacionalidad, serán colombianos y no se les exigirá prueba de 
domicilio” (CRC, 1993). 
La norma indica que la prueba de la nacionalidad es el registro civil de nacimiento, para 
lo cual se requiere que la misión diplomática del país de origen, o de la nacionalidad de los 
padres (según el caso), certifique que su país no concede la nacionalidad de los padres al niño, 
entonces se originaría el caso de la apatridia.  
Teniendo en cuenta que en Colombia se presenta inmigración de diversas partes del 
mundo, tal como lo señala la información suministrada por Migración Colombia (Ver Anexo 2), 
debemos tener en cuenta que muchas veces se puede presentar el fenómeno de niños que nacen 
en Colombia, pero cuyos padres ni son latinoamericanos, ni llevan cinco años de domicilio y ni 
siquiera han obtenido la nacionalidad colombiana,  porque ingresaron de manera irregular al 
territorio y por tanto no tienen carta de naturalización. Existen también hoy supuestos de padres 
extranjeros, venezolanos, que tienen sólo PEP (Permiso Especial de Permanencia), o cédulas de 
venezolanos, o tienen sólo pasaporte. Para estos niños, la normatividad colombiana les ampara 
teniéndolos por colombianos por nacimiento, a fin de no tener que sufrir el fenómeno de la 
apatridia, en virtud de la Convención contra la apatridia y la Convención para reducir los casos 
de apatridia, que son instrumentos internacionales suscritos por Colombia. 
Teniendo en cuenta que basta con que el niño haya nacido en Colombia,  para ser 
colombiano por nacimiento y que no pueda obtener otra nacionalidad (es decir, encontrarse en 
riesgo de apatridia), es necesario ahora ocuparse de aquellos que no nacieron en el territorio 
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nacional y en su país de origen no fueron registrados y por tanto no obtuvieron su respectiva 
nacionalidad; allí es donde comienza el drama para los niños extranjeros en condición de 
inmigrantes en Colombia, como quiera que el artículo 9 de la Ley 43/93 parece estar concebida 
para mayores de edad, debido a que exige presentar, entre otros documentos: acreditar profesión, 
actividad y oficio ejercida en Colombia, documento idóneo en el que conste lugar y fecha de 
nacimiento del solicitante y fotocopia de la cédula de extranjería. 
Al hacer la lectura del artículo 17 de la Ley 43/94, encontramos que efectivamente esta 
tiene aplicación para las personas mayores de edad, quienes una vez hayan obtenido la carta de 
naturalización, pueden hacer extensiva la nacionalización colombiana a sus hijos menores de 
edad; en este caso se eleva solicitud, que debe estar suscrita “por quienes ejerzan la patria 
potestad, de conformidad con la Ley” (CRC, 1994). Una vez el menor alcance su mayoría de 
edad, puede tomar la decisión de continuar siendo colombiano, para lo cual debe prestar el 
juramento de rigor. 
Una vez revisadas las condiciones para obtener la nacionalidad de colombianos y 
sabiendo que una vez se obtiene, puede ser extendida a los hijos menores, se puede llegar a la 
conclusión de que un menor de edad extranjero en condición de inmigrante en Colombia, puede 
verse expuesto a la apatridia; la pregunta que surge entonces es ¿cuándo puede presentarse la 
condición de apatridia en un menor de edad extranjero que se encuentra en condición de 
inmigrante en Colombia? 
La respuesta a la pregunta formulada se presenta cuando los niños no fueron registrados 
en su país de origen, ingresaron de forma irregular acompañados por sus padres al territorio 
colombiano y estos fallecen aquí sin que sus cuerpos sean repatriados a su país, quedando solos 
los niños; en aquellos niños que nacieron en el extranjero pero no fueron registrados, ingresaron 
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sin documentos y sus padres están de manera irregular en el territorio colombiano; igualmente, 
se presenta en aquellos niños no registrados en su país, que ingresaron no acompañados al 
territorio colombiano y por tanto no hay quien ejerza su representación.  
A las personas que tienen la condición de apátridas, las cobijan dos mecanismos 
internacionales: la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas de 1954 y la Convención para 
reducir los casos de Apatridia, suscrita en 1961.  
En el Estatuto (Naciones Unidas, 1954), se señala un marco para la protección 
internacional de las personas apátridas, las define, ordena su naturalización por parte de los 
Estados y la obligación que tienen estos a conceder y reconocer sus derechos, los documentos de 
identidad y que les brinde el mismo trato del que goza los nacionales.  
La Convención (Naciones Unidas 1961) por su parte, crea mecanismos de identificación, 
prevención, reducción y protección a nivel mundial, de la apatridia; aspecto que se debe tener en 
cuenta, para evitar al máximo que un niño nacido en Colombia, con padres extranjeros, quede en 
tal situación, por requisitos y trámites que le impidan obtener la nacionalidad colombiana y 
tampoco la de sus padres.  
 
 
5.1.4. Jurisprudencial Constitucional colombiana.  
Al igual que la Corte Interamericana de Derecho, ha tenido que emitir pronunciamientos 
tendientes a garantizar la efectividad de los DDHH de los NNA migrantes, la Corte 
Constitucional colombiana ha proferido diversas sentencias en el tema del régimen migratorio en 
Colombia; sentencias que han sido compiladas en la sentencia de unificación SU 677/17 (CCC, 
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2017), en la que puso de presente que de los derechos civiles y garantías consagrados en la Carta 
Política, gozan en igual medida los extranjeros. 
Sin embargo, la Corte Constitucional deja claro, que “la ley podrá por razones de orden 
público, subordinar a condiciones especiales o negar el ejercicio de determinados derechos 
civiles a los extranjeros” (CCC, 2017); lo que significa que el ordenamiento normativo 
colombiano ni consagra privilegios especiales para los extranjeros, ni niega que se encuentran en 
las mismas condiciones para el goce efectivo de sus derechos.  
La jurisprudencia en comento, hace mención al derecho a la vida digna, de la cual predica 
su protección prevalente en la Carta Política, que constituye presupuesto para la titularidad de 
derechos y obligaciones y garantía para la existencia en condiciones dignas de derechos como la 
salud y la integridad física. Prerrogativas y condiciones que deben atender el principio de 
solidaridad de quienes estén en situación de vulnerabilidad. 
La Sentencia evidencia el problema respecto a la población venezolana que se encuentra 
con permanencia irregular en el territorio nacional, para quienes el sistema de salud sólo permite 
brindar atención en casos de urgencia, de conformidad con el contenido del artículo 20 de la Ley 
1122/2007, concordante con el artículo 32 de la Ley 1438/2011. Situaciones que han sido la 
justificación para no brindar atención a dicha población, hasta tanto no regulen su situación 
migratoria en Colombia (CCC, 2017). 
La situación migratoria se regula obteniendo la cédula de extranjería, que le da derecho al 
extranjero a afiliarse al SSS; que para el caso de personas que no cuentan con los recursos para 
asumir los costos particulares, deben lograr una encuesta para ser beneficiarios del Sisbén y 
posteriormente acceder al régimen subsidiado, tal como, según lo expresa la Sentencia de la 
Corte Constitucional, lo informó el Hospital Estigia del Municipio de Icaria (CCC, 2017). 
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Con respecto al caso de los menores, las entidades territoriales y las Instituciones 
Prestadoras de Salud, aplican el principio de exclusión del sistema, al identificar que los NNA 
son hijos de personas que ingresaron de forma irregular al país y que por consiguiente no están 
afiliados a ninguna EPS; dicha circunstancia se puede establecer, como quiera que la afiliación 
de menores de edad al Sistema de Seguridad Social en Salud, la deben realizar los padres, por ser 
sus representantes legales (CCC, 2017). 
En la misma sentencia SU 677/17, se observa que otra dificultad a la que se ven 
enfrentados los NNA nacidos en el territorio colombiano, que son hijos o hijas de extranjeros que 
ingresaron irregularmente al país, es la inscripción al Registro Civil de Nacimiento; en el caso 
ventilado en el citado pronunciamiento de la Corte Constitucional, la Registraduría informa que 
“la niña no  cumple con los requisitos para obtener la nacionalidad colombiana, debido a que sus 
padres no probaron su domicilio en Colombia...” (CCC, 2017); respuesta brindada, teniendo en 
cuenta lo ordenado en el Decreto 1260/1970.  
El domicilio se prueba con la visa de residente y es necesario para obtener la nacionalidad 
en caso de padres extranjeros, indicó a la Corte la Registraduría; sin embargo, no hay suficiente 
claridad en la aplicación de dicha condición y así lo demuestra el concepto que según informó la 
entidad de registro a la Corte, elevó ante el Ministerio de relaciones Exteriores, quien le precisó a 
la Registraduría que las visas con las que se prueba el nacimiento, son tipo TP3, TP4, TP5, TP7, 
TP9 y TP10 (CCC, 2017). 
La Corte resalta lo mencionado por el Ministerio de Relaciones Exteriores, quien indica 
el carácter discrecional de la naturalización por parte del Presidente de la República, de acuerdo 
con el artículo 4 de la Ley 43 de 1993 y que dicha Cartera tiene competencia para conceptuar 
sobre solicitudes de nacionalidad por adopción, más no para conceptuar acerca de cómo 
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adquirirla por nacimiento, ni para resolver sobre la inscripción por nacimiento dentro del 
territorio nacional (CCC, 2017). 
En la Sentencia de Unificación 677 del año 2017, la Corte evoca los análisis respecto a la 
doctrina de protección de la niñez, que quedó consignada en las sentencias T-955 del 2013 y T-
544 del 2017; igualmente, retoma el principio del interés superior del niño y los argumentos 
planteados en pronunciamientos anteriores, como las sentencias T-510 del 2003 y T-512 del 
2017, donde recalca el reconocimiento de los NNA como sujeto de derechos, consagrado en la 
Convención Internacional sobre Derechos del Niño (CCC, 2017). 
Igualmente, en la Sentencia que se viene analizando, se evidencia una clasificación 
propuesta en la Sentencia T-510 del 2003, sobre los estándares en que opera el interés superior 
de los NNA, en estándares de satisfacción fáctica y estándares de satisfacción jurídica, en los que 
se debe analizar “las circunstancias específicas del caso” (estándares de satisfacción fáctica) y 
“los parámetros y criterios establecidos por el ordenamiento jurídico para promover el bienestar 
infantil” (estándares de satisfacción jurídica (CCC, 2017). 
La decisión de la Corte Constitucional fue contundente al advertir a la entidad de salud 
accionada “dar estricto cumplimiento a las reglas jurisprudenciales …. en lo relacionado con la 
atención básica y de urgencias a los extranjeros” y a la Registraduría Nacional de Estado Civil y 
a la Municipal accionada, la prohibición de retrasar o denegar el registro de niños que hayan 
nacido en suelo de Colombia, cuyos padres sean extranjeros (CCC, 2017). 
5.2.  Políticas Públicas para la Atención de Niños, Niñas y Adolescentes 2015 -2018 
La Carta Política colombiana de 1991, adoptó el sistema de Estado Social de Derecho, el 
cual propende por generar condiciones jurídicas, políticas y económicas, tendientes a lograr el 
respeto de la dignidad humana y a garantizar la efectividad de los derechos y deberes; para ello, 
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debe facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y proteger a todas las 
personas que tienen su residencia en Colombia, entre otros aspectos, en el ejercicio de sus 
derechos, reconociendo la primacía de los derechos inalienables de la persona. 
Para hacer efectiva la participación de todos en las decisiones que los afectan, la 
Constitución ordena en su artículo 339 que haya un Plan Nacional de Desarrollo, el cual debe 
contener una parte general en la que se señalen “los propósitos y objetivos nacionales de largo 
plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a mediano plazo y las estrategias y 
orientaciones generales de la política económica, social y ambiental que serán adoptadas por el 
Gobierno” (ANCC, 1991). 
El Código de la Infancia y Adolescencia del año 2006, dedica el capítulo I del libro II al 
“Sistema Nacional de Bienestar Familiar y Políticas Públicas de Infancia y Adolescencia”, las 
cuales define en el artículo 201, como “el conjunto de acciones que adelanta el Estado, con la 
participación de la sociedad y de la familia, para garantizar la protección integral de los niños, las 
niñas y los adolescentes” (CRC, 2006); indica además que se ejecutan con su formulación, 
implementación y con la evaluación y seguimiento de los planes, programas, proyectos y 
estrategias. 
Como consecuencia de lo anterior, se puede afirmar que las políticas públicas sobre 
menores de edad a las que se refiere el Código de la Infancia y la Adolescencia, se constituían 
desde el año 2006 en el instrumento para materializar sus derechos a los menores en Colombia; 
sin embargo, según la Política Nacional de Infancia y Adolescencia 2018 – 2030, es entre el 
2010 y el 2018 que existe un cambio en los procesos de formulación, implementación y 
evaluación de las políticas públicas, el cual se produjo con la estrategia para la atención a la 
Primera Infancia “De Cero a Siempre” (Gobierno de Colombia, 2018). 
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5.2.1. Política pública para el desarrollo integral de la primera infancia de cero a 
siempre.  
Estrategia presentada por el Gobierno Nacional en el año 2011, para cumplir con la 
atención integral a la primera infancia (niños de 0 a 5 años), con el fin de mejorar las condiciones 
de vida de este segmento de la población, especialmente los que se encontraban en condiciones 
de pobreza extrema. 
Con la Ley 1753 de 2015, por la cual se expidió el Plan Nacional de Desarrollo 2014-
2018 “Todos por un nuevo país” (CRC, 2015), se fijó desarrollar una política nacional para la 
infancia y la adolescencia en armonía con los avances técnicos y de gestión de la estrategia “De 
Cero a Siempre” y posteriormente se consolidó como política de Estado para el desarrollo 
integral de la primera infancia (CRC,2016), mediante la Ley 1804 del 24 de agosto del 2016.  
La política de cero a siempre, está propuesta como un conjunto de normas, procesos, 
valores, estructuras, roles institucionales y acciones estratégicas en cabeza del Gobierno, para 
garantizar el goce de los derechos de la mujer en estado de gestación y a los niños de cero a seis 
años; para ello se cimienta en los 10 principios contenidos en la Convención de los Derechos del 
Niño, resaltando especialmente, el reconocimiento de sus derechos, la no discriminación, su 
protección especial de la libertad, el respeto a la dignidad humana y por sobre todo, el interés 
superior del niño (MinSalud, s.f.). 
La doctrina de la Protección Integral, es el marco que la Ley 1804 toma como 
fundamento para diseñar las Políticas de Estado “para el Desarrollo Integral de la Primera 
Infancia de Cero a Siempre, en tanto reconoce a los niños y a las niñas en primera infancia como 
sujetos de derechos” (CRC, 2016, artículo 3) y para ello presenta definiciones “propias de la 
primera infancia y conceptos relativos a la gestión de la política” (CRC, 2016, artículo 4). 
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Las primeras apuntan a estructurar la identidad y autonomía del niño, buscando potenciar 
sus capacidades y cualidades y las segundas, señalan acciones intersectoriales con contenidos de 
carácter técnico, político, programático, financiero y social en los diferentes niveles del Estado, 
para garantizar la atención integral de los niños y las niñas destinatarios de la política. 
Para alcanzar el logro de estructurar la identidad y autonomía del niño, la política señala 
que se requieren condiciones y estados que se materializan, entre otros aspectos, con los más 
altos niveles de salud posibles, el goce y mantenimiento de un estado nutricional adecuado, el 
derecho a educación inicial, el crecimiento en entornos que favorezcan su desarrollo y la 
construcción de su identidad en un marco de diversidad. 
La política establece una Ruta Integral de Atención (RIA), para ordenar la gestión de la 
atención articulada en el territorio, señala que se debe implementar un conjunto de acciones que 
promuevan en la familia hábitos alimentarios y estilos de vida saludables para lograr seguridad 
alimentaria y nutrición adecuada para los niños y niñas (CRC, 2016). Igualmente, señala 
prioridades de atención en su ejecución e implementación, teniendo como consideraciones, 
aspectos relativos a la diversidad cultural, étnica, afectaciones transitorias y la prioridad de 
atención ante estados de vulnerabilidad. 
Para lograr un trabajo articulado y sinérgico, se diseñó el proceso de gestión intersectorial 
para la atención integral, conformado por sectores estatales del orden nacional como: educación, 
salud, cultura, recreación, bienestar, deportes y planeación, entre otros, el cual involucra actores 
de la sociedad, como la familia, la academia, la empresa privada, etc., con el fin de lograr 
atención integral para mujeres en estado de gestación, niños y niñas de primera infancia, 
partiendo de lo que ellos requieren. 
5.2.2. Política de juventud.  
138 
 
Con la ley 1622 del 2013, modificada por la ley 1885 del 2018, se expidió el estatuto de 
la ciudadanía juvenil, destinada a las personas de edades comprendidas entre los 14 y 28 años; en 
el título III define la política de juventud, al señalar que, por tal, “debe entenderse el proceso 
permanente de articulación y desarrollo de principios, acciones y estrategias que orientan la 
actividad del Estado y de la sociedad para la promoción, protección y realización de los derechos 
de las y los jóvenes” (CRC, 2013, artículo 11) y ordenó la formulación e incorporación de 
políticas de juventud en todos los niveles territoriales. 
La ley estatutaria 1622 señaló como lineamientos a tener en cuenta en la formulación de 
las políticas de juventud, “la protección y garantía para el ejercicio y disfrute de los derechos de 
la juventud” (CRC, 2013, artículo 13), enmarcadas dentro de los principios de inclusión, 
participación, corresponsabilidad, integralidad, proyección, territorialidad, complementariedad, 
descentralización, evaluación y difusión. Además, la norma tiene en cuenta al joven, al señalar 
que estos “participarán activamente en el proceso de construcción de las políticas públicas a 
nivel local, departamental y nacional” (CRC, 2013, artículo 15) y en su control.  
En cuanto a las competencias de la nación, la ley señala, entre otras, la de orientar, 
coordinar y ejecutar políticas para el fortalecimiento de la democracia y la garantía de los 
Derechos Humanos, que permitan acceso con calidad a la oferta institucional, a cualificar con 
enfoque diferencial a los jóvenes en situación de desplazamiento forzado y liderar alianzas con 
entidades y organismos nacionales e internacionales. 
En el estatuto se creó toda una estructura organizacional en los diferentes niveles, 
compuesta por el Sistema Nacional de las Juventudes, los subsistemas de juventudes y los 
consejos de juventudes, asignándole a cada uno de ellos sus funciones; igualmente, se señaló la 
conformación de cada uno de estos órganos y la forma de elegir a sus integrantes. 
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Adicionalmente, se crearon plataformas de juventudes del orden nacional, departamental, 
distrital y municipal, con sus respectivas funciones, la conformación y forma de elección y 
demás aspectos relativos a generar la participación de los y las jóvenes. 
En lo que tiene que ver con el plano internacional, la Ley estatutaria 1622 del 2013, 
asignó a la institución del gobierno nacional encargada de la cooperación internacional, el 
fortalecimiento de objetivos acordados en el ámbito internacional, orientando recursos para 
fortalecer los programas y proyectos dirigidos a la juventud en materia de educación, salud y 
empleo, entre otros (CRC, 2013). 
Gracias a que en los últimos años se ha avanzado en la construcción de un marco 
institucional de los Derechos Humanos de los niños, niñas y adolescentes y en el ejercicio de la 
ciudadanía juvenil para estos últimos, se puede observar que se están consolidando instrumentos 
políticos con el objetivo de garantizar el goce efectivo de los derechos de este segmento de la 
población, los cuales incluyen medidas de promoción, prevención y protección para personas 
menores de edad, e incluso para que sigan gozando de ellos después de haber alcanzado la 
mayoría de edad, pues como se ha señalado, el estatuto de la ciudadanía juvenil, aplica hasta los 
28 años. 
Como complemento a las políticas públicas, a nivel estratégico en el país existen los 
planes sectoriales como el Plan Decenal de Educación 2016-2026 y el Plan Decenal de Salud 
Pública 2012-2021 que generan acuerdos sobre aquellos asuntos de interés para el desarrollo a 
mediano y largo plazo, que priorizan poblaciones y situaciones en la agenda pública, contando 
con la participación, movilización social e implementación de acciones.  
Además, están las Mesas de Primera Infancia, Infancia, Adolescencia y Familia que son 
las instancias técnicas que amplían y profundizan sobre la forma de abordar integralmente los 
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derechos de los niños, niña y adolescentes y facilitan la articulación y coordinación con el 
Sistema Nacional de Bienestar Familiar (SNBF) (Decreto 936 del 2013). 
Teniendo en cuenta que los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) establecen 
prioridades sobre las que se debe trabajar para ser cumplidas en el año 2030, en lo que respecta a 
la infancia y la adolescencia en Colombia, el CONPES 3918 del 15 de marzo del 2018 estableció 
metas e indicadores que hacen énfasis en: superar la pobreza que afecta a las niñas, niños y 
adolescentes, poner fin a todas las formas de malnutrición mediante la seguridad alimentaria y 
garantizar educación inclusiva, equitativa y de calidad (DNP, 2018).  
A finales del año 2018, el Gobierno Nacional presentó la Política Nacional de Infancia y 
Adolescencia 2018 - 2030, cuya finalidad es “Contribuir al desarrollo integral de las niñas, niños 
y adolescentes en el territorio nacional” (Gobierno de Colombia, p. 29).  
Según el documento presentado por el Gobierno Nacional, en la construcción de la 
Política Nacional de Infancia y Adolescencia hubo un amplio proceso participativo con 
conversaciones y movilización desde el 2015, tiempo durante el cual se llevaron a cabo  
128 encuentros de diálogo y socialización en los 32 departamentos del país, con los 
agentes e instancias del Sistema Nacional de Bienestar Familiar (SNBF), representantes 
de la sociedad civil, 924 niños y niñas, 1.030 adolescentes y 874 adultos de grupos 
familiares, a los que se sumaron 3.936 niños, niñas y adolescentes en la consulta virtual. 
(DNP, 2018, p. 7). 
Como principios orientadores, retoma los contenidos en la Convención sobre los 
Derechos del niño: art. 2 (no discriminación), art. 3 (interés superior del niño), art. 6 (la vida y la 
garantía máxima de desarrollo y supervivencia) y el art. 12 (derecho a la participación y a ser 
escuchado); principios que reafirman el fundamento ético de la dignidad humana de los menores 
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de edad y de los cuales hacen parte los contenidos en la ley 1098/2006 (Código de la Infancia y 
Adolescencia), dentro del enfoque de los Derechos Humanos y la doctrina de la protección 
integral. 
Como parte temática de la política 2018 – 2030, se incluyó el problema de la migración, 
que anteriormente no tenía mayor incidencia en las políticas públicas, pero que hoy en día se 
requiere considerar, teniendo en cuenta la recepción de poblaciones migrantes, básicamente 
migración forzada que viene de Venezuela, que incluyen NNA.  
El documento contentivo de la Política Nacional de Infancia y Adolescencia 2018-2030, 
hace especial mención a “las niñas, niños y adolescentes que habitan en las zonas de frontera y 
que han migrado a Colombia producto de situaciones sociales y políticas en sus países”. (DNP, 
2018, p. 23) 
Se destaca el registro del ingreso de 118.709 niños, niñas y adolescentes de Venezuela, de 
quienes se reconoce que “están en riesgo permanente de que sus derechos sean amenazados, 
inobservados o vulnerados” (DNP, 2018, p. 23) dicha información, fue recolectada durante el 
período comprendido entre el 6 de abril y el 8 de junio del 2018. 
Según la información, que fue suministrada por el Registro Administrativo de Migrantes 
Venezolanos (DNP, 2018, p. 23), del número de menores reportados, 50.729 corresponden a 
niño de 0 a 5 años, 37.841 a niños entre 6 y 11 años y 30.139 son menores entre 12 y 17 año. 
En el análisis realizado al tema de la inmigración de NNA, según la Política para la 
Infancia y la Adolescencia, presentada por el Gobierno Nacional, se reconocen las limitaciones 
de la información sistematizada existente; sin embargo, se toman en cuenta fuentes oficiales de 
información con corte al 2016, por ser la información más actualizada, en la cual se tienen datos 
por edad, género, etnia y territorio; adicionalmente, se señala que se acudió a la “información 
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cualitativa derivada del análisis de la revisión documental e investigaciones en la materia”. 
(DNP, 2018, p. 23) 
No obstante haberse presentado una Política para la Infancia y la Juventud con 
proyección al 2030, en cuanto al tema del problema de menores inmigrantes no se establece de 
manera puntual su tratamiento, limitándose a señalar que la identidad de los niños, niñas y 
adolescentes, se construye en un marco de diversidad, entre otros aspectos, a partir de la 
ubicación geográfica, tal como pertenecer a territorios ancestrales de las comunidades indígenas 
que viven en zonas rurales y de frontera.  
5.3. Estándares para la Atención Básica de los Niños, Niñas y Adolescentes en Colombia 
Se avanzará enseguida, en la revisión de los estándares colombianos para la atención en 
alimentación, salud y educación para menores de edad, para contrastarlos con los estándares 
internacionales, de los cuales pudimos observar que respetan la autonomía regional, teniendo en 
cuenta aspectos culturales; sin embargo, se deben observar las recomendaciones hechas por los 
organismos a nivel mundial, para conocer de cada una de ellas, toda vez que son el resultado de 
esfuerzos financieros y científicos, que han contribuido a identificar buenas prácticas y 
resultados satisfactorios obtenidos, para ser replicados o servir de parámetros internacionales. 
5.3.1. Estándares alimentarios.  
Como se vio con anterioridad, el derecho a la alimentación se encuentra consagrado en el 
artículo 44 de la Carta Política colombiana, como un derecho fundamental de los niños; sin 
embargo, no es a partir de la Constitución de 1991, cuando ha existido preocupación por la 
condición alimentaria de los niños en Colombia.  
Mediante Ley 75 del 30 de diciembre de 1968 se creó el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, al cual se incorporó como Dirección de Nutrición el Instituto Nacional de 
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Nutrición (INN), quien ya había realizado los primeros estudios en nutrición en Colombia y 
había elaborado la tabla de composición de alimentos colombianos que fue publicada en 1950 
(Velásquez, Andrade, Daza, Camargo, Loaiza, 2016); este continuó con el desarrollo de los 
programas de nutrición y alimentación bajo la orientación y responsabilidad del primero, hasta 
que mediante la Ley 1450 del 2011 “Plan Nacional de Desarrollo, 2010- 2014”, se hace el 
traslado del PAE del ICBF al Ministerio de Educación Nacional (Velásquez, Andrade, Daza, 
Camargo, Loaiza, 2016, p. 8). 
El PAE, que surgió en 1936 como Política de Alimentación Escolar, es uno de los más 
antiguos en América Latina, que ahora se conoce como un Programa, el Ministerio de Educación 
lo define como “una estrategia estatal que promueve el acceso con permanencia de los niños, 
niñas, adolescentes y jóvenes en el sistema educativo oficial a través de un complemento 
alimentario durante la jornada escolar” (Ver Anexo 5), con el fin de mantener buen nivel de 
atención que impacte positivamente en el proceso de aprendizaje y el desarrollo cognitivo para 
reducir el ausentismo, la deserción escolar y fomentar una vida saludable. 
Como se vio en el capítulo 3.3.3, del presente trabajo, sobre los estándares universales 
para la atención en alimentación de los niños, la FAO y la OMS, son los organismos 
internacionales encargados de mantener información actualizada sobre la composición 
nutricional de los alimentos de cada país; esta tarea la realiza a través de la Red Internacional de 
Sistemas de Datos sobre Alimentos, que por sus siglas en inglés se conoce como INFOOD, a la 
cual pertenece la Subregión de Chile, encargada del tema de la determinación de alimentos para 
América del Sur, de la cual hace parte Colombia.  
Según indica el trabajo de actualización de la Tabla de composición de alimentos 
colombianos (TCAC), adelantado por el ICBF en asociación con la Universidad Nacional de 
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Colombia (ICBF, 2015); la continua revisión de esta tabla, es la herramienta fundamental, entre 
otros aspectos, para las políticas de alimentación y nutrición, la valoración de la ingesta y la 
necesidad de nutrientes para la población, la formulación de programas de fortificación de 
alimentos y la planeación de menús y meriendas escolares. 
El estudio para la actualización de la TCAC en el año 2015, indica que se “validó la 
información existente en la última edición” (ICBF, 2015, p. 10), (haciendo referencia a la 
realizada en el año 2005), teniendo en cuenta, además, información sobre la “composición 
química de alimentos provenientes de investigaciones realizadas por instituciones 
gubernamentales, académicas y de la industria” (ICBF, 2015, p. 11), y datos de tablas de 
composición de alimentos de otros países, concretamente latinoamericanos.  
Se pudo observar en el informe, que las fuentes de información no desestiman los 
trabajos hechos de vieja data, tales como:  
a. Ajustes de los valores de proteínas, carbohidratos y calorías consignados en las TCAC de 
los años 1953, 1978 y 2005. 
b. Información del Instituto de Nutrición de Centroamérica y Panamá (INCAP). 
c. Manual de agricultura N° 8 de la FAO. 
En el informe se dice que una vez evaluada la información, se establecieron criterios de 
exclusión de alimentos, teniendo en cuenta aspectos como: información desconocida, 
formulaciones modificadas, alimentos retirados del mercado, preparaciones de las que no se sabe 
la proporción de ingredientes, etc., dejando como resultado, un total de 112 alimentos excluidos. 
Además, señala que se realizó un proceso de reubicación de alimentos “teniendo en cuenta la 
estructura propuestas por la FAO e INFOOD, ajustada por el grupo técnico de la Universidad 
Nacional de Colombia y por ICBF” (ICBF, 2015, p. 14). 
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Como se estudió anteriormente en el capítulo 3.3.3. de este trabajo, el concepto de la 
OMS indica que las directrices nutricionales basadas en alimentos, deben igualmente soportarse 
en estudios científicos, atendiendo a las realidades de cada país y planteando metas que se 
puedan alcanzar a lo largo del tiempo; igualmente, se deben adoptar con un enfoque amplio, 
teniendo en cuenta la información sociológica y técnica necesaria, que se vea reflejada en un 
plan nacional de acción ajustado al contexto cultural colombiano.  
5.3.2. Estándares en educación.  
El Ministerio de Educación Nacional, es la entidad cabeza del sector educativo en 
Colombia y tiene como misión “liderar la formulación, implementación y evaluación de políticas 
públicas educativas”, para garantizar el derecho a la educación y de la operación del sistema con 
criterios de calidad; para ello, el Decreto Único Reglamentario del Sector Educación 
(1075/2015), el cual compiló normas nacionales en materia de educación, señaló como objetivos 
del Ministerio: “diseñar estándares que definan el nivel fundamental de calidad de la educación 
que garantice la formación de las personas en convivencia pacífica, participación y 
responsabilidad democrática” (Decreto 1075, 2015, artículo 1.1.1.1, Nº 2). 
Igualmente, al MEN le corresponde “garantizar y promover, por parte del Estado, a través 
de políticas públicas, el derecho y el acceso a un sistema educativo público sostenible que 
asegure la calidad y pertinencia en condiciones de inclusión, así como la permanencia en el 
mismo” (Decreto 1075, 2015, art. 1.1.1.1, Nº 3); actividad que debe cumplirse, desde la primera 
infancia hasta la educación superior.  
En el año 2015 el Ministerio de Educación presentó un marco estratégico de educación 
para el período 2015 - 2025, con miras a “lograr que Colombia sea el país más educado de 
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América Latina” (MEN, 2015, p.  6). Para lograr su propósito para el 2025, se establecieron 
como objetivos estratégicos: 
a. Mejorar los resultados en lenguajes, ciencias, y matemáticas, medidos por pruebas 
estandarizadas (saber y pisa) 
b. Aumentar la cobertura de programas y universidades de alta calidad. 
Y como metas trazadoras para el PND 2014 – 2018, se mencionan: 
a. El 45% de colegios oficiales en las categorías A+, A Y B en las pruebas saber 11. 
b. 8% de estudiantes del sector oficial en nivel B1 o superior de inglés del marco común 
europeo. 
c. 30% de estudiantes con jornada única. 
d. 83% como tasa de cobertura en educación media. 
En lo que tiene que ver con los NNA, se planteó como iniciativa el incremento de la 
cobertura y la calidad en la educación preescolar, básica y media; para ello, se implementaron los 
programas: educación inicial – primera infancia; calidad PBM; cobertura, equidad y permanencia 
PBM y los subprogramas: infraestructura educativa y Alimentación escolar. (MEN, 2015, p. 8) 
El Decreto 1075/2015 dedicó la parte 3 a la “Reglamentación de la Educación Preescolar, 
Básica y Media”, en la cual se determinan condiciones para la prestación de los servicios por 
parte de entidades públicas y privadas y las modalidades de contratos para la administración del 
servicio educativo; igualmente, se señala la forma de administrar los recursos del sistema general 
de participaciones (SGP) y hace mención a la gratuidad en la educación en las instituciones 
educativas del Estado, desde preescolar hasta media. 
El tema de la calidad en la prestación del servicio educativo, en aspectos pedagógicos, es 
abordado de igual forma en el Decreto 1075/2015, buscando “favorecer la calidad, continuidad y 
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universalidad del servicio público de la educación” (2015, art. 2.3.3.1.1.1.), señalando como 
responsables del proceso educativo de los menores al Estado, la Sociedad y la familia.  
La norma indica que: “Todos los residentes en el país sin discriminación alguna, recibirán como 
mínimo un año de educación preescolar y nueve años de educación básica” (Decreto 1075, 2015, 
art. 2.3.3.1.2.3.), que pueden cursar en establecimientos públicos, privados, comunitarios, 
cooperativos, solidario o sin ánimo de lucro.  
En cuanto a la forma de alcanzar los fines de la educación, el Decreto Único 
Reglamentario del Sector Educación (Decreto 1075, 2015), incorpora el Proyecto Educativo 
Institucional (PEI) que marca el derrotero en las escuelas y colegios; en él se especifican 
aspectos tales como: principios y fines del establecimiento educativo, recursos docentes y 
didácticos disponibles y necesarios, estrategias pedagógicas, etc. El PEI debe ser elaborado con 
participación de la comunidad educativa (directivas, profesores, padres de familia y estudiantes). 
Se establece en la norma a la que se ha venido haciendo referencia, las orientaciones 
curriculares, diseñadas en áreas del conocimiento, tal como se encuentran contenidas en la Ley 
115 de 1994, referente al currículo y plan de estudios, entendidos como “conjunto de criterios, 
planes de estudio, programas, metodologías, y procesos que contribuyen a la formación integral 
y a la construcción de identidad cultural, regional y local” (CRC, 1994, artículo 76), los cuales 
son elaborados con la autonomía de la que gozan las instituciones de educación, para organizar 
las áreas fundamentales de conocimiento definidas para cada nivel. Para ello, deben establecer el 
plan de estudios particular en el que se determinen los objetivos, la metodología, la distribución 
del tiempo y los criterios de evaluación y administración. 
Es preciso afirmar entonces, que en Colombia los estándares en educación para menores 
se ajustan a criterios internacionales, dada la autonomía que desde ese plano ha venido 
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descendiendo hasta llegar de forma particular a los centros de educación, que de manera 
autónoma implementan su PEI, atendiendo las particulares condiciones culturales y regionales; 
proyectos que deben estar fundamentados en principios de orden legal y reglamentario, según las 
políticas trazadas por el Gobierno de Colombia y siguiendo los lineamientos definidos por el 
Ministerio de Educación Nacional. 
Los lineamientos que ha venido definiendo el MEN como estándares, se han elaborado 
como producto del trabajo interinstitucional entre este y las facultades de educación, en el cual 
han participado maestros de educación básica y media, investigadores, asociaciones y 
organizaciones académicas y científicas y de los cuales se han obtenido estándares básicos de 
competencias en lenguaje (incluida la lengua extranjera), matemáticas, ciencias sociales y 
naturales y estándares en competencias ciudadanas (MEN, 2006)  
 
5.3.3. Estándares en salud.  
La atención en salud en Colombia, está a cargo del Ministerio de salud, entidad que en el 
año 2014 dio a conocer el documento titulado “Lineamiento para la implementación de la 
Atención Integral en Salud a la primera infancia, infancia y adolescencia” (MinSalud, 2014, p. 
13), en el cual expone sobre los derechos a la vida, la salud y la alimentación de gestantes, niñas 
y niños; desde allí se enfoca, a determinar las prioridades para la Atención Integral en salud y 
define el marco operativo con líneas, estrategias, procesos, acciones y responsables de la 
implementación, según las competencias.  
En el informe se hace un análisis de la situación de los niños, niñas y adolescentes, 
aunque no se hace alusión a su condición migratoria, tomando como cifras la Encuesta Nacional 
de Calidad de Vida 2012 del DANE, que registran los siguientes datos a nivel nacional: primera 
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infancia 5’162.488 niños y niñas; infancia (entre 6 y 11 años) 5’120.430 niñas y niños; 
adolescentes 5’210.099. Toma en cuenta aspectos como: niños y niñas menores de 15 años que 
viven con ambos padres (56%), niños y niña de 15 años que solo viven con la madre (32%), 
niños y niñas menores de 15 años que viven con el padre (3%), niños y niñas menores de 15 años 
que no viven con sus padres (7%), de aquellos que viven sólo con la madre o sólo con el padre, 
el 90% tienen el padre o la madre viva, 4% de menores de 15 años eran huérfanos, etc. 
(MinSalud, 2014, p. 17). 
Así mismo, el documento presenta, entre otros aspectos, los indicadores de mortalidad 
infantil, el porcentaje por edades de la afiliación al SGSSS y el seguimiento sobre alimentación 
complementaria, comparando las cifras del año 2005, con respecto a las cifras del año 2010; no 
obstante, la información contenida en el documento, no establece si dentro del número de niños, 
niñas y adolescentes, se incluía a menores extranjeros inmigrantes; se podría pensar que, para ese 
momento la inmigración de niños en el territorio Nacional, no tenía la connotación de problema 
y por lo tanto no se veía la necesidad de clasificar la información sobre la atención en salud, 
teniendo en cuenta la nacionalidad de la población infantil que se atendía. 
En el trabajo presentado por el Ministerio (2014), se hace el análisis de la calidad y 
humanización de la atención, teniendo en cuenta como atributos de calidad la accesibilidad, la 
oportunidad, la pertinencia, la seguridad, la continuidad en la atención y la humanización, por su 
relación con los elementos definidos para la aplicación del PIDESC (disponibilidad, 
accesibilidad, aceptabilidad y calidad).  
En lo que tiene que ver con políticas para el desarrollo de niños, niñas y adolescentes, el 
informe da cuenta que en el año 2011 se actualizó el lineamiento en el tema, en los 
departamentos y municipios; sin embargo, la prioridad hasta ese entonces, era la inversión en la 
150 
 
primera infancia, “por su alto retorno social y la disminución a largo plazo de gastos en salud, 
educación, protección y justicia, entre otros” (MinSalud, 2014, p. 36). 
Se definieron 5 ejes estructurantes para la atención integral de los niños desde antes de 
nacer y hasta los 6 años; estos ejes son: 1) cuidado y crianza, 2) salud, alimentación y nutrición, 
3) educación inicial, 4) recreación y 5) ejercicio de la ciudadanía y la participación; además, se 
señaló la RIA, como instrumento de orientación para las autoridades territoriales y demás 
encargados de implementar la estrategia de atención a la primera infancia, para darles a conocer 
el conjunto de atenciones dirigidas a los niños y niñas, para garantizar su pleno desarrollo 
(MinSalud, 2014).  
El documento presentado por Minsalud en 2014, expresa que para ese entonces no se 
había materializado una política pública que armonizara “las acciones de los diferentes sectores, 
a partir del enfoque de derechos, para garantizar efectivamente la atención integral” (p. 41) 
después de los seis años de edad; refiere que a pesar de ello, en el país hay un Sistema 
Obligatorio de Garantía de la Calidad, contenido en el decreto 1011 del año 2006, el cual integra 
un conjunto de normas técnicas y guías de atención que se actualizan teniendo en cuenta la 
evidencia científica. 
Según MinSalud, “el instrumento de política más amplio y completo que tiene el país 
para asegurar el ejercicio al derecho a la salud y el bienestar de la población es el plan decenal de 
salud pública 2011 – 2021”, (2014, p. 42); documento que al ser consultado, en el capítulo 9 
“Dimensiones Transversales”, lo dedica a la “Gestión diferencial de poblaciones vulnerables”, en 
el cual se consigna que: “el acceso a la salud es un derecho fundamental independiente del estado 
legal o condición socioeconómica o financiera que se posea” (MinSalud, 2013, p.129). 
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El plan Decenal de Salud Pública además, comenta que el derecho a la salud debe “ser 
particularmente protegido a los grupos vulnerables y en mayor riesgo de experimentar barreras 
en el acceso” (MinSalud, 2013, p. 129); para lo cual, propone una clasificación de condiciones 
de vulnerabilidad, entre las que no se encuentra la condición de migrante; sin embargo, también 
consigna que se tienen en cuenta las diferencias, con el fin de evidenciar las formas de exclusión, 
discriminación y dominación que se ejercen sobre las personas y sobre los colectivos.  
Como estrategias para el abordaje diferencial, el Plan Decenal contempla los modelos de 
atención con enfoque diferencial y dedica un capítulo a la vulnerabilidad en la infancia y 
adolescencia, en el que incluye como uno de sus componentes, la atención integral y diferencial 
de los NNA en torno de los servicios de salud, proponiendo como meta para el año 2021 que “las 
acciones territoriales en salud para infancia y adolescencia estarán enmarcadas en una política 
única de atención integral” (MinSalud, 2013, p. 133).  
Como estrategias de atención, el Plan Decenal (2014), contempla la atención humanizada, 
la cual deberá tener en cuenta las personas que configuran el entorno de los servicios de salud y a 
los NNA; para ello, se elaboraron las guías de atención, entre las que se encuentra el lineamiento 
de calidad y humanización de la atención en salud a infancia y adolescencia, del cual hace parte: 
el anexo técnico de calidad y humanización de la atención integral en salud a mujeres gestantes, 
niñas, niños y adolescentes. 
También hacen parte del lineamiento de calidad y humanización, la guía operativa para la 
valoración de la calidad y humanización de las atenciones de protección específica y detección 
temprana a mujeres gestantes, niños y niñas en la RIA y la matriz indicativa para la valoración de 
la calidad y humanización de las atenciones de protección específica y detección temprana a 
mujeres gestantes, niños y niñas en la RIA. 
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Al igual que en educación, se puede observar que Colombia cumple con los estándares en 
salud para menores, pues estos se ajustan a lo visto en el capítulo 3.3.4. estándares universales 
para la atención en salud de los niños de este trabajo. Así como la AIEPI ha establecido el 
enfoque integrado de atención para la salud infantil, en Colombia la atención se centra en el 
bienestar general del niño, teniendo en cuenta que están establecidos parámetros de atención para 
diferentes etapas de crecimiento. 
  Las políticas y programas de atención en salud, buscan formar a las familias y a las 
comunidades en buenas prácticas sanitarias y se tienen diseñadas estrategias de coordinación 
entre los programas y servicios sanitarios que existen; además, se puede apreciar que en la 
planificación y adaptación de los estándares en materia de salud, hay participación de la sociedad 
civil, las empresas, la academia y aportes científicos que contribuyen para que el Ministerio de 
Salud, siga los principios orientadores de la AIEPI. 
5.4.  La Atención Brindada por las Entidades a los Niños Inmigrantes entre el 2015 y el 
2018 
De acuerdo a la ubicación geográfica, Colombia comparte fronteras terrestres y marítimas 
con once (11) países, los cuales limitan con trece departamentos y setenta y siete municipios; tal 
como lo muestra el modelo geográfico de Migración Colombia, hay 12 direcciones regionales, 
con 44 puestos de control en total, de las cuales hay 16 aéreas, 9 terrestres, 13 marítimas, una 
multimodal (aéreo-marítimo) y 1 fluvial. Además, hay 27 centros facilitadores de servicios 
migratorios (Ver anexo 2. ficha de modelo migratorio). 
Con el fin de conocer cuantitativamente, la atención brindada a los niños, niñas y 
adolescentes que inmigraron a Colombia durante el período 2015 - 2018, se elevó Derecho de 
Petición a: Migración Colombia, ICBF, Consejería Presidencial para la niñez y adolescencia, 
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Ministerio de educación nacional, Ministerio de Salud y Protección Social, OIM y APC; el 
cuestionario buscaba establecer: 
a) Número de niños y adolescentes extranjeros inmigrantes a Colombia durante el 
período comprendido entre los años 2015 a 2018, teniendo en cuenta aspectos como: 
rango de edad, país de origen, ingreso regular, ingreso irregular, acompañados por 
algún familiar, no acompañados, devueltos a su país de origen, solicitando refugio y 
puestos a disposición del ICBF. 
b) Informes rendidos a organismos nacionales e internacionales sobre la atención 
brindada a NNA extranjeros inmigrantes, durante el período 2015-2018. 
c) Protocolos para la atención de la población objeto de investigación, durante el período 
de interés de este trabajo. 
d) Copia de informes rendidos a organismos internacionales respecto a menores 
extranjeros inmigrantes irregulares, que llegaron a Colombia entre el 2015 y el 2018. 
e) Medidas de protección para garantizar los derechos a los menores de edad 
inmigrantes extranjeros. 
f) Control migratorio a NNA acompañados y no acompañados, en calidad de 
inadmitidos, repatriados, deportados o expulsados. 
g) Procedimientos administrativos con NNA extranjeros inmigrantes. 
h) Situación de menores inmigrantes vinculados a actividades delictivas, durante el 
período objeto de interés. 
i) Lugares para mantener en custodia a menores inmigrantes extranjeros, programas y 
actividades para su atención y organismos o entidades encargadas de brindar la 
atención. 
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j) Seguimiento a los menores extranjeros inmigrantes que hayan sido puestos en 
custodia del Sistema de Bienestar Familiar a cargo del ICBF. 
k) Número de menores de edad extranjeros en condición de inmigrantes, que hayan sido 
víctima de trata de personas, explotación laboral y sexual, protocolos y 
procedimientos para su atención. 
l) Procedimientos y protocolos utilizados cuando hay deportación de uno o ambos 
padres de un menor extranjero inmigrante en Colombia. 
m) Número de menores de edad extranjeros que han ingresado al país en calidad de 
refugiados en el periodo objeto de investigación y el tratamiento para su atención.  
 
 
5.4.1. Atención por parte de Migración Colombia.  
De acuerdo con la información suministrada por Migración Colombia, entre el año 2015 
y el 2018, a Colombia ingresaron un total de 1.210.844 menores de edad extranjeros, como se 
detalla a continuación: 
 
Tabla 3. Ingreso de menores extranjeros a Colombia 2015 -2018 
AÑO 2015 2016 2017 2018 
TOTAL 
RANGO 
0 a 5 
       90.155  
          
93.806       115.825      139.417        439.203  
6 a 10 
       61.727  
          
68.673         84.188      111.640        326.228  
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11 a 15 
       58.838  
          
69.314         80.152      103.932        312.236  
16 a 17 
       25.080  
          
28.321         35.143        44.633        133.177  
Total 
    235.800  
        
260.114       315.308      399.622     1.210.844  
Fuente: Propia. (2019). Ver más detalles cuadro Excel anexo 2. 
 
Según la información suministrada por Migración Colombia, los países de origen con 
mayor número de NNA que ingresaron a Colombia fueron: Estados Unidos con 319.372, seguido 
de Venezuela con 272.270, Panamá con 108.745, Ecuador con 77.791, Perú con 63.576 y España 
con 60.001; sin embargo, no se aportó información respecto a la condición de ingreso de los 
menores, es decir, si fue regular o irregular, si venían acompañados o no. Tampoco se brindó 
información relacionada con los niños puestos a disposición del ICBF. (Ver anexo 2, p.2) 
Gráfica 2. NNA Extranjeros Inmigrantes  2015     Gráfica 3. NNA Extranjeros Inmigrantes  2016       
                         
Gráfica 4. NNA Extranjeros Inmigrantes  2017     Gráfica 5. NNA Extranjeros Inmigrantes  2018      
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         Fuente: Propia. (2019). Ver más detalles cuadro Excel anexo 2, p. 2. 
 
En cuanto al protocolo de atención inicial de los menores en condición de inmigrantes 
(regulares e irregulares), una vez ingresan al territorio de Colombia, se informa que desde el año 
2013 se implementó la política institucional de Derechos Humanos, en cuyo marco se puso en 
marcha el programa RED MIGRANTE, “encargada de articular y coordinar los servicios y 
atención de diferentes entidades gubernamentales, instituciones y organismos internacionales…,” 
(Ver anexo 2, p.2), para facilitar a los extranjeros acceso a los diferentes programas. En cuanto a 
la atención a los niños, refiere que son puestos a disposición de Policía de Infancia y 
Adolescencia y/o del ICBF, para que continúen con la ruta de asistencia. 
Respecto a la respuesta a la pregunta sobre informes presentados a organismos 
internacionales, menciona no haber presentado a la fecha; y en cuanto a los protocolos de 
atención, hace referencia a la Resolución 0760 del año 2016, mediante la cual se adoptó la guía 
de control migratorio a niños, niñas y adolescentes MCG.04 v4, en la cual, según se informa, se 
establecen aspectos relacionados con NNA no acompañado, que pretenda ingresar al país sin la 
documentación necesaria; al respecto, invoca a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
para indicar que se permite el ingreso de NNA no acompañados, “así no cuenten con los 
documentos migratorios exigidos (pasaporte, permisos, etc.) y garantizar el restablecimiento de 
sus derechos” (Ver anexo 2 p.3). 
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Menciona el documento que se realizan gestiones para que al menor se le expida un 
salvoconducto de permanencia, mientras se le define la situación administrativa, que consiste en 
otorgar permiso de ingreso y permanencia, informar al ICBF y poner al menor a disposición de 
Policía de Infancia y Adolescencia, mediante el formato MCF22.  
Señala que los menores no son objeto de medidas sancionatorias y por tanto no son 
deportados, sino que se aplican sanciones económicas a su representante legal. Migración 
informa que, en caso de niños repatriados, deportados o inadmitidos en otro país, que se 
presenten como tales en un puesto migratorio, se realiza el procedimiento que se señaló 
anteriormente, ante ICBF y Policía de Infancia. (Ver anexo 2 p. 3) 
Ante casos de menores que hayan infringido la normatividad migratoria, la entidad 
menciona que el Oficial Mayor puede solicitar información al NNA para ubicar a los padres y 
darles a conocer el inicio de la actuación administrativa; en lo que tiene que ver con vinculación 
del menor a actividad delictiva, Migración informa que a este solamente se le puede pedir 
información para ubicar a los padres, pero no puede interrogar, puesto que es una actividad de 
competencia del defensor o comisario de familia.  
En cuanto al tema de refugiados, Migración Colombia señala que "son del resorte del 
CONARE del Ministerio de Relaciones Exteriores”, entidad ante la cual se debe elevar la 
petición. (Ver anexo 2 p.5,7). 
5.4.2. Atención del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.  
El ICBF indica que en cuanto al número de NNA atendidos durante el período 2015-
2018, no se cuenta con la información de país de origen; que “se relaciona la nacionalidad con la 
que se encuentra registrado el beneficiario en el sistema de Información, sin tener en cuenta la 
nacionalidad colombiana” (Ver anexo 3 p. 1); en la información que reposa en la entidad no hay 
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registro acerca de si el ingreso del menor fue regular o irregular, si entro al país acompañado o 
no acompañado o si su situación es de refugiado. 
Tabla 4. NNA extranjeros con medida de restablecimiento de derechos 
 
RANGOS DE EDAD 
 
NACIONALIDAD 
AÑO DE INGRESO 
2015 2016 2017 2018 
 
 
0 A 5 AÑOS 
ECUATORIANO 4 7 3 9 
ESPAÑOL 3 - 2 6 
OTROS 8 12 14 49 
VENEZOLANO 25 54 116 329 
 
 
6 A 11 AÑOS 
ECUATORIANO 5 3 3 8 
ESPAÑOL 7 2 2 4 
OTROS 7 4 11 54 
VENEZOLANO 10 24 100 353 
 
12 A 17 AÑOS 
ECUATORIANO 17 14 4 10 
ESPAÑOL 3 3 1 13 
OTROS 15 14 19 88 
VENEZOLANO 12 40 82 384 
18 AÑOS EN 
ADELANTE 
ECUATORIANO - 1 - - 
ESPAÑOL - - - 1 
VENEZOLANO - 1 2 2 
Total general  116 179 359 1310 
Fuente: ICBF (2019). Ver anexo 3 
 
En cuanto a los programas y medidas de protección para garantizar los Derechos 
Humanos a los NNA extranjeros inmigrantes, menciona que están diseñados por la Dirección de 
Protección, que es la que se encarga de adelantar el diseño e implementación de los lineamientos 
técnicos y los servicios para restablecer los derechos de niños, niñas y adolescentes, una vez se 
han visto amenazados o vulnerados; actividad que se realiza, mediante la diligencia conocida con 
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el nombre de Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos – PARD, que se aplica 
sin distinción alguna por nacionalidad, estatus migratorio o cualquier otra, a todos los NNA que 
se encuentren en territorio colombiano, toda vez que así lo ordena el Código de Infancia y 
Adolescencia (Ley 1098 de 2006) , en los casos en que sus derechos se encuentren amenazados o 
vulnerados, aplicando las medidas de protección que se encuentran señaladas en el artículo 53 de 
la norma citada.  
El ICBF (2016), afirma que en las mismas condiciones se aplican las medidas de 
restablecimiento de derechos, las cuales se materializan en las modalidades de: apoyo y 
fortalecimiento a la familia con intervención para casos de NNA a los que se ve amenazados sus 
derechos, por inobservancia, amenaza o vulneración de su misma familia; igualmente, con apoyo 
psicosocial especializado a familias que presentan alteraciones psicológicas, comportamentales 
relacionales o similares producto de un proceso de victimización y finalmente, la modalidad de 
externado con intervención interdisciplinaria individual, familiar y acompañamiento para 
resolver las causas que originaron el proceso de restablecimiento de derechos. 
De otro lado, indica el ICBF (2016), que se brinda atención en medio diferente al familiar 
o a la red vincular, el cual se presta en internados por considerarse falta de garantías para el 
cuidado, atención y protección del NNA o porque la situación de vulneración así lo amerita; en 
esos eventos, se procede a la ubicación institucional donde se le brinda la atención que ellos 
requieren y la intervención a la familia.  
Existe además la Casa Hogar, donde hay acompañamiento de profesionales, en un 
ambiente similar a la vida en la familia y está el Hogar sustituto, consistente en una familia que 
sustituye la de origen, quienes se comprometen a darle atención al NNA.  
160 
 
El ICBF brinda atención en hogares sustitutos, casa hogar o internado a menores de edad 
extranjeros inmigrantes, en 24 departamentos y el Distrito Capital y no refiere atención de esta 
índole, en los departamentos de Amazonas, Casanare, Guajira, Guainía, Guaviare, Vaupés, 
Vichada y el archipiélago de San Andrés y Providencia.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Gráfica 6. Hogares sustitutos, casa hogar e internados para la atención de NNA 
extranjeros inmigrante en Colombia. 
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Si se observa el mapa político de Colombia, se puede identificar que en buena parte de la 
frontera con Venezuela (donde en los últimos años se presenta creciente flujo migratorio) y en un 
tramo de la frontera con Perú, no hay hogares sustitutos, casa hogares o internados y podría 
pensarse que por ser zonas con extensas selvas no se requiere (en el caso de San Andrés y 
Providencia, se encuentra rodeado de mar). Se podría pensar que, en tales condiciones, no son 
necesarios este tipo de hogares, por cuanto las comunidades son nativas y cuidan a sus NNA 
según su propia cultura. 
Zonas con hogares sustitutos, casa 
hogar o internados para NNA 
extranjeros inmigrantes. 
Zonas sin hogares sustitutos, casa 
hogar o internados para NNA 
extranjeros inmigrantes. 
Fuente: Propia. (2019). Ver anexo 3 
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En cuanto al seguimiento que ha hecho el ICBF a albergues y/o refugios para menores 
inmigrantes, entre 2015 y 2018, ello con el fin de verificar el cumplimiento de protocolos 
internacionales para la atención de este grupo poblacional. Respuesta que no fue brindada de 
fondo, toda vez que se limitó a informar del traslado a la Oficina de Aseguramiento de la Calidad 
para que respondiera, según las funciones asignadas por el artículo 5 del Decreto 987 de 2012, 
solicitando ampliar el término para contestar la pregunta. A la fecha de terminación de este 
trabajo, no se obtuvo respuesta al respecto. 
En lo relacionado con la atención de menores extranjeros comprometidos en actividades 
ilícitas, el ICBF, entregó la información “actividad delictiva de menores”, cuyo resumen es el 
siguientes: 
Tabla 5. Actividad delictiva que involucra menores inmigrantes en Colombia. 
Actividad delictiva de menores 
Departamento N° Casos 
Amazonas 1 
Antioquia 11 
Arauca 15 
Boyacá 1 
Bolívar  5 
Cauca 1 
Cesar 5 
Córdoba 1 
Cundinamarca 3 
Guajira 13 
163 
 
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Como se puede observar, el mayor número de menores de edad, involucrados en 
actividades delictivas se presentó en los Departamentos de Norte de Santander, seguido de 
Arauca, Guajira y Antioquía.  
El reporte indica que en Bogotá se presentaron 10 casos y en Barranquilla 7, de menores 
vinculados en diferentes tipos de delitos; la información brindada por el ICBF, solo da cuenta de 
menores inmigrantes extranjeros que se encuentran comprometidos en actividad delictiva de 
nacionalidad venezolana. 
 El ICBF informa que respecto a los adolescentes y jóvenes que ingresan al Sistema SRPA 
por actividad delictiva, son atendidos por operadores de servicio sin hacer distinción de la 
nacionalidad, teniendo en cuenta, entre otros, el Lineamiento Técnico Modelo de Atención para 
Adolescentes y Jóvenes en conflicto con la Ley – SRPA (ICBF, 2017). 
Magdalena 5 
Meta 2 
Nariño 1 
N. de Santander 64 
Santander 7 
Valle  2 
Vichada 4 
Fuente: ICBF 2019. Ver Anexo 3 
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  Al revisar el lineamiento modelo de atención para adolescentes y jóvenes en conflicto con 
la Ley SRPA, en él se encuentran consignados aspectos con contenido de Derechos Humanos 
para los niños, tales como: enfoque diferencial, enfoque restaurativo, enfoque de derechos 
(protección integral, igualdad y no discriminación e interés superior), inclusión social, principios 
(desarrollo humano, carácter pedagógico, participación ciudadana); igualmente, cuenta con un 
modelo de atención que se estructura por niveles, componentes y fases (ICBF, 2017). 
5.4.3. Atención en salud.  
En respuesta al cuestionario, el Ministerio de Salud señala que en el registro de 
atenciones en salud a extranjeros no se incluye la situación migratoria porque al sector no le 
compete indagar esa situación, según las circulares 12 y 29 del 2017; como tampoco se indaga si 
los niños ingresan con o sin familia, por el contrario, lo que se tiene en cuenta es que el menor 
tenga acompañante para la atención, sin que ello signifique que cuente con red de apoyo familiar. 
(Anexo 4 p. 1) 
Las circulares a las que hace mención el comunicado de Minsalud, datan del mes de 
marzo del año 2017, por lo cual, la información relacionada con extranjeros atendidos en las IPS, 
es la que está disponible a partir de esa fecha. En el oficio de respuesta, se menciona que entre el 
1 de marzo de 2017 y el 31 de diciembre del 2018, aparece el registro de 106.279 niñas, niños y 
adolescentes procedentes del exterior atendidos en los servicios de salud. (Anexo 4 p. 2) 
En la información entregada respecto del tema de atención en salud a menores, según el 
país de procedencia, entre el 1 de marzo del 2017 y el 31 de diciembre del 2018, en el anexo 3, 
se relacionan 104 países de los que ingresaron niños (incluidos niños colombianos); los cinco (5) 
mayores registros de menores inmigrantes extranjeros atendidos por el SSSS en Colombia, 
corresponden a: Venezuela con 77434, Estados Unidos con 1432, Ecuador con 490, España con 
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293 y Brasil con 261. También se registra un total de 24014 menores sin información acerca del 
país de proveniencia (Anexo 4. p. 2 a 7)  
Gráfico 7. NNA Atendidos por el Sistema de Seguridad Social en Salud en Colombia. 
 
                   Fuente: Propia. (2019). Ver Anexo 4 
 
Respecto a los informes sobre atención de menores extranjeros, no se ha presentado 
alguno, distinto a “informes de avances en la gestión del sector ante entes de control, Congreso 
de la República y en el marco de la mesa técnica del Plan de respuesta Sectorial al fenómeno 
Migratorio” (Anexo 4 p. 7). Lo que significa que no hay información entregada a organismos 
internacionales, sobre la atención que el Estado colombiano ha brindado a los menores de edad 
extranjeros en condición de inmigrantes. 
En cuanto a programas o medidas de protección implementadas durante los últimos 
cuatro años para menores extranjeros, mencionan la priorización de mujeres gestantes, niños, 
niñas y adolescentes, “a partir de rutas de atención para favorecer la atención por fuera de 
urgencias para esta población” (Anexo 4 p. 8), para lo cual se han realizado adecuaciones 
normativas, técnicas y presupuestales desde el año 2015. 
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Señala MinSalud, que se han definido mecanismos para favorecer el aseguramiento de los 
migrantes, entre el que se encuentra la población migrante en situación regular, para lo cual se 
debe incorporar el Permiso Especial de Permanencia (PEP), documento válido para afiliarse al 
SGSSS, según Resolución 3015 del 2017; también orienta a las entidades territoriales, sobre 
afiliación en casos como: recién nacidos en Colombia sin atender a su situación migratoria y 
menores a cargo del ICBF, incluidos los del SRPA. (Anexo 4 p. 9) 
MinSalud garantiza atención de urgencias en todo el país, según su comunicado, 
independientemente de la condición migratoria; para lo cual, “se han destinado recursos 
complementarios desde el nivel nacional a las entidades territoriales más afectadas por el 
fenómeno” (Anexo 4 p. 9); así mismo, refiere sobre la estrategia de vacunación, con gran 
inversión en riesgo biológico y todo con cooperación internacional gestionada tanto a nivel 
nacional y territorial, para priorizar este grupo poblacional.  
5.4.4. Atención en educación.  
Antes del CONPES 3950 del 23 de noviembre del 2018, ya se había emitido un 
“instructivo para la atención de niños, niñas y adolescentes procedentes de Venezuela en los 
establecimientos educativos colombianos” (MEN, 2018); la directriz se originó en el 
Viceministerio de educación preescolar, básica y media y en la Dirección General de Migración 
Colombia, a través de la circular conjunta número 16, de abril del 2018, para atender la crisis de 
la República Bolivariana de Venezuela. 
El sustento de la circular (MEN, 2018) fue el contenido de los artículos 44 y 67 de la 
Carta Política colombiana, a cerca del Derecho fundamental a la educación para los niños y su 
función social como servicio público, respectivamente; en síntesis, se adoptaron decisiones como 
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prohibir la negativa de matrícula por parte de los establecimientos de educación preescolar, 
básica y media, por no contar con visa el menor. 
Igualmente, se ordenó que el establecimiento educativo debe reportar en la plataforma 
SIRE la matrícula de un NNA extranjero, dentro de los 30 días calendario siguientes a esta y a la 
terminación definitiva de estudios; así mismo, se estableció el procedimiento para el registro de 
este grupo poblacional al Sistema Integrado de Matrículas SIMAT, teniendo en cuenta si tiene o 
no el PEP o si su situación migratoria se encuentra legalizada. En todo caso, se establece el deber 
que le asiste a la familia del menor, de normalizar el estatus migratorio de los hijos (Anexo 5).  
La directriz del Viceministerio de Educación y la Dirección General de Migración 
Colombia, fijó en cabeza de las entidades territoriales certificadas, el acceso a estrategias de 
permanencia en el caso de transporte escolar, con criterios de focalización; centró su atención en 
el corredor fronterizo en los puentes Internacionales Simón Bolívar y Francisco de Paula 
Santander en el departamento de Norte de Santander, encomendando a las entidades territoriales 
la gestión necesaria para garantizar el servicio. 
En cuanto a los NNA que habían cursado estudios en Venezuela, se estableció un plazo 
de 6 meses para que los padres de familia presenten la solicitud de convalidación de los 
documentos ante el MEN, en aplicación de las funciones que le corresponden a la Dirección de 
Calidad para la Educación preescolar, básica y media, contenidas en el Decreto 5012/2009, 
consistentes en homologar y convalidar títulos de estudios y realizar las convalidaciones al 
sistema educativo nacional de los estudios realizados en el exterior (Anexo 5). 
Para el caso del PAE, la directriz indica que los criterios deben estar en concordancia con 
la resolución 16432 del 2015, por la cual se expiden los lineamientos técnicos administrativos, 
los estándares y las condiciones mínimas del programa, que tiene como población objetivo a los 
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NNA registrados en el SIMAT como estudiantes oficiales y son atendidos por la entidad 
territorial certificada, a través de operadores. 
Los operadores deben tener en cuenta las condiciones señaladas en el Decreto 1075 del 
2015 y 1852 del 2015, relacionada con la infraestructura, el personal experto en manipulación de 
alimentos que conozca lo relacionado con minutas, preparación, ciclos de menús, aspectos 
higiénico sanitarios, entrega de raciones, plan de saneamiento básico, etc; igualmente, garantizar 
el funcionamiento de equipos y utensilios, el uso adecuado de bodegas, plantas de ensamble y/o 
producción, etc. 
5.5.  CONPES 3950 una medida transitoria para un problema coyuntural por la crisis 
venezolana 
Según la información suministrada por Migración Colombia, los menores inmigrantes, 
procedentes de Estados Unidos representa la mayor cantidad de población que ha ingresado al 
país, en el período 2015 - 2018 (ver anexo 2, p.2); sin embargo, de las cifras de menores que 
reporta migración que ingresaron a nuestro país, no se pudo establecer el número que regresaron 
a su país de origen. A pesar de ello, es claro que la Política de atención integral para la 
inmigración, se implementó para la población proveniente de Venezuela, debido a que, entre 
mayo del 2017 y septiembre del 2018, la inmigración total de ese país se quintuplicó, pasando de 
171.783 inmigrantes en mayo del 2017 a 1.032.016 en septiembre del 2018 tal como lo señala el 
CONPES 3950 del 2018. 
En dicho documento se advierte acerca de la necesidad de atención a los migrantes en 
materia de salud, educación, vivienda, agua y saneamiento básico, inserción laboral, entre otros 
aspectos; llamando especial cuidado, las dificultades que tienen que sortear las instituciones 
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encargadas de atención fronteriza y de migrantes, las cuales resultan insuficientes para continuar 
atendiendo el creciente número de personas. 
Se analizan, además, los esfuerzos brindados por el Gobierno Nacional para la atención 
universal de urgencias y partos y la flexibilización de requisitos de documentos para que la 
población en edad escolar pueda acceder a programas de educación de los niveles pre escolar, 
básica y media, pero con carácter de urgencia para garantizar estos derechos fundamentales al 
grupo de poblacional objeto de investigación. 
El documento CONPES 3950 (2018), consolidó información sobre los motivos que 
dieron lugar a las tarjetas de movilidad fronteriza, la distribución de los inmigrantes por grupo 
etareo, el número de entradas por municipio de frontera, la proporción de población en los 
municipios fronterizos y flujos de inmigrantes, casos de embarazo en adolescente inmigrantes 
irregulares y, en fin, un sin número de variables estudiadas principalmente en los 42 puestos de 
control migratorio. 
En cuanto al tema de población menor de edad, a la que corresponde el objeto de 
investigación de este trabajo, el documento contiene la distribución por grupo etareo, de los 
migrantes, según el Registro Administrativo para los Migrantes Venezolanos (RAMV), en el que 
aparecen 42.468 niños y niñas de cero (0) a cuatro (4) años, 34.320 en edades comprendidas 
entre cinco (5) a nueve (9) años, 25.924 de los diez (10) a los catorce (14) años y 35.948 entre 
quince (15) y diecinueve (19) años (DNP, 2018). 
El CONPES 3950 puede ser la estrategia política más aproximada para la atención del 
fenómeno migratorio; sin embargo, se diseñó para atender un problema coyuntural, producto de 
la crisis humanitaria que afronta Venezuela; no obstante, no es la respuesta más efectiva para 
atender a los niños, niñas y adolescentes de otras nacionalidades, quienes pueden continuar 
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expuestos a la vulneración de sus Derechos Humanos, por lo que dicha estrategia resulta 
excluyente. 
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Conclusiones y Recomendaciones. 
Se ha verificado que Colombia cumple con estándares universales de atención en 
alimentación, salud y educación para menores, puesto que son producto de un proceso de mejora 
continua, que se soporta en una base científica con permanente investigación, hay aportes de la 
comunidad, son el resultado de anteriores experiencias de buenas prácticas regionales e 
internacionales que se miden y evalúan permanentemente y se tienen establecidos parámetros de 
atención para diferentes etapas del desarrollo del ser humano, que involucran a las familias, a la 
sociedad y al Estado a través de sus Instituciones; sin embargo, actualmente resultan 
insuficientes, pues no contemplan la totalidad de la población extranjera inmigrante. 
El Estado colombiano no cuenta con información suficiente que proporcione datos 
fidedignos respecto a NNA extranjeros inmigrantes en situación irregular, no acompañados o 
solicitando refugio y, algunas entidades del Estado no registran información relacionada con el 
país de origen; sin embargo, diariamente en los medios de comunicación se ven imágenes de 
gran número de personas provenientes de Venezuela, es decir, de migrantes forzados, a 
consecuencia de la Emergencia Humanitaria compleja que vive ese país,   entre las que se 
encuentran madres gestantes y menores de edad, que manifiestan haber ingresado al territorio 
colombiano, evadiendo el control de las autoridades migratorias (ingreso irregular), teniendo 
incluso que pasar la frontera por las llamadas trochas. 
Se requiere hacer mejoras en el  Sistema de registro de información en las diferentes 
Entidades del Estado, sobre los NNA extranjeros inmigrantes en Colombia,  especialmente a 
cargo de Migración Colombia, la cual ha hecho esfuerzos hasta la fecha de regularizar la 
población venezolana con los llamados PEP (3 hasta la fecha),  que proporcione cifras 
suficientes y necesarias que ayuden a orientar de manera adecuada las políticas públicas para este 
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grupo poblacional, toda vez que las entidades consultadas no cuentan con suficiente información 
debidamente clasificada, que permita hacer un seguimiento adecuado al problema. 
Existen trámites administrativos sustentados en disposiciones de orden legal o 
reglamentario, que no están en armonía con la Carta Política de Colombia de 1991 y los tratados 
en los que el Estado es parte; por consiguiente, están en contravía de los postulados del Estado 
Social de Derecho, pues permiten la discrecionalidad de los funcionarios para su interpretación y 
aplicación, generando vulneración de los Derechos Humanos de los niños y niñas nacidos en el 
territorio colombiano, hijos de padres extranjeros inmigrantes.  
La forma en que el Estado colombiano, de manera directa, garantiza el derecho a la 
alimentación de los NNA extranjeros en condición de inmigrantes, depende de su vinculación al 
sistema educativo; por lo tanto, si se trata de niños no acompañados, o de niños que no llegan a 
la edad escolar, o de niños que a pesar de estar en edad escolar no han podido acceder al sistema 
educativo por no cumplir los documentos y requisitos para su ingreso, o si los padres no cuentan 
un trabajo que les proporcione ingresos para su sustento, quedan expuestos ver vulnerado su 
Derecho a la Alimentación. 
Al revisar el documento de la Política de Infancia y Adolescencia 2018-2030, se observa 
que se trata de una compilación normativa, con algunos ajustes argumentativos de carácter 
sociológico, en los que apenas se hace mención a los niños en las zonas en las que se comparte 
frontera, sin consideración a la problemática de quienes se han desplazado hacia el interior de 
país, especialmente de aquellos que no están acompañados; por lo que se debe considerar los 
aportes de Italia que ya cuenta con una política para la atención de niños inmigrantes no 
acompañados, para tener en cuenta su particular situación de vulnerabilidad. 
173 
 
La ausencia de una política pública incluyente que brinde protección a los NNA 
extranjeros inmigrantes, ha tenido que ser suplida por la Corte Constitucional, quien ha tenido 
que dar claridad sobre el sentido y alcance del contenido de las disposiciones internacionales, la 
primacía de los Derechos Fundamentales de la Carta Política de Colombia y advertir a 
instituciones y agentes del Estado, sobre el deber de observar dichos preceptos, como primacía 
del reconocimiento a los derechos de los NNA, sobre los demás derechos.  
La Política Pública para la atención de la migración forzada,  se ajusta por el momento 
que atraviesa Colombia, para atender de manera integral a la población proveniente de 
Venezuela, por la creciente problemática del fenómeno, que se presentó entre mayo del 2017 y 
septiembre del 2018, período durante el cual se quintuplicó el ingreso de personas provenientes 
del vecino país, a consecuencia de la Crisis humanitaria; lo que pone de relieve, la exclusión de 
un gran número de extranjeros de otras nacionalidades y por consiguiente, de los NNA, quienes 
pueden verse expuestos a la amenaza y vulneración de sus Derechos Humanos básicos, como la 
Alimentación, Salud y Educación. 
Las políticas públicas colombianas para los niños, niñas y adolescentes, se han venido 
elaborando de forma fragmentada y no son fruto de una debida planificación, puesto que se 
toman como medidas mediáticas para contrarrestar fenómenos sociales que se presentan en 
momentos coyunturales; además, no son incluyentes, por cuanto no se tienen en cuenta los NNA 
extranjeros inmigrantes en su territorio. 
Para lograr que los Derechos Humanos de los NNA extranjeros inmigrantes en Colombia 
y en países que afrontan la misma problemática, sean efectivamente garantizados, se debe 
fortalecer, tanto el alcance de las decisiones que se tomen en las Instituciones Internacionales  
encargadas de su protección, como de la aplicación de los preceptos de la Convención de los 
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Derechos del Niño, para poder exigir de manera más efectiva a todos los países del mundo, la 
destinación de los recursos necesarios para brindar efectiva atención a este grupo poblacional, en 
cualquier lugar que se encuentren y contrarrestar el creciente problema con la atención en los 
países de origen. 
En Colombia se requiere formular de manera expedita y poner en marcha una Política 
Pública integral para niños, niñas y adolescentes que sea incluyente, acorde con los postulados de 
un Estado Social de Derecho y a la Convención sobre los Derechos del niño, para poder brindar 
su protección integral, toda vez que existe un problema creciente de NNA extranjeros 
inmigrantes a los que no se les garantizan plenamente sus Derechos Humanos esenciales como 
alimentación, salud y educación. 
Una Política Pública para NNA en Colombia que sea incluyente, debe planearse, 
diseñarse y formularse, de manera que garantice la atención de los NNA inmigrantes extranjeros, 
teniendo en cuenta, no solo la participación de la comunidad nacional, sino de la internacional, 
como quiera que hace parte de los actores comprometidos a nivel mundial, en la protección de 
los Derechos Humanos de este grupo poblacional, para prevenir los efectos negativos del 
fenómeno de la migración. 
En Colombia se requiere la presencia de la esfera pública mundial para la atención del 
problema de inmigración de NNA extranjeros, puesto que la situación que se está presentando, 
además de afectar las condiciones de vida de sus propios menores de edad, generando 
crecimiento de la desigualdad, el hambre y las enfermedades, podría llegar a ser la causa de la 
exclusión y hasta de la muerte de niños, niñas y adolescentes de otras nacionalidades en 
condición de inmigrantes, al no poder garantizar condiciones básicas para su desarrollo y 
subsistencia. 
175 
 
Establecer la inversión que el Estado Colombiano ha hecho en la atención de los NNA 
extranjeros en condición de inmigrantes en Colombia, reflejaría los esfuerzos que hace para 
garantizar los Derechos Humanos de este grupo poblacional, con el fin de buscar solidaridad y 
más cooperación de los Estados Partes de la Convención de los Derechos del niño, especialmente 
de aquellos en los que la migración de menores extranjeros no representa un problema o no tiene 
la magnitud que ha alcanzado en Colombia. 
Merece un estudio especial la situación en el tapón del Darién en límites con Panamá, 
como quiera que los medios de comunicación reportan gran flujo de inmigrantes de varios 
lugares del mundo, que buscan pasar a centro América, para luego ir tras “el sueño americano” a 
países de norte América; dentro de ese conglomerado, muy probablemente puede haber 
presencia de NNA extranjeros inmigrantes, sobre los cuales no se indagó ni se estableció de 
manera puntual, nada acerca de la atención brindada por el Estado colombiano. 
Se requiere de un instrumento que permita imponer sanciones a los gobernantes que por 
omisión en la adopción de políticas integrales e incluyentes para la atención de NNA, causen su 
emigración a territorios extranjeros y a quienes no brindan atención al segmento de esta 
población en condición de inmigrantes en su país, cumpliendo los estándares internacionales en 
igualdad de condiciones a las que le corresponden a sus propios NNA.  
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Anexos 
Anexo 1. Ley Zampa Italia 
La Cámara de Diputados y el Senado de la República han aprobado; 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
Promulga la siguiente ley: 
 
Art. 1 Ámbito de aplicación 
   1. Los menores extranjeros no acompañados tienen derecho a la Protección de menores con 
igual trato que los Menores de nacionalidad italiana o de la Unión Europea. 
  2. Las disposiciones de esta ley se aplican a Menores extranjeros no acompañados, por su 
condición de mayor vulnerabilidad. 
Art. 2 definición. 
1. Para los efectos de esta ley, por menor extranjero no acompañado presente en el territorio del 
Estado significa el menor que no tenga ciudadanía italiana o de la Unión Europea, que se 
encuentra por cualquier motivo en el territorio del Estado o que está de lo contrario sujeto a la 
jurisdicción italiana, sin asistencia y representación por parte de los padres u otras personas 
adultas legalmente responsables de él, según las leyes vigentes en el ordenamiento jurídico 
italiano. 
Art. 3 Prohibición de la negativa.  
  1. Al texto único de las disposiciones relativas a la disciplina de inmigración y normas sobre la 
situación de los extranjeros, a que se refiere el Decreto legislativo N° 286 del 25 de julio de 
1998, en lo sucesivo denominado "Texto único", se realizan las siguientes modificaciones: 
    a) Después del párrafo 1 del artículo 19, se inserta lo siguiente: 
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  "1-bis. En ningún caso podrá acordarse la denegación de entrada por frontera, de menores 
extranjeros no acompañados "; 
    b) en el párrafo 4 del artículo 31, después de las palabras: «la disposición se adopta "se 
insertan los siguientes:", siempre que, que la disposición en sí no conlleve un riesgo de daño 
grave para el menor" y el siguiente período se agrega al final:" El Tribunal 
para los menores decide sin demora y, en todo caso, no más de treinta días ". 
  2. Parágrafo 1 del artículo 33 de la Ley 184 del 4 de mayo de 1983 y modificaciones 
posteriores, se sustituye por el siguiente: 
  1. A menores que no tengan visa de entrada emitida de conformidad con el artículo 32 de esta 
ley y que no estén acompañados por al menos uno de los padres o familiares dentro del cuarto 
grado, se aplican las disposiciones del artículo 19, parágrafo 1-bis del texto único en el decreto 
legislativo N° 286 del 25 de julio de 1998. 
Notas al Artículo 3: 
El texto del art. 19 de las disposiciones relativas a las normas de inmigración y reglas sobre la 
condición del extranjero, contempladas en el decreto Legislativo N° 286 del 25 de julio de 1998, 
modificado por el art. 17 de la ley 40 del 6 de marzo de 1998, es la siguiente: 
"Art. 19 Prohibiciones de expulsión y rechazo. Disposiciones relativas a las categorías 
vulnerables:  
1. En ningún caso se puede disponer la expulsión o devolución a un Estado en donde el 
extranjero puede ser sometido a persecución por razones de raza, sexo, idioma, ciudadanía, de 
Religión, opiniones políticas, condición personal o social, o riesgo de ser devuelto a otro Estado 
en el que no está protegido por la persecución. 
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 1-bis. Bajo ninguna circunstancia se podrá organizar la devolución en la frontera de menores 
extranjeros no acompañados. 
2. No se permite la expulsión, salvo en los casos previsto por el art. 13, párrafo 1, con respecto a: 
     a) De extranjeros menores de dieciocho años, excepto el derecho a seguir al padre o 
fideicomisario expulsado; 
     b) De extranjeros en posesión de la tarjeta de estancia, sujeto a lo dispuesto en el art. 9; 
     c) De extranjeros que conviven con familiares por segundo grado o con un cónyuge, de 
nacionalidad italiana; 
      d) De las mujeres embarazadas o en los seis meses, tras el nacimiento del niño que 
proporcionan. 
Art. 4 Instalaciones de primeros auxilios y recepción para menores extranjeros no 
acompañados:  
  1. Al Artículo 19, parágrafo 1, primera frase, del decreto legislativo N° 142 del 18 de agosto de 
2015, se realizan las siguientes modificaciones: 
  a) después de las palabras: «de primera recepción» se insertan las siguientes: "destinado a 
ellos"; 
  b) las palabras: "a sesenta días, a la identificación" son reemplazadas por las siguientes: «a 
treinta días, a la identificación, que debe ser concluido dentro de diez días, ". 
 Notas al Artículo 4: 
El texto del apartado 1 del art. 19 del decreto Legislativo N° 142 del 18 de agosto de 2015, 
(Implementación de la Directiva 2013/33 / UE que contiene normas relativas a la recepción de 
los solicitantes de protección internacional, así como de la Directiva 2013/32 / UE, por la que se 
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establecen procedimientos comunes a efectos de Reconocimiento y revocación del estado de 
protección internacional), modificado por la presente Ley, es la siguiente: 
"Art. 19 (Recepción de menores no acompañados).  
          1. Para necesidades de rescate y protección inmediata, los menores no acompañados son 
bienvenidos en las instalaciones de agencias gubernamentales de primeros auxilios creadas para 
ellos por decreto del Ministro del Interior, habiendo oído la Conferencia unificada conforme al 
art. 8 del Decreto Legislativo N° 281 del 28 de agosto de 1997, por el momento estrictamente 
necesario; sin embargo, no superior a treinta días a la identificación, que debe ser concluido 
dentro de diez días, y la posible valoración de la edad, así como recibir, con modalidades 
adecuadas a su edad, cualquier información sobre los derechos reconocidos al niño y sobre cómo 
ejercer estos derechos, incluyendo el de pedir protección internacional.  
Las primeras instalaciones de recepción son activadas por el Ministerio del Interior, de acuerdo 
con la autoridad local en el territorio que se ubica la estructura, y gestionada por el Ministerio del 
Interior, también de acuerdo con las autoridades locales, por Decreto del Ministro del Interior. 
De acuerdo con el Ministro de Economía y Finanzas para Perfiles de Instituciones financieras, 
los trámites de recepción son fijos.  
Normas estructurales, coherentes con la legislación regional y los servicios que se prestarán para 
garantizar una acogida adecuada a la edad del menor, con respecto a los derechos fundamentales 
del niño: Durante la estancia en la primera estructura de bienvenida, se garantiza una 
conversación con un psicólogo, de acuerdo a la etapa evolutiva y cuando sea necesario en 
presencia de un mediador cultural, para conocer la situación personal del menor, las razones y 
circunstancias de la salida de su país de origen y el viaje realizado, así como de sus expectativas 
futuras. 
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La continuación de la recepción del menor está asegurada de conformidad con el apartado 2.  
 
Art. 5 Identificación de menores extranjeros no acompañados.  
Después del artículo 19 del decreto legislativo N° 142 del 18 de agosto del 2015, se inserta lo 
siguiente: 
  "Art. 19-bis (Identificación de menores extranjeros no acompañados).  
1. Cuando el menor extranjero no lo hace acompañado, es contactado o ha sido reportado a 
autoridad policial, servicios sociales u otros representantes, la autoridad local o la autoridad 
judicial, el personal cualificado de la primera estructura de recepción, realiza, bajo la gestión de 
los servicios de la autoridad local competente y asistida, cuando sea posible, o de organizaciones 
o asociaciones con experiencia específica en la protección de menores, una entrevista con el 
menor, orientada a profundizar su historia personal y familiar y para resaltar cualquier otro 
elemento útil para su protección. La entrevista está garantizada en presencia de un mediador 
cultural. 
2. En caso de dudas justificadas relativas a la edad del menor, declarada en las disposiciones de 
los parágrafos 3 y siguientes, en cada caso se debe quedar a la espera del resultado de los 
procedimientos de identificación; la recepción del menor será garantizada en las instalaciones 
apropiadas de Primera recepción para menores, prevista por la ley; aplicar, donde las condiciones 
lo requieran, lo dispuesto en el artículo 4 del Decreto Legislativo N° 244 de marzo de 2014. 
3. Se establece la identidad de un menor extranjero no acompañado por las autoridades de 
seguridad pública, asistidos por un mediador cultural, en presencia del tutor o tutor temporal si 
ya está nombrado, solo después de que haya sido garantizado al mismo menor, asistencia 
humanitaria inmediata. Si hay alguna duda sobre la edad declarada, esto se determina 
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principalmente a través de un documento de registro, también haciendo uso de la colaboración de 
la autoridad diplomático-consular. 
La intervención de la representación diplomático-consular no debe solicitarse en los casos en que 
el presunto menor de edad ha expresado el deseo de buscar protección internacional o cuando 
surja una posible necesidad de protección internacional, después de la entrevista establecida en el 
parágrafo 1. 
Esta intervención tampoco es posible, si puede derivar peligros de persecución y en los casos en 
que el niño Declara que no desea hacer uso de la intervención de la autoridad diplomático-
consular. El Ministerio de Asuntos Exteriores y cooperación internacional y el Ministerio del 
Interior, promueven las iniciativas apropiadas, de acuerdo con los Estados interesados, a fin de 
acelerar la finalización de los controles mencionados en este parágrafo. 
4. Si existen dudas razonables sobre la edad declarada por un menor extranjero no acompañado, 
el Ministerio Público en el juzgado de menores puede ordenar pruebas de Servicios sanitarios y 
sociales destinados a conocerla. 
5. El extranjero está informado, con la ayuda de un mediador cultural, en un lenguaje que pueda 
entender y ajustarse a su grado de madurez y alfabetización, del hecho de que su edad 
se puede determinar con la ayuda de exámenes sociales y de salud, del tipo de exámenes a los 
que debe someterse, de los posibles resultados esperados y posibles consecuencias de estos 
resultados; así como los derivados de su negativa a someterse a tales exámenes. Esta información 
también debe ser proporcionada a la Persona que, incluso temporalmente, ejerce poderes 
tutelares en el presunto menor. 
6. La evaluación socio-médica de la edad debe realizarse en un entorno adecuado, con un 
enfoque multidisciplinar de Profesionales debidamente formados y, en todo caso, en presencia de 
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un mediador cultural, utilizando métodos lo menos invasivos posible y respetuoso de la edad 
presunta, del sexo e integridad física y mental de la persona. 
No tienen que ser realizados exámenes sociales y de salud que podrían comprometer al estado 
Psico-físico de la persona. 
7. Se comunica el resultado de la evaluación social y de salud al extranjero, de manera 
congruente con su edad, con su madurez y con su nivel de alfabetización, en un lenguaje que 
puede entender la responsabilidad de los padres y la autoridad judicial que ordenó la evaluación; 
en el Informe final, el margen de error siempre debe ser indicado. 
  8. Sí, incluso después del chequeo social y de salud, permanecen dudas sobre la edad del 
menor, esto se presume para todos los efectos legales. 
  9. La provisión de la atribución de la edad se notifica al extranjero y, simultáneamente, al 
operador de las potestades tutelares, donde ha sido designado y puede ser impugnado en la queja, 
de conformidad con los Artículos 737 y siguientes del código de procedimiento civil. En caso de 
Apelación, el juez decide con urgencia dentro de los diez días. Cualquier posterior procedimiento 
administrativo y penal por la identificación como adulto, queda suspendida hasta la decisión. 
La disposición también se comunica a las autoridades policiales con el fin de completar los 
procedimientos de identificación. 
  2. Implementación de las disposiciones aquí contenidas. Artículo provisto, dentro de los límites 
de recursos humanos, financieros y de Instrumento disponible, según la legislación vigente y, en 
cualquier caso, sin nuevos o mayores cargos de finanzas públicas. 
Notas al Artículo 5: 
- Para el título del decreto legislativo N° 142 del 18 de agosto de 2015, ver la nota anterior al art. 
4, apartado 1. 
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- El texto del art. 4 del decreto legislativo N° 24 del 4 de marzo 2014, (Aplicación de la Directiva 
2011/36 / UE, sobre la prevención y represión de la trata de los seres humanos y la protección de 
las víctimas, que reemplaza la decisión marco 2002/629 / GAI),  es el siguiente: 
"Art. 4 Menores víctimas de trata no acompañados.   
1. Los niños no acompañados víctimas de la trata, deben estar adecuadamente informados sobre 
sus derechos, incluyendo cualquier acceso al procedimiento de determinación de la protección 
internacional. 
2. Por decreto del Presidente del Consejo de Ministros, de acuerdo con el Ministro de Asuntos 
Exteriores, el Ministro del Interior, el Ministro de Justicia, el Ministro de Trabajo y Políticas 
Sociales y el Ministro de Salud, que se adoptará en el plazo de seis meses a partir de la fecha de 
entrada en vigor el presente decreto legislativo, se definirán los mecanismos por los cuales, en 
los casos en que existan dudas fundadas sobre la edad menor víctima y la edad no es 
comprobable por los documentos de identificación, en respeto por el interés superior del niño, 
procede la determinación de la edad de los menores no acompañados víctimas de la trata, 
también a través de un procedimiento de determinación multidisciplinar de la edad, realizada por 
personal especializado y de acuerdo con los procedimientos apropiados que también tienen en 
cuenta las especificidades relativas al origen, antecedentes étnicos y culturales del niño, así 
como, cuando proceda, a la identificación de menores a través de la participación de las 
autoridades diplomáticas.  
En las moras de la determinación de la edad e identificación, en orden al acceso inmediato a la 
asistencia, apoyo y protección, la víctima de trata es considerada menor de edad, para el mismo 
propósito que el menor de edad extranjero es; así mismo, se presume en el caso del 
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procedimiento llevado a cabo de forma multidisciplinar, cuando no permite establecer con 
certeza la edad de los mismos». 
Art. 6 Investigaciones familiares. 
 1. Artículo 19, párrafo 7, segunda frase, del decreto Legislativo N° 142 del 18 de agosto de 
2015, después de las palabras: «El Ministerio del interior» se insertan los siguientes: «después 
del Ministerio de Justicia y del Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación internacional". 
  2. Al artículo 19 del decreto legislativo N° 142 del 18 de agosto del 2015, finalmente se añaden 
los siguientes parágrafos: 
"7-bis. En los cinco días siguientes a la entrevista mencionada en el artículo 19-bis, apartado 1, si 
no existe ningún riesgo para el menor extranjero no acompañado o para sus familiares, previo 
consentimiento informado del mismo menor y exclusivamente por cuenta propia del interés 
superior, la responsabilidad parental, también temporalmente, envía un informe al organismo 
pactado, que inmediatamente inicia la investigación. 
7-ter. El resultado de las investigaciones a que se refiere el apartado 7 se transmite al 
Ministerio del Interior, que debe informar sin demora al menor, la responsabilidad de los padres, 
así como al Personal cualificado que realizó la entrevista a que se refiere el artículo 19-bis, 
parágrafo 1. 
  7-c. Si se identifican miembros de la familia adecuados para la atención del menor extranjero 
no acompañado, esta solución se preferirá la colocación en la comunidad ". 
  3. Hasta que se designe un tutor, las tareas relacionadas con la solicitud de permiso de 
residencia o protección internacional puede ser llevada a cabo por el jefe de la primera 
instalación de recepción. 
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  4. De la implementación de las disposiciones de este artículo, no deben surgir nuevas o mayores 
cargas de las finanzas públicas.  
Notas al Artículo 6: 
El texto del apartado 7 del art. 19 del decreto Legislativo 18 de agosto de 2015, n. 142, 
modificado por la presente ley, es la siguiente:  
7. Para garantizar el derecho a la unidad familiar, cada iniciativa se lanza rápidamente para la 
identificación de los familiares del menor no acompañado solicitando protección internacional. 
El ministerio del interior, habiendo oído al Ministerio de Justicia y al Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación internacional, estipula convenciones, sobre la base de recursos 
disponibles del Fondo Nacional de Políticas y servicios de asilo, con organismos internacionales, 
asociaciones intergubernamentales y humanitarias; sin embargo, la implementación de 
programas dirigidos al rastreo de familiares de menores no acompañados, investiga y/o realizan 
programas dirigidos a la localización de familiares en el interés superior de los menores y con la 
obligación de confidencialidad absoluta, con el fin de proteger la seguridad de la  solicitante y 
miembros de la familia. 
- Para el título del decreto legislativo N° 142 del 18 de agosto de 2015, ver la nota anterior al art. 
4, apartado 1. 
Art. 7 Custodia familiar. 
 1. Después del párrafo 1 del artículo 2 de la ley N° 184 del 4 de mayo de 1983 y posteriores 
modificaciones, se insertan las siguientes: 
  "1-bis. Las autoridades locales pueden promover la conciencia y la formación de cuidadores 
para fomentar la acogida familiar de menores extranjeros no acompañados, con prioridad sobre 
la admisión a una instalación de recepción. 
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  1-ter. De la aplicación de las disposiciones mencionadas en el parágrafo 1-bis no deben surgir 
nuevas o mayores cargas para las finanzas públicas; las autoridades locales proporcionan dentro 
de los límites de los recursos propios disponibles en el presupuesto. 
 Notas al Artículo 7: 
- El texto del art. 2 de la ley N° 184 del 4 de mayo de 1983, según la enmienda de esta ley, es el 
siguiente: 
"Art. 2. - 1. El menor que carece temporalmente de un ambiente familiar adecuado, a pesar de las 
intervenciones de apoyo y ayuda dispuestos de conformidad con el art. 1, se le confía 
a una familia, preferiblemente con hijos menores de edad, o a una sola persona, capaz de 
garantizar su sostenimiento, educación y relaciones emocionales referidas que él necesita. 
1-bis. Las autoridades locales pueden promover la sensibilización y formación de los cuidadores 
y favorecer la custodia familiar de menores extranjeros acompañados, con prioridad sobre la 
institucionalización en una instalación de recepción. 
1-ter. A partir de la aplicación de las disposiciones contempladas en el parágrafo 1-bis, no debe 
dar lugar a cargas nuevas o mayores para las finanzas públicas. Las autoridades locales 
proporcionan dentro de los límites de los recursos disponibles en sus presupuestos. 
2. Si no es posible confiar en los términos a que se refiere el apartado 1, la inclusión del menor 
está permitida en una comunidad de tipo familiar o, en su defecto, en una Institución de 
asistencia pública o privada, que tenga su domicilio social preferiblemente en el lugar más 
cercano al que reside permanentemente la unidad familiar de origen, donde los niños menores de 
seis años puedan entrar y tener lugar en una comunidad de tipo familiar. 
3. En caso de necesidad y urgencia, la custodia podrá estar preparada incluso sin poner en 
marcha las intervenciones del art. 1, párrafos 2 y 3. 
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4. La institucionalización debe ser completada antes del 31 de diciembre de 2006 por cesión a 
una familia y, cuando esto no sea posible, por inserción en comunidades de tipo familiar 
caracterizadas por organización y relaciones interpersonales similares a los de una familia. 
5. Las regiones, dentro del ámbito de sus competencias y basadas en criterios establecidos por la 
Conferencia Permanente para las relaciones entre el Estado, las regiones y las provincias 
autónomas de Trento y Bolzano, definen los estándares mínimos de servicios y asistencia que 
deben ser proporcionados por las comunidades e instituciones familiares y periódicamente 
verificar el cumplimiento de las mismas. 
Art. 8 Repatriación asistida y voluntaria.   
La provisión de repatriación asistida y voluntaria que se adopte de menor extranjero no 
acompañado, cuando la reunificación con los miembros de la familia en el país de origen o en un 
tercer país responde al interés superior del niño, corresponde al tribunal de menores competente, 
después de escuchar al menor y al tutor, considerando los resultados de las investigaciones 
familiares en el país de origen o en un tercer país y el informe de los servicios sociales 
competentes sobre la situación del niño en Italia. 
  El Artículo 33 del texto único de la Ley Consolidada queda con las siguientes modificaciones: 
  a) En el parágrafo 2-bis, en la primera oración, las palabras: «por el Comité mencionado en el 
apartado 1 "se sustituye por el texto siguiente:" por el órgano jurisdiccional de menores 
competente» y se cancela el segundo período; 
  b) el apartado 3 se sustituye por el texto siguiente: 
3. A la aplicación de las disposiciones contenidas en el presente Artículo provisto dentro de los 
límites de recursos humanos, financieros y de instrumento disponible, según la legislación 
vigente y, en cualquier caso, sin nuevos o mayores cargos para las finanzas públicas ". 
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Notas al Artículo 8: 
- El texto del parágrafo 2-bis y el parágrafo 3 del art. 33 del texto consolidado de las 
disposiciones relativas a la disciplina y normas de inmigración en la condición de extranjero, 
según decreto legislativo N° 286 del 25 de julio de 1998, con la modificación de esta ley, es el 
siguiente: 
2-bis. La disposición para la repatriación del niño extranjero no acompañado para los fines 
mencionados en el parágrafo 2, es adoptada por el tribunal de menores competente. 
3. Todas las disposiciones contenidas en este artículo se proporcionarán dentro de los límites de 
los recursos humano, financiero, instrumental y legal en vigor disponible y, en cualquier caso, 
sin cargos nuevos o mayores para las finanzas públicas. 
Art. 9 Sistema nacional de información para menores extranjeros no acompañados.         
Carpeta social. 
1. En aplicación del artículo 19, parágrafo 5, del decreto legislativo N° 142 del 18 de agosto del 
2015, en el Ministerio de Trabajo y la Política social y el Sistema Nacional de Información de 
menores no acompañados.    
2. Tras la entrevista a que se refiere el artículo 19-bis, parágrafo 1, de decreto legislativo N° 142 
del 18 de agosto de 2015, contenido en la presente ley, el personal calificado de la estructura de 
recepción llena una carpeta social especial, destacando elementos útiles a la determinación de la 
mejor solución a largo plazo en el interés superior del menor extranjero no acompañado. La 
carpeta social se transmite a los servicios sociales del municipio de destino y a la oficina del 
fiscal en el tribunal para menores de edad. 
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3. El registro de los datos personales y sociales declarados por el menor extranjero no 
acompañado, está destinado a proteger su propio interés superior, sus derechos y, en particular, 
su derecho a la protección. 
  4. Se aplicarán las disposiciones del artículo 7 del código en vigor sobre protección de datos 
personales, según Decreto Legislativo N° 196 del 30 de junio de 2003. 
  5. Implementación de las disposiciones aquí contenidas. Las disposiciones aquí contenidas se 
proporcionan dentro de los límites de recursos humanos, financieros y de instrumentos 
disponibles según la legislación vigente y, en cualquier caso, sin nuevos o mayores cargos de 
finanzas públicas. 
Notas al Artículo 9: 
- El texto del apartado 5 del art. 19 del decreto Legislativo N° 142 del 18 de agosto de 2015, es el 
siguiente:  
5. La autoridad de seguridad pública dará inmediata comunicación de la presencia de un menor 
no acompañado al juez de tutela para la apertura de la protección y para la designación del tutor, 
de conformidad con los artículos 343 y siguientes del Código Civil, al Ministerio Público de la 
Corte Juvenil para la ratificación de las medidas de recepción preparadas, así como al Ministerio 
de Trabajo y Políticas Sociales, medios adecuados para garantizar la confidencialidad, con el fin 
de asegurar el censo y seguimiento de presencia de menores no acompañados". 
Art. 10 Permisos de residencia para menores extranjeros para los que están prohibidos 
rechazo o expulsión. 
   1. Cuando la ley prohíba la devolución o expulsión, el cuestor emite el permiso de residencia: 
  a) Para una edad menor. En el caso de un menor extranjero no acompañado, rastreado en el 
territorio nacional y reportado a las autoridades competentes, se expide el permiso de 
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permanencia para menores de edad, a petición del mismo menor, directamente o a través de la 
responsabilidad de los padres, incluso antes de la cita del tutor, de conformidad con el artículo 
346 del Código Civil, y es válido hasta que cumpla la mayoría de edad. 
  b) Por motivos familiares, para el menor de catorce años encomendados, también de 
conformidad con el artículo 9, parágrafo 4, de la ley 184 del 4 de mayo de 1983 y las 
modificaciones posteriores, o sujetas a la protección de un ciudadano italiano con la misma 
pareja; es decir, el menor de catorce años encomendado, también de conformidad con el mismo 
artículo 9, párrafo 4, de la Ley 184 de 1983 y posteriores modificaciones, o sujeto a la protección 
de un extranjero que regularmente resida en el territorio nacional o de un ciudadano italiano con 
el mismo compañero. 
Notas al Artículo 10: 
- El texto del art. 346 del código civil, es el siguiente: 
"Art. 346 Nombramiento del guardián y protector. – el juez tutelar, tan pronto como fue 
informado del hecho de la apertura de la protección, procede a la designación del guardián y 
protector ". 
- El texto del apartado 4 del art. 9 de la ley 184 del 4 de mayo de 1983, es el siguiente: "(Se 
omite). 
4. Cualquiera que no sea un pariente dentro del cuarto grado y recibe permanentemente a un 
menor en su hogar, si la recepción continúa por un período más largo a los seis meses, debe, 
después de este período, darle reporte al fiscal en el juzgado de menores. No informar puede 
conducir a la incapacidad de obtener crédito a los miembros de la familia o adoptantes y la 
incapacidad de la oficina tutelar. (Se omite).". 
Art. 11 Lista de tutores voluntarios.  
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  1. En el plazo de noventa días a partir de la fecha de entrada en vigor de la presente ley, en cada 
tribunal de menores se debe establecer una lista de Tutores voluntarios, a la que pueden 
inscribirse miembros privados, ciudadanos seleccionados y adecuadamente formados por los 
garantes de las provincias regionales y autónomas de Trento y Bolzano para infancia y 
adolescencia, dispuestos a asumir la protección de un menores extranjero no acompañado o 
cuando o de más menores, si se trata de hermanos o hermanas. Memorandos de entendimiento 
apropiados entre los garantes de niños y adolescentes antes mencionados y los presidentes de los 
Tribunales de menores están estipulados para promover y facilitar el nombramiento de tutores 
voluntarios en las regiones y provincia autónoma de Trento y Bolzano en el que el garante no 
estaba nombrado. Realiza temporalmente estos deberes, la oficina del garante de la Autoridad 
para niños y adolescentes con el apoyo de asociaciones de expertos en el campo de la migración 
y de los menores, así como de las autoridades locales, de los consejos de ordenación 
profesionales y universidades. 
  2. Las disposiciones del primer libro, título IX, del Código civil. 
Art. 12 Sistema de protección para solicitantes de asilo, refugiados y menores extranjeros 
no acompañados. 
  1. Al artículo 19 del decreto legislativo N° 142 del 18 de agosto de 2015, se realizan las 
siguientes modificaciones: 
  a) en el apartado 2, el primer período se sustituye por el siguiente: «Los menores no 
acompañados son aceptados bajo el Sistema de Protección para solicitantes de asilo, refugiados y 
menores no extranjeros acompañado, según artículo 16 del decreto ley N° 416 del 30 de 
diciembre de 1989, convertido, con modificaciones, por la ley 39 del 28 de febrero de 1990, en 
proyecto específicamente destinado a esta categoría de sujetos vulnerables. La capacidad del 
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sistema es acorde con la presencia real de menores de edad acompañados en el territorio nacional 
y, sin embargo, está establecido en límites de recursos del Fondo Nacional para políticas y 
servicios de asilo, a que se refiere el artículo 17 del decreto ley N° 416 del 30 diciembre de 1989, 
convertido, con modificaciones, por la ley 39 del 28 de febrero de 1990, para ser reprogramado 
anualmente "; 
  b) Se inserta lo siguiente después del párrafo 2: "2-bis. En la elección del lugar, entre los 
disponibles. En el lugar donde se acoja el niño, deben tenerse en cuenta las características del 
mismo menor, resultante de la entrevista referida en el artículo 19-bis, apartado 1, en relación 
con el tipo de servicios ofrecido por el servicio de recepción.  
Las estructuras en las que se aceptan menores extranjeros no acompañados deben cumplir con lo 
dispuesto en el artículo 117, párrafo segundo, literal m) de la Constitución, las normas mínimas 
de servicios y de asistencia prestada por instalaciones residenciales para menores de edad, estar 
autorizados o acreditados de acuerdo con la legislación nacional y de nivel regional. El 
incumplimiento de las declaraciones hechas a efectos de la acreditación implica la cancelación 
de la estructura de bienvenida del sistema "; 
c) en el parágrafo 3, primera oración, después de las palabras: «el menor sí encontrar» se inserta 
lo siguiente: “, sujeto a la posibilidad de traslado del niño a otro municipio” y se suman, en fin, 
las siguientes palabras: “, teniendo en cuenta principalmente el interés superior del niño”. 
  2. La sección del artículo 16 del decreto ley N° 416 del 30 de diciembre 1989, convertida, con 
modificaciones, por la ley 39 del 28 de febrero de 1990 y las modificaciones posteriores, se 
sustituye por «Sistema de protección para solicitantes de asilo, refugiados y 
menores extranjeros no acompañados ". 
Notas al Artículo 12: 
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- El texto del apartado 2 del art. 19 del decreto legislativo N° 142 del 18 de agosto de 2015, 
modificado por la presente ley, es el siguiente: 
2. Los menores no acompañados son bienvenidos en el área del sistema de protección para 
solicitantes de asilo, refugiados y los menores extranjeros no acompañados, de conformidad con 
el art. 16 del decreto ley N°416 del 30 de diciembre de 1989, convertido, con modificaciones, 
por la ley 39 del 28 de febrero de 1990 y en proyectos específicamente destinados a esta 
categoría de sujetos vulnerables. 
La capacidad del sistema es proporcional a la asistencia real de menores no acompañados en el 
territorio nacional y es, sin embargo, establecida dentro de los límites de los recursos del fondo 
de políticas y servicios nacionales de asilo, de los cuales el artículo 1 del decreto ley N° 416 del 
30 de diciembre de 1989, convertido, con modificaciones, por la ley 39 del 28 de febrero de 
1990, para ser reprogramado anualmente.  Con este fin, las Autoridades locales que participan en 
la asignación del fondo nacional para las políticas y servicios de asilo y el artículo 1 del decreto 
ley N° 416 del 30 de diciembre de 1989, convertida con modificaciones, por la ley 39 del 28 de 
febrero de 1990, prevé programas específicos de recepción reservado para menores no 
acompañados. (Se omite).". 
- El texto del apartado 3 del art. 19 del decreto legislativo N° 142 del 18 de agosto de 2015, 
modificado por esta ley, es el siguiente: 
 “3. En caso de indisponibilidad temporal en las estructuras contempladas en los apartados 1 y 2, 
la asistencia y recepción del menor está temporalmente asegurada por la autoridad pública del 
municipio en el que se encuentra el menor, sujeto a la posibilidad de ser transferido a otro 
municipio, siguiendo las directrices fijadas desde la mesa de coordinación, según el art. 16, 
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manteniendo en consideración prioritaria el interés superior del menor en los Municipios que 
ofrecen actividades de recepción. 
De conformidad con este parágrafo, el acceso a las contribuciones está disponible en el 
Ministerio del Interior, para solicitar al Fondo Nacional de recepción de menores extranjeros no 
acompañados, de los cuales el art. 1, párrafo 181(sic), de la ley 190 del 23 de diciembre de 2014, 
señala que estará dentro de los límites de los recursos del mismo Fondo ".  
La sección del art. 16 del decreto ley N° 416 del 30 de diciembre de 1989, (Reglas urgentes en 
materia de asilo Político, entrada y residencia de los ciudadanos no comunitarios y regularización 
ciudadana, ciudadanos y apátridas no pertenecientes a la UE ya presentes en el territorio del 
Estado), convertido, con modificaciones, por la ley 39 del 28 de febrero de 1990, modificado por 
la presente ley, es la siguiente: 
"1- Sistema de protección para solicitantes de asilo, refugiados y menores extranjeros no 
acompañados ". 
Artículo 13. Acompañamiento de medidas hacia la mayoría de edad y medidas de 
integración a largo plazo. 
  1. Parágrafo 1-bis del artículo 32 del Acta de Consolidación y subsiguientes modificaciones, los 
siguientes periodos se añaden al final: «El no emitir el dictamen solicitado no puede legitimar el 
rechazo de renovación del permiso de residencia. Se aplica el artículo 20 a los parágrafos 1, 2 y 3 
de la ley 241 del 7 de agosto de 1990 y posteriores modificaciones". 
  2. Cuando un menor extranjero no acompañado, al llegar a la mayoría de edad, a pesar de 
haberse embarcado en un camino de integración social, requiere un apoyo prolongado dirigido al 
éxito de los resultados, este camino debe estar dirigido a la autonomía; el juzgado de menores 
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puede disponer, también a petición de los servicios sociales, por decreto motivado, confiando a 
los servicios sociales; sin embargo, a más tardar 21 años de edad. 
Notas al Artículo 13: 
- El texto del apartado 1-bis del art. 32 del texto consolidado de las disposiciones relativas a la 
disciplina de inmigración y normas sobre el estatuto de los extranjeros, de los cuales el decreto 
legislativo N° 286 del 25 de julio de 1998, adicionado por esta ley, es el siguiente: 
"1-bis. El permiso de residencia contemplado en el apartado 1 dejará en libertad libertad para 
estudiar, acceder a trabajo subordinado o autónomo, hasta cumplir la mayor edad, a menores 
extranjeros no acompañados, encomendados en virtud del art. 2 de la ley 184 del 4 de mayo de 
1983, o sujeto a protección, previa Opinión positiva del Comité de Menores Extranjeros del cual 
hace mención el art. 33 de este texto consolidado, o para menores de edad extranjeros no 
acompañados que han sido admitidos por un período no inferior a dos años en un proyecto de 
integración social y civil gestionada por un organismo público o privado que tiene representación 
nacional y que de todos modos está inscrito en el registro establecido por la Presidencia del 
Consejo de Ministros, de conformidad con el art. 52 del Decreto N° 394 del 31 de agosto de 
1999, del Presidente de la República. 
La no emisión del dictamen solicitado no puede servir para legitimar la negativa a renovar el 
permiso de quedarse, de conformidad con el art. 20, apartados 1, 2 y 3, de la ley 241 del 7 de 
agosto de 1990 y sus modificaciones posteriores.  
Art. 14 Derecho a la salud y educación. 
  1. En el parágrafo 1 del artículo 34 del Acta consolidada, se añade, en el fin, la siguiente letra: 
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    «B-bis) menores extranjeros no acompañados, incluso en los retrasos de la liberación del 
permiso de residencia, a raíz de los informes de Ley tras su descubrimiento en el territorio 
nacional». 
  2. En el caso de menores no acompañados para la inscripción en el Servicio, la autoridad 
nacional de salud es solicitada por el operador, también a través de responsabilidad temporal, 
paterna o la persona responsable de Primera instalación de recepción. 
  3. Desde el momento de la inserción del menor en las instalaciones de recepción, instituciones 
educativas de cada orden y las instituciones educativas acreditadas por las regiones y por las 
provincias autónomas de Trento y Bolzano activan las medidas para favorecer el cumplimiento 
de la enseñanza obligatoria, de conformidad con el artículo 21, apartado 2, del decreto legislativo 
N° 142 del 18 de agosto de 2015 y la capacitación de menores extranjeros no acompañados, 
también a través de la preparación de proyectos específicos que deben proporcionar, cuando sea 
posible, para el uso o coordinación de mediadores culturales, así como las convenciones 
destinadas a promover programas de aprendizaje.  
Las administraciones interesadas proporcionan la aplicación de las disposiciones de este 
parágrafo dentro de los límites de los recursos financieros, instrumentales y humanos disponibles 
para la legislación en vigor y, en cualquier caso, sin cargos nuevos o mayores de financiación 
pública. 
  4. En el caso de menores extranjeros no acompañados, los títulos finales de los cursos de 
estudio de las instituciones educativas de cada uno, se emite orden y grado a los mismos menores 
con los datos identificadores adquiridos en el momento del registro, incluso cuando ellos mismos 
han logrado la mayoría de edad, mientras esperan su finalización del curso de estudio. 
Notas al Artículo 14: 
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- El texto del apartado 1 del art. 34 del texto consolidado de las disposiciones relativas a la 
disciplina de inmigración y normas sobre el estatuto de los extranjeros, de los cuales el decreto 
legislativo N°286 del 25 de julio de 1998, modificado por esta ley, es el siguiente: 
"Art. 34 (Asistencia a extranjeros registrados en Servicio Nacional de Salud). Ley 40 del 6 de 
marzo de 1998, Art. 32 - 1. Están obligados a registrarse en el servicio de atención médica 
nacional y de igual trato y plena igualdad de derechos y deberes con respecto a los ciudadanos 
italianos y la obligación de contribuir con la asistencia prestada en Italia, por el servicio de salud 
Nacional y su validez temporal: 
a) los extranjeros legalmente residentes que tengan actividades regulares de empleo o empleo en 
curso, trabajadores por cuenta propia o están registrados en las listas de colocación; 
b) extranjeros legalmente residentes o que han solicitado la renovación del permiso de 
residencia, por trabajo subordinado, por cuenta propia, por motivos de miembros de la familia 
para el asilo político, para el asilo humanitario, para solicitud de asilo a la espera de adopción de 
custodia para la adquisición de la ciudadanía; 
b-bis) menores extranjeros no acompañados, incluso en el más que la liberación del permiso de 
residencia, siguiendo los informes legales tras su constatación en el territorio nacional. 
- El texto del art. 21 del decreto legislativo N° 142 del 18 de agosto 2015, es el siguiente: 
"Art. 21 (Sanidad y educación de los menores de edad).  
1. Los solicitantes tienen acceso a atención y asistencia de salud según lo dispuesto en el art. 34 
del Decreto Legislativo N° 286 del 25 de julio de 1998, sin perjuicio de la aplicación del art. 35 
del mismo Decreto Legislativo tendiente a la inscripción al servicio nacional de salud. 
2. Menores solicitando protección internacional. Los hijos menores de los solicitantes de 
protección internacional están sujetos a la enseñanza obligatoria, de conformidad con el art. 38 
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del Decreto legislativo N° 286 del 25 de julio de 1998 y acceso a cursos e iniciativas de 
aprendizaje del idioma italiano contemplado en el apartado 2 del mismo artículo. 
Art. 15 Derecho a escuchar a menores extranjeros no acompañados en actas. 
 1. Después del apartado 2 del artículo 18 del decreto legislativo, N° 142 del 18 de agosto 2015, 
se insertan los siguientes: 
  "2-bis. La asistencia afectiva y psicológica de menores extranjeros no acompañados y 
asegurados, en cualquier estado y grado de procedimiento, desde la presencia de personas 
indicadas por el menor, así como grupos, fundaciones, asociaciones u organizaciones no 
Gubernamentales de probada experiencia en el campo de la asistencia a los menores extranjeros 
inscritos en el registro a que se refiere el artículo 42 del texto consolidado, según el Decreto 
legislativo N° 286 del 25 de julio de 1998, consentimiento previo del menor y admitido por la 
autoridad judicial o procedimiento administrativo. 
  2. El menor extranjero no acompañado tiene derecho a participar a través de uno de sus 
representantes legales en todos los procedimientos jurisdiccionales y administrativos que le 
conciernen y ser oído. Para este propósito, es necesaria la presencia de un mediador cultural. 
Notas al Artículo 15: 
- El texto del art. 18 del decreto legislativo N° 142 del 18 de agosto 2015, adicionada por esta 
ley, es el siguiente: 
"Art. 18 (Disposiciones sobre menores).  
1. En la aplicación de las medidas de acogida previstas por este decreto, asume carácter el interés 
superior del niño para garantizar las condiciones de vida apropiada a la edad menor, en lo que se 
refiere a protección, el bienestar y también el desarrollo social de los menores, de conformidad 
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con lo dispuesto en el art. 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño del 20 de noviembre 
de 1989, ratificada por la ley 176 del 27 de mayo de 1991. 
2. Para la evaluación de interés superior del menor es necesario escuchar al niño, tomando en 
cuenta de su edad, su grado de madurez y desarrollo personal, también para conocer la 
experiencia pasada y evaluar el riesgo de si el niño es víctima de trata de personas, así como para 
verificación de posibilidad de reunificación familiar en el sentido del art. 8, parágrafo 2, del 
reglamento de la UE n. 604/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, 
siempre que se corresponda con el interés superior del niño. 
2-bis. La asistencia afectiva y psicológica de los menores. Los extranjeros no acompañados están 
asegurados, en todos los estados y grado de tramitación, por la presencia de personas idóneas 
iniciando por el menor, así como por grupos, fundaciones, asociaciones u organizaciones no 
gubernamentales de experiencia probada en el campo del cuidado infantil de extranjeros, e 
inscritos en el registro a que se refiere el art. 42 de los textos consolidados según el decreto 
legislativo N° 286 del 25 de julio de 1998, sujeto al consentimiento del menor, y admitido por la 
autoridad judicial o administrativa que proceda. 
2-ter. El menor extranjero no acompañado tiene derecho a participar a través de un representante 
legal en todos los procedimientos jurisdiccionales y administrativos que le preocupan y ser 
escuchados sobre los méritos. Con este fin la presencia de un mediador cultural está asegurada. 
3. Los hijos menores de los solicitantes y los solicitantes. Los menores se alojan con los padres, 
hermanos solteros u otro adulto legalmente responsable, de conformidad con los artículos 343 y 
siguientes del código civil. 
4. Las medidas de acogida de los referidos en este decreto, son servicios destinados a las 
necesidades del menor, incluidas las de carácter recreativo. 
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5. Los operadores que se ocupan de menores están en el deber de mantener una calificación 
adecuada, o de lo contrario, recibir una formación específica y están sujetos a la obligación de la 
confidencialidad de los datos y la información relativa al menor. 
Art. 16 Derecho a la asistencia jurídica.  
  1. Al artículo 76 del texto unificado de las disposiciones legislativas y el reglamento sobre el 
costo de la justicia, según el decreto de Presidente de la República N° 115 del 30 de mayo de 
2002 y posteriores cambios, se añade el siguiente parágrafo al final:  
  4. El menor extranjero no acompañado involucrado a cualquier título en un procedimiento 
judicial tiene derecho a ser informado de la oportunidad de designar a un abogado de confianza, 
también a través del tutor designado o del operador de la responsabilidad paterna, en el sentido 
del artículo 3, parágrafo 1 de la ley 184 del 4 de mayo de 1983 y sus posteriores modificaciones, 
y utilizar, con base en la legislación vigente, asistencia jurídica a cargo del Estado. En cada 
estado y grado del trámite, para la implementación de las disposiciones contenidas en este 
parágrafo, están autorizadas a expensas de 771,470 euros anuales a partir del año 2017». 
 Notas al Artículo 16: 
- El texto del art. 76 del texto consolidado de las disposiciones legislativas y reglamentarias 
relativas a costos de la justicia, según decreto N° 115, del 30 de mayo de 2002, de la presidencial 
de la República, modificado por la presente ley, es el siguiente: 
"Art. 76 (L) (Condiciones de admisión).  
- 1. Puede ser admitido a patrocinio quien tenga un ingreso imponible a efectos del impuesto a la 
renta personal, resultantes de la última declaración, sin exceder los 11.528,41 euros. 
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- 2. Salvo lo dispuesto en el art. 92, si el interesado vive con el cónyuge u otros miembros de la 
familia, el ingreso consiste en la suma de los ingresos obtenidos en el mismo período de cada 
miembro de la familia, incluyendo el instante. 
 - 3. A efectos de determinar los límites de ingresos, se tienen en cuenta también los ingresos que 
por ley están exentos del impuesto a la renta personal (IRPEF) o que están sujetos a la retención 
de impuestos como un impuesto, o impuesto sustitutivo. 
4. Solo se tienen en cuenta los ingresos personales, cuando son objeto de los derechos de la 
personalidad, es decir, en los procesos en los que los intereses del solicitante están en conflicto 
con los de los demás miembros del núcleo Familiar con él viviendo juntos. 
4-bis. Para los que ya fueron condenados con una sentencia definitiva por los delitos 
contemplados en los artículos 416-bis del Código Penal, 291 del texto consolidado a que se 
refiere el decreto N° 43 del 23 de enero de 1973, del Presidente de la República, limitado a los 
supuestos agravados conforme al art. 80, y 74, parágrafo 1, del texto consolidado a que se refiere 
el decreto N°309 del 9 de octubre de 1990, del Presidente de la República, así como por delitos 
cometidos utilizando las condiciones establecidas del citado art. 416-bis o para facilitar la 
actividad de las asociaciones aportadas por el mismo artículo, a los efectos del presente decreto, 
los ingresos sí lo considera por encima de los límites establecidos. 
4-ter. La persona ofendida por los delitos contemplados en los artículos 572, 583-bis, 609-bis, 
609-quater, 609-octies y 612-bis, así como, cuando se cometan contra niños, los crímenes de los 
cuales a los artículos 600, 600-bis, 600-ter, 600-quinquies, 601, 602, 609 quinquies y 609 
undecies del código penal, pueden ser admitidos a patrocinio incluso en derogación de los límites 
de los ingresos previstos en este decreto. 
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4-c. El menor extranjero no acompañado involucrado de cualquier manera en un procedimiento 
judicial, tiene el derecho a ser informado sobre la oportunidad de nombrar un abogado de 
confianza, también a través del tutor designado o del operador de responsabilidad parental, en 
virtud del art. 3, parágrafo 1, de la ley 184 del 4 de mayo de 1983 y posteriores modificaciones, y 
de uso, con base en la legislación vigente, de asistencia letrada a cargo del Estado en cada estado 
y grado de los procedimientos. Para la implementación de las disposiciones contenidas en este 
parágrafo están autorizados gastos de 771.470 € anuales a partir del año 2017. 
Art. 17 Menores traficados.  
  1. En el parágrafo 2 del artículo 13 de la ley 228 del 11 de agosto de 2003, finalmente se añade 
el siguiente período: «La protección particular debe estar garantizada contra menores extranjeros 
no acompañados, preparando un programa de asistencia específico que garantice condiciones 
adecuadas de acogida y asistencia psicosocial, en salud y legal, proporcionando soluciones a 
largo plazo, también más allá del cumplimiento de la mayoría de edad. 
  2. En el caso de niños víctimas de trata, se aplican en todos los estados y grado del 
procedimiento, las disposiciones del artículo 18, parágrafos 2, 2-bis y 2-ter, del decreto 
legislativo N° 142 del 18 de agosto de 2015 y del artículo 76, parágrafo 4-quater, del texto 
compilado a que se refiere el decreto del Presidente de la República N° 115 del 30 de mayo de 
2002, también con el propósito de garantizar al niño la asistencia adecuada para la 
indemnización de daños. 
  3. Para los fines mencionados en el apartado 2, el gasto de € 154,080 por año a partir del año 
2017. 
  4. Para la aplicación de las demás disposiciones contenidas en este artículo, se destinará dentro 
de los límites de los recursos humanos, recursos financieros e instrumentales disponibles en 
216 
 
virtud de la legislación vigente; en todo caso, sin cargos nuevos o mayores en las finanzas 
públicas. 
Notas al Artículo 17: 
- El texto del art. 13 de la ley 228 del 11 de agosto del 2003 (Medidas contra la trata de 
personas), así como la modifica esta ley, es la siguiente: 
"Art. 13 (Establecimiento de un programa especial de asistencia a las víctimas de los delitos 
previstos en los artículos 600 y 601 del código penal).  
- 1. De los casos previstos en el art. 16-bis del decreto ley N°8 del 15 de enero de 1991, 
modificado por la ley 82 del 15 de marzo de 1991 y posteriores adiciones, para las víctimas de 
delitos previstos en los artículos 600 y 601 del código penal, tales como los sustituidos, 
respectivamente, por los artículos 1 y 2 de la presente ley, se establece, dentro de los límites de 
los recursos ya mencionados en el apartado 3, un programa de asistencia especial que garantiza, 
con carácter temporal, las condiciones adecuadas de vivienda, alimentación y sanidad. El 
programa está definido por un reglamento que se adoptará de conformidad con el artículo 17, 
parágrafo 1, de la ley 400 del 23 de agosto de 1988, a propuesta del Ministro para la igualdad de 
oportunidades, de forma concertada con el ministro del Interior y el ministro de justicia. 
2. Si la víctima del delito a que se refieren los artículos 600 y 601 del código penal es persona 
extranjera, las disposiciones del art. 18 del citado texto consolidado según el decreto legislativo 
N° 286 de 1998, debe garantizarse una protección particular hacia menores extranjeros no 
acompañados, preparando un programa de asistencia específico que asegure condiciones 
adecuadas de recepción y asistencia psicosocial, sanitario y legal, aportando soluciones a largo 
plazo, incluso más allá de la finalización de la mayoría de edad. 
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2-bis. Para definir estrategias plurianuales de intervención para la prevención y contraste con el 
fenómeno de la trata y la grave explotación de los seres humanos, así como acciones dirigidas a 
la sensibilización, en prevención social, emergencia e integración, protección social de las 
víctimas, mediante resolución del Consejo de ministros, a propuesta del Presidente del Consejo 
de ministros y el ministro del Interior en el ámbito de competencias respectivas, previa consulta a 
los demás ministros, el interesado, sujeto a la adquisición del acuerdo en el momento de 
Conferencia unificada, se adopta el Plan Nacional de Acción contra la trata y la grave 
explotación de los seres humanos.  
A la primera aplicación, se adopta el Plan dentro de los tres meses siguientes a la fecha de 
entrada en vigor de la presente disposición. 
3. La carga derivada de la aplicación del presente artículo, se fija en 2,5 millones de euros 
anuales, a partir de 2003. La consignación se realiza por corresponsal con reducción de los 
créditos consignados a efectos del presupuesto, por un período de tres años (2003-2005), dentro 
del alcance de la unidad de previsión básica de la parte actual "Fondo Especial" del estado de 
pronóstico del Ministerio de Economía y Finanzas, para el año 2003, con el propósito de utilizar 
parcialmente la provisión para el mismo ministerio. 
4. El Ministro de Economía y Finanzas queda autorizado para hacer cambios en el presupuesto y 
las disposiciones necesarias con sus propios decretos. 
- Para el texto del art. 18 del decreto legislativo N° 142 del 18 de agosto del 2015, adicionada por 
esta ley, Ver nota al art. 15, parágrafo 1; 
- Para el art. 76 del texto consolidado de las disposiciones legislativas y reglamentarias relativas 
a costos de la justicia, según decreto N° 115 del 30 de mayo de 2002 de la Presidencial de la 
República, modificado por la Ley actual, ver nota al art. 16. 
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Art. 18 Menores solicitando protección internacional. 
 1. Al decreto legislativo N° 25 del 28 de enero de 2008, se hacen las siguientes modificaciones: 
  a) en el parágrafo 3 del artículo 13 se añade lo siguiente al final Período: "En cualquier caso, se 
aplicarán las disposiciones del artículo 18 del apartado 2 del decreto legislativo N° 142 del 18 de 
agosto de 2015; 
  b) en el parágrafo 1 del artículo 16 se añade lo siguiente al final Periodo: «Para menores 
extranjeros no acompañados se aplican las disposiciones del parágrafo 4 del artículo 76 del texto 
consolidado mencionado en el decreto N° 115 del 30 de mayo de 2002, del Presidente de la 
República; 
  c) en el parágrafo 5 del artículo 26, después de las palabras: "El tutor" son, inserte lo siguiente: 
«, o la persona a cargo de la estructura de recepción de conformidad con el artículo 3, parágrafo 
1 de la ley 184 del 4 de mayo de 1983 y posteriores modificaciones». 
Notas al Artículo 18: 
- El texto del art. 13 del decreto legislativo N° 25 del 28 de enero 2008, (Aplicación de la 
Directiva 2005/85 / CE, establece normas mínimas para los procedimientos aplicados en los 
Estados miembros, a efectos de reconocimiento y revocación del estatuto de refugiado), en su 
versión modificada por la presente ley, es el siguiente: 
"Art. 13 (Criterios aplicables a la entrevista personal). 
- 1. La entrevista personal se realiza en sesión no pública, sin la presencia de familiares, salvo 
que la autoridad de decisión considere que un examen adecuado también implica la presencia de 
otros miembros de la familia. 
219 
 
1-bis. Durante la entrevista, al solicitante se le asegura la posibilidad de exponer de manera 
integral los argumentos utilizados como base para la solicitud, de conformidad con el art. 3 del 
decreto legislativo N° 251 del 19 de noviembre de 2007. 
2. En presencia de un ciudadano extranjero, cumpliendo los requisitos del art. 8 del decreto 
legislativo N° 140 del 30 de mayo de 2005; en la entrevista, puede haber personal de apoyo para 
prestar la asistencia necesaria. 
3. La entrevista del menor tiene lugar ante un miembro de la comisión con formación específica, 
en presencia del padre o tutor que ejerce la responsabilidad, así como del personal mencionado 
en apartado 2.  Si hay razones justificadas, la Comisión territorial puede volver a escuchar al 
menor, incluso sin la presencia del padre o tutor, sin perjuicio de la presencia del personal a que 
se refiere el apartado 2, si se considera necesario en relación con la situación personal del niño, 
su grado de madurez, desarrollo y en interés exclusivo del niño.  En cualquier caso, teniendo en 
cuenta las disposiciones del art. 18, párrafo 2, del Decreto legislativo N° 142 del 18 de agosto de 
2015. 
4. Si el ciudadano extranjero es asistido por un abogado en virtud del art. 16, estos son admitidos 
a asistir a la entrevista, pueden pedir ver el informe y adquirir una copia del mismo». 
- El texto del art. 16 del decreto legislativo N° 25 del 28 de enero 2008, modificado por esta ley, 
es el siguiente: 
"Art. 16 (Derecho de asistencia y representación Legal). 
- 1. El ciudadano extranjero puede ser asistido, a su cargo, por un abogado. Para menores 
extranjeros no acompañados, se aplican las disposiciones del art. 76, párrafo 4-quater, del texto 
consolidado a que se refiere el decreto del Presidente de la República N° 115 del 30 de mayo de 
2002. 
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2. En caso de apelación de las decisiones en sede jurisdiccional, el ciudadano extranjero es 
asistido por un Abogado y es admitido en asistencia jurídica donde se produzcan las condiciones 
establecidas por el decreto N° 115 del 30 de mayo de 2002 del presidente de República. En 
cualquier caso, se aplica la certificación de ingresos producidos en el extranjero, se aplica el 
Artículo 94 del mismo decreto ". 
- El texto del art. 26 del decreto legislativo N° 25 del 28 de enero del 2008, modificado por esta 
esta Ley, es el siguiente: 
"Art. 26 (Investigación de la solicitud de protección internacional).  
- 1. Se presenta la solicitud de asilo a la oficina de la policía fronteriza o a la estación de policía 
competente para el lugar de estancia. En el caso de la presentación de la solicitud a la oficina 
fronteriza, se envía al solicitante a la sede de la policía competente en el territorio, para la 
adopción de las medidas señaladas en el párrafo 2.  
En los casos en que el solicitante es una mujer, personal femenino participa en las operaciones. 
2. La policía, habiendo recibido la solicitud de protección Internacional, recibe las declaraciones 
de la solicitante en modelos especiales preparados por la Comisión Nacional, a la que se adjunta 
la documentación prevista por el art. 3 del decreto legislativo N° 251 del 19 de noviembre del 
2007.  
Las actas son aprobadas y firmadas por el solicitante a quien se le expida una copia, junto con la 
copia de la documentación adjunta. 
2-bis. El informe a que se refiere el apartado 2 se redacta dentro de los tres días hábiles desde la 
manifestación de la voluntad para solicitar protección, o dentro de los seis días hábiles en el 
evento que la voluntad se manifieste a la oficina de la policía fronteriza.  
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Los términos son prorrogables por diez días hábiles, en presencia de un alto número de 
solicitudes. 
3. Salvo lo dispuesto en el art. 28, apartado 3, en los    casos sujetos al procedimiento establecido 
en el Reglamento (UE) No. 604/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo de 26 de junio de 
2013, la comisaría inicia los trámites para la determinación del Estado responsable para la 
aplicación del examen, según lo dispuesto en el art. 3, párrafo 3. 
4. Cuando la solicitud es presentada por un no-niño acompañado, la autoridad que lo recibe 
suspende el procedimiento, informa inmediatamente al tribunal de menores y al juez de tutela, 
para la apertura de la protección y para el nombramiento del tutor, o de la persona a cargo de la 
instalación de recepción conforme al art. 3, párrafo 1, de la ley 184 del 4 de mayo de 1983 y 
posteriores modificaciones, de conformidad con los artículos 343 y siguientes, del Código civil.  
El juez tutelar en las cuarenta y ocho horas siguientes a la comunicación de la jefatura de policía, 
nombra el tutor. El tutor hace contacto inmediato con el menor para informarle su nombramiento 
y con la Estación de policía para la confirmación de la solicitud para fines del curso posterior al 
procedimiento de examen referido. 
6. La autoridad que recibe la solicitud conforme al parágrafo 5, informa inmediatamente al 
Servicio Central del sistema de protección de los solicitantes de asilo y refugiados a los que se 
refiere el arte 1-sexies del decreto ley 416 del 30 de diciembre de 1989, convertida con 
modificaciones, por la ley 39 del 28 de febrero de 1990, para la inserción del menor en una de las 
estructuras que operan dentro del sistema de protección, él mismo lo comunica al juzgado de 
menores y al juez tutelar. En caso de que no sea posible la inclusión inmediata del niño en una de 
las estructuras, la asistencia y acogida del niño será asegurada temporalmente por la autoridad 
pública del Municipio donde se encuentra el niño. 
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Art. 19 Intervención en asociaciones de protección judicial. 
   1. Las asociaciones inscritas en el registro contemplado en el artículo 42 del texto único, y 
posteriores modificaciones, pueden intervenir en las sentencias relativas a menores extranjeros 
no acompañados y presentar recursos ante la jurisdicción administrativa para la anulación de 
actos ilegítimos. 
 Notas al Artículo 19: 
- El texto del art. 42 del texto consolidado de las disposiciones relativas a las normas de 
inmigración y reglas sobre la condición del extranjero, contempladas en el Decreto Legislativo 
N° 286 del 25 de julio de 1998, es el siguiente: 
"Art. 42 (Medidas de integración social) (Ley 40 del 6 de marzo de 1998, art. 40; Ley 943 del 30 
de diciembre de 1986, el art. 2).  
- 1. El Estado, las regiones, las provincias y los municipios, dentro del ámbito de sus 
competencias, también en colaboración con asociaciones extranjeras y con organizaciones que 
operan permanentemente a su favor, así como en colaboración con las autoridades u organismos 
públicos y privados del País de origen facilitarán: 
a) Actividades emprendidas a favor de los extranjeros que residen regularmente en Italia, 
también con el fin de tomar cursos de lengua y cultura de origen, en las escuelas extranjeras e 
instituciones culturales que operan legalmente en la República, de conformidad con el Decreto 
del Presidente de la República N° 389 del 18 de abril de 1994, posteriores modificaciones y 
adiciones; 
b) La difusión de cualquier información útil a la inclusión de extranjeros en la empresa italiana 
en particular en relación con sus derechos y deberes, diferentes oportunidades de integración y 
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crecimiento personal, servicios comunitarios ofrecidos por las administraciones públicas y 
asociaciones, así como las posibilidades de una reintegración positiva en el país de origen; 
c) conocimiento y realce de expresiones culturales, recreativas, sociales, económicas y religiosas 
de los extranjeros que residen legalmente en Italia y cada iniciativa de información sobre las 
causas de la inmigración de la prevención de la discriminación racial o xenofobia; también a 
través de la colección en el bibliotecas escolares y universitarias, de libros, publicaciones 
periódicas y material audiovisual producido en la lengua de los países de origen de los 
extranjeros residentes en Italia o viniendo de ellos; 
d) La realización de convenios con asociaciones debidamente inscritas en el registro mencionado 
en el apartado 2 para empleo dentro de sus propias instalaciones extranjeras, titulares de tarjetas 
de residencia o permisos de residencia de duración no inferior a dos años, en calidad de 
mediadores interculturales para facilitar las relaciones entre administraciones individuales y 
extranjeros pertenecientes a las diferentes etnias, nacionales, lingüísticas y religiosas; 
e) la organización de cursos de formación, inspirados en criterios de convivencia en una sociedad 
multicultural y de prevención de conductas discriminatorias, xenófobas o racistas, para los 
operadores de órganos y oficinas de entidades públicas y privadas que tienen relaciones 
consuetudinarias con extranjeros, o aquellos que tienen habilidades relevantes en asuntos de 
inmigración 
2. Para los fines indicados en el apartado 1, se establece en la Presidencia del Consejo de 
Ministros - Departamento de asuntos sociales un registro de asociaciones seleccionadas de 
acuerdo con los criterios y requisitos previstos en el Reglamento de aplicación. 
3. Sin perjuicio de las iniciativas promovidas por las regiones y por las autoridades locales, con 
el fin de identificar, con la participación de ciudadanos extranjeros, iniciativas adecuadas para 
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eliminar obstáculos que eviten el ejercicio efectivo de los derechos y deberes de los extranjeros, 
se establece el Consejo Nacional de Economía y trabajo, un organismo nacional de coordinación. 
El Consejo Nacional de Economía y el de trabajo, como parte de sus atribuciones, lleva a cabo, 
además, las tareas de estudio y promoción de actividades dirigidas a fomentar la participación de 
los extranjeros en la vida pública y la circulación de información en aplicación del presente texto 
consolidado. 
4. Con el fin de adquirir las observaciones de las organizaciones y asociaciones nacionales más 
activas en la asistencia e integración de los inmigrantes referidos en el art. 3, apartado 1, y de la 
relación con los Consejos territoriales en el art. 3, apartado 6, así como el examen de los 
problemas relacionados con la condición de los inmigrantes extranjeros, se establece en la 
Presidencia del Consejo de Ministros, el Consejo para los problemas de los inmigrantes 
extranjeros y sus familias, presidido por el Presidente del Consejo de Ministros o por un ministro 
delegado. 
De la Consulta están llamados a formar parte, con Decreto del Presidente del Consejo de 
Ministros: 
a) representantes de asociaciones y entidades presentes en el organismo mencionado en el 
apartado 3 y representantes de asociaciones que realicen actividades de particular significativo en 
el sector de la inmigración en número no menos de diez; 
b) representantes de extranjeros designados por las asociaciones más representativas que operan 
en Italia, en número no inferior a seis; 
c) Representantes designados por las confederaciones de sindicatos nacionales de trabajadores, 
en no menos de cuatro; 
225 
 
d) representantes designados por las organizaciones de sindicatos nacionales de los empleadores 
de los diferentes sectores económicos, no inferior a tres; 
e) ocho expertos designados respectivamente por los ministerios de trabajo y seguridad social, de 
educación, del interior, de la gracia y de la justicia, de asuntos exteriores, finanzas y los 
departamentos de solidaridad social e igualdad de oportunidades; 
f) ocho representantes de las autonomías locales, de los cuales, dos son designados por las 
regiones, uno por la Asociación Consejo Nacional de Municipios Italianos (ANCI), uno de la 
Unión de Provincias italianas (UPI) y cuatro de la Conferencia. Unificado según el decreto 
legislativo N° 281 del 28 de agosto de 1997; 
g) Dos representantes del Consejo Nacional de economía y trabajo (CNEL); 
g-bis) expertos en temas de inmigración en número no mayor de diez. 
5. Por cada miembro permanente de la Consulta es nombrado un suplente. 
6. La facultad de las regiones para establecer, permanece en analogía con lo dispuesto en el 
párrafo 4, letras a), b), c), d) y g), con competencia en las materias que les sean asignadas por la 
Constitución y por las leyes del Estado, consultados por cuestiones regionales para trabajadores 
no comunitarios y de sus familias. 
7. El reglamento de aplicación establece los procedimientos de constitución y funcionamiento 
del Consejo mencionado en el apartado 4 y de los consejos territoriales. 
8. La participación en las consultas de conformidad con los párrafos 4 y 6 de los miembros 
mencionados en este artículo y de los suplentes es gratis, con exclusión del reembolso de 
cualquier gasto de viaje para aquellos que no son dependientes de la Administración Pública y no 
residen en el municipio en el que se encuentran los citados organismos. 
Art. 20 Cooperación internacional.  
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  1. Italia promueve la cooperación internacional más estrecha, en particular a través del 
instrumento de acuerdos bilaterales y la Financiación de programas de cooperación al desarrollo 
en los países de origen, con el fin de armonizar la normativa legal, Internacional y nacional, del 
sistema de protección infantil de extranjeros no acompañados, favoreciendo un enfoque 
integrado de las prácticas para garantizar la plena protección del interés superior de los menores 
de edad. 
Art. 21 Provisiones financieras.  
  1. En el artículo 48 de la ley 222 del 20 de mayo de 1985, después de la Palabra: "refugiados" 
se insertan los siguientes: "y para menores extranjeros no acompañados». 
  2. A las cargas que se derivan de los artículos 16 y 17, párrafo 3, iguales a € 925,550 por año a 
partir del año 2017, es proporcionado por correspondiente reducción en la asignación del fondo 
especial de la parte actual registrada, a los fines del presupuesto trienal 2017-2019, bajo el 
programa "Reserva y fondos especiales" de la misión «Fondos a distribuir» de las estimaciones 
del Ministerio de Economía y finanzas para el año 2017, con el fin de utilizar parcialmente la 
disposición relacionada con el Ministerio de Justicia. 
  3. De la implementación de esta ley, con la excepción de las disposiciones contempladas en el 
artículo 16 y en el artículo 17, apartado 3, no deben surgir nuevas o mayores cargas financieras 
públicas. 
  4. El Ministro de Economía y Finanzas está autorizado para realizar los cambios necesarios a 
los estados financieros por decreto. 
Notas al Artículo 21: 
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El texto del art. 48 de la ley 222 del 20 de mayo de 1985 (Disposiciones sobre órganos y bienes 
eclesiásticos en Italia y para el sustento del clero católico en servicio en las diócesis), en su 
forma enmendada por esta ley, es el siguiente: 
"Art. 48. - Las cuotas previstas en el art. 47, segundo párrafo, se utilizan por el Estado para 
intervenciones extraordinarias para el hambre mundial, desastres naturales, asistencia a 
refugiados y menores extranjeros no acompañados; conservación de los bienes culturales, y la 
reestructuración, mejora, seguridad, ajuste sísmico y eficiencia energética de las propiedades 
públicas utilizadas para la educación escolar; de la iglesia Católica para las necesidades de la 
población, apoyo del clero, intervenciones caritativas a favor de la comunidad nacional o países 
del tercer mundo". 
Art. 22 Disposiciones de ajuste.  
  1. Dentro de un mes de la fecha efectiva de esta ley, el Gobierno hará los cambios necesarios al 
reglamento a que se refiere el decreto del Presidente de la República del 31 de agosto de 1999, n. 
394, y contemplado en el decreto del Presidente del Consejo de ministros del 9 de diciembre de 
1999, n. 535. 
Se insertará la presente ley, que lleva el sello del Estado, en la Colección oficial de los actos 
normativos de la República Italiana. 
Cualquier persona es responsable de observarlo y está obligado a hacerlo observar como ley 
estatal. 
Notas al Artículo 22: 
- El decreto N° 394 del 31 de agosto de 1999, del Presidente de la República, contiene: 
«Reglamento que contiene normas de aplicación del texto consolidado de las disposiciones 
pertinentes. 
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Reglamento de inmigración y disposiciones sobre la condición del extranjero, en virtud del art. 1, 
apartado 6, del Decreto Legislativo N° 286 del 25 de julio de 1998». 
- El decreto N° 535 del 9 de diciembre de 1999, del presidente del Consejo de Ministros, 
contiene: «Reglamento concerniente a las funciones del Comité de menores extranjeros, de 
conformidad con lo normado en el artículo. 33, apartados 2 y 2-bis, del decreto legislativo N° 
286 del 25 Julio de 1998». 
Fechado en Roma, el 7 de abril de 2017. 
 
MATTARELLA GENTILONI SILVERI, 
Presidente del consejo de ministros 
Visto, el ministro de Justicia: Orlando. 
 
Recuperado de: https://www.gazzettaufficiale.it/eli/id/2017/04/21/17G00062/sg  
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Anexo 2. Respuesta Derecho de Petición Migración Colombia 
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0 a 5 6 a 10 11 a 15 16 a 17 Total 0 a 5 6 a 10 11 a 15 16 a 17 Total 0 a 5 6 a 10 11 a 15 16 a 17 Total 0 a 5 6 a 10 11 a 15 16 a 17 Total
Estados Unidos 28.645     21.350     18.342     6.155       74.492     29.037     22.780     20.618     6.871       79.306     28.266     21.699     20.106     7.166       77.237     31.462     24.376     23.780     8.719       88.337     319.372         
Venezuela 11.938     8.233       7.644       3.392       31.207     12.207     9.245       9.363       4.664       35.479     28.688     20.789     16.176     7.446       73.099     45.376     41.356     31.618     14.135     132.485   272.270         
Panamá 7.961       5.124       5.090       2.254       20.429     9.155       6.705       7.246       3.042       26.148     10.138     7.730       8.194       3.700       29.762     10.243     8.692       9.317       4.154       32.406     108.745         
Ecuador 5.669       4.176       4.761       2.329       16.935     5.905       4.770       5.476       2.448       18.599     6.062       5.003       5.385       2.570       19.020     7.989       6.200       6.238       2.810       23.237     77.791           
Perú 3.843       3.238       4.220       2.773       14.074     3.891       3.185       4.527       2.668       14.271     4.532       3.747       5.034       3.182       16.495     5.264       4.485       5.770       3.217       18.736     63.576           
España 6.903       4.202       3.076       866          15.047     6.340       4.200       3.362       840          14.742     6.211       4.180       3.602       1.047       15.040     6.104       4.203       3.708       1.157       15.172     60.001           
Chile 4.386       2.511       2.757       1.068       10.722     5.169       3.225       3.574       1.368       13.336     5.784       3.586       3.681       1.589       14.640     6.647       4.145       3.935       1.664       16.391     55.089           
México 3.836       2.421       2.504       1.097       9.858       4.071       2.618       2.736       1.206       10.631     4.630       2.893       3.286       1.469       12.278     4.929       3.049       3.685       1.654       13.317     46.084           
Argentina 2.252       1.199       1.384       588          5.423       2.513       1.434       1.722       680          6.349       3.397       2.072       2.268       1.011       8.748       3.527       2.248       2.614       1.089       9.478       29.998           
Brasil 1.943       1.293       1.541       793          5.570       2.450       1.714       2.011       938          7.113       2.606       1.979       2.313       1.005       7.903       2.750       2.115       2.497       1.068       8.430       29.016           
Canadá 2.106       1.103       744          307          4.260       2.051       1.261       877          271          4.460       2.370       1.409       1.061       347          5.187       2.647       1.743       1.296       488          6.174       20.081           
Costa Rica 962          835          770          243          2.810       1.039       924          857          327          3.147       1.131       1.059       1.137       444          3.771       1.174       1.027       1.209       525          3.935       13.663           
Francia 1.269       733          689          354          3.045       1.182       669          786          331          2.968       1.215       777          807          395          3.194       1.237       923          858          423          3.441       12.648           
Alemania 1.213       675          752          464          3.104       1.141       602          659          355          2.757       1.133       637          695          434          2.899       1.194       634          723          356          2.907       11.667           
Aruba 888          624          667          330          2.509       909          704          708          297          2.618       1.064       844          839          412          3.159       1.061       937          938          438          3.374       11.660           
Países Bajos 1.060       657          624          313          2.654       1.074       723          788          321          2.906       1.053       670          705          285          2.713       1.091       769          764          409          3.033       11.306           
Reino Unido 1.209       614          486          209          2.518       1.400       680          550          218          2.848       1.364       700          567          189          2.820       1.413       765          669          180          3.027       11.213           
El Salvador 663          523          459          217          1.862       656          620          624          252          2.152       746          601          567          253          2.167       617          491          590          312          2.010       8.191             
República Dominicana 508          338          361          151          1.358       618          503          446          155          1.722       693          568          576          259          2.096       930          722          821          408          2.881       8.057             
Bolivia 341          259          368          181          1.149       464          349          473          205          1.491       446          298          342          208          1.294       529          365          386          162          1.442       5.376             
Guatemala 386          230          223          113          952          384          294          273          154          1.105       317          238          237          117          909          360          254          303          173          1.090       4.056             
Puerto Rico 224          182          215          108          729          261          212          235          143          851          276          236          257          137          906          288          257          403          212          1.160       3.646             
Cuba 129          139          142          90            500          122          93            108          102          425          143          117          160          65            485          255          313          365          181          1.114       2.524             
Italia 289          184          155          80            708          278          168          141          53            640          226          132          120          45            523          242          166          137          52            597          2.468             
Uruguay 97            54            68            28            247          127          70            155          58            410          206          126          210          79            621          316          235          326          116          993          2.271             
Suiza 160          113          102          41            416          147          100          110          34            391          150          111          89            33            383          200          135          115          45            495          1.685             
Paraguay 69            46            106          41            262          98            83            196          54            431          123          78            88            74            363          136          97            126          80            439          1.495             
Australia 151          61            30            26            268          198          62            33            14            307          228          71            33            9              341          288          99            42            20            449          1.365             
Honduras 94            64            54            33            245          89            93            100          47            329          51            47            56            43            197          79            62            73            42            256          1.027             
Portugal 231          160          173          69            633          60            36            38            17            151          30            31            23            6              90            30            38            28            7              103          977                
Turquía 8              3              4              14            29            122          99            81            37            339          102          83            93            48            326          75            70            69            31            245          939                
Suecia 102          63            30            13            208          72            50            50            11            183          71            67            38            22            198          68            51            53            20            192          781                
Bélgica 50            38            31            15            134          63            65            46            20            194          60            49            45            25            179          98            68            59            35            260          767                
Curazao 65            27            30            12            134          -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           227          164          135          65            591          725                
Noruega 67            20            17            13            117          43            25            20            11            99            46            24            23            6              99            41            38            31            6              116          431                
Nicaragua 28            18            26            12            84            23            28            29            21            101          23            19            33            7              82            45            28            32            22            127          394                
Israel 46            18            14            10            88            37            23            15            7              82            33            22            14            4              73            35            20            14            6              75            318                
Dinamarca 31            12            18            14            75            26            10            23            5              64            40            18            16            5              79            28            18            18            4              68            286                
Barbados 5              -           -           1              6              40            31            18            8              97            38            27            21            14            100          3              1              -           52            56            259                
Trinidad y Tobago 22            16            14            7              59            25            13            8              7              53            23            22            20            8              73            15            12            10            13            50            235                
China 40            13            4              17            74            27            13            3              1              44            19            21            5              5              50            31            18            7              4              60            228                
Austria 25            17            3              8              53            21            13            11            7              52            18            19            10            5              52            25            18            13            6              62            219                
Japón 17            11            13            19            60            16            15            20            4              55            13            11            8              6              38            25            14            10            2              51            204                
Federación de Rusia 21            7              7              7              42            18            5              11            3              37            8              7              2              1              18            27            16            8              4              55            152                
Nueva Zelanda 11            3              3              1              18            12            7              4              3              26            13            7              8              4              32            26            12            3              4              45            121                
Surinam 6              1              2              1              10            4              4              85            1              94            1              1              -           1              3              7              1              5              -           13            120                
Emiratos Árabes 14            8              1              1              24            18            10            8              1              37            14            6              5              -           25            18            6              3              -           27            113                
India 7              3              7              6              23            16            7              6              7              36            8              9              2              -           19            7              10            1              1              19            97                  
República de Irlanda 7              6              2              1              16            11            8              1              -           20            11            9              5              1              26            22            7              5              1              35            97                  
Finlandia 16            8              4              -           28            9              9              2              1              21            10            9              2              -           21            11            10            3              -           24            94                  
Jamaica 5              10            8              22            45            7              5              2              -           14            5              1              5              3              14            7              5              3              1              16            89                  
República de Corea 6              3              5              11            25            5              4              8              3              20            6              7              9              2              24            5              8              2              1              16            85                  
Polonia 3              3              2              15            23            11            1              6              2              20            5              9              2              2              18            12            8              4              -           24            85                  
República Checa 9              3              1              1              14            4              2              1              1              8              5              13            2              1              21            13            9              7              7              36            79                  
Islas Caimán/Territorio Británico de Ultramar7             3              -           1              11            11            12            2              1              26            12            7              1              -           20            5              4              5              4              18            75                  
Bahamas 6              5              2              3              16            3              -           4              -           7              4              3              2              2              11            9              6              4              2              21            55                  
Líbano 8              3              4              4              19            7              2              2              2              13            1              2              4              1              8              3              7              3              1              14            54                  
Arabia Saudita 4              3              -           2              9              9              6              2              -           17            2              4              1              -           7              3              8              6              1              18            51                  
Grecia 3              2              5              7              17            7              4              4              1              16            1              1              1              2              5              5              5              1              1              12            50                  
Sudáfrica 4              -           6              5              15            3              2              4              3              12            5              4              1              1              11            3              4              1              3              11            49                  
Belice 3              2              2              1              8              2              1              4              2              9              6              3              -           1              10            5              6              4              5              20            47                  
Costa de Marfil -           1              1              -           2              5              1              1              1              8              7              6              4              2              19            4              6              4              -           14            43                  
Singapur 8              3              2              2              15            2              2              -           -           4              3              9              1              -           13            4              5              2              -           11            43                  
Rumania 2              1              -           3              6              7              5              2              1              15            3              4              2              1              10            3              2              2              1              8              39                  
Luxemburgo 3              1              1              1              6              4              3              1              -           8              5              -           -           -           5              9              6              2              1              18            37                  
Granada -           2              1              -           3              -           -           -           -           -           14            11            3              -           28            1              1              -           2              4              35                  
Haití -           1              -           -           1              1              -           -           -           1              2              2              3              1              8              2              -           16            4              22            32                  
Kenia -           -           2              18            20            1              3              1              1              6              1              1              -           -           2              -           2              1              -           3              31                  
Hong Kong 1              1              -           2              4              5              1              -           -           6              4              1              2              1              8              5              4              2              1              12            30                  
Hungría 2              2              1              5              10            3              -           -           1              4              -           1              1              -           2              8              5              -           1              14            30                  
República de Belarús 1              -           1              2              4              2              -           -           1              3              3              1              -           1              5              7              3              5              2              17            29                  
Eslovenia -           -           1              6              7              2              -           -           -           2              1              5              1              -           7              6              4              3              -           13            29                  
Tailandia -           -           1              3              4              2              3              3              5              13            -           -           -           1              1              -           -           3              7              10            28                  
Guadalupe/Territorio Francés 4              2              2              1              9              1              4              -           -           5              1              1              1              -           3              4              2              1              2              9              26                  
Egipto 5              -           -           1              6              3              1              2              2              8              -           2              1              1              4              3              2              1              1              7              25                  
Islandia 1              -           -           -           1              4              -           4              -           8              4              2              2              1              9              3              3              -           -           6              24                  
Argelia -           1              -           1              2              -           1              1              -           2              1              3              1              -           5              4              3              5              2              14            23                  
Taiwán -           1              2              4              7              2              5              -           -           7              -           1              -           -           1              4              3              1              -           8              23                  
Eslovaquia 1              2              2              -           5              -           -           -           -           -           4              5              -           -           9              4              1              1              1              7              21                  
Guyana 2              1              1              -           4              5              2              -           -           7              4              2              1              -           7              -           -           2              1              3              21                  
Ucrania 1              -           2              8              11            -           1              -           -           1              2              2              2              -           6              1              1              -           -           2              20                  
Bahréin 1              2              1              2              6              3              1              1              1              6              -           3              -           -           3              1              1              1              -           3              18                  
Qatar 3              2              1              1              7              2              2              -           -           4              -           2              -           -           2              3              2              -           -           5              18                  
Filipinas 1              1              -           -           2              6              -           -           -           6              -           1              2              -           3              3              1              1              -           5              16                  
Letonia -           1              -           4              5              1              4              1              -           6              1              2              -           -           3              2              -           -           -           2              16                  
Dominica 5              -           2              1              8              2              1              3              -           6              -           -           1              -           1              -           -           -           -           -           15                  
Lituania -           2              -           1              3              5              4              -           -           9              -           3              -           -           3              -           -           -           -           -           15                  
Antigua y Barbuda 2              -           -           3              5              1              -           1              -           2              1              1              2              -           4              -           1              1              1              3              14                  
Bulgaria 4              2              -           1              7              -           -           -           -           -           3              -           -           -           3              2              -           1              1              4              14                  
Marruecos -           -           -           -           -           -           1              1              2              4              1              3              -           -           4              2              1              2              1              6              14                  
Serbia -           -           -           5              5              1              -           -           -           1              1              -           -           -           1              3              3              -           1              7              14                  
Islas Vírgenes Británicas/Territorio Británico de Ultramar1              5              5              2              13            -           -           -           -           -           -           -           -           1              1              -           -           -           -           -           14                  
Martinica/Departamento de Ultramar Francés1             1              -           -           2              1              3              -           -           4              1              -           -           -           1              2              3              1              -           6              13                  
Croacia -           -           -           1              1              1              2              2              -           5              1              1              -           -           2              4              -           -           -           4              12                  
República CentroÁfricana -           -           -           -           -           1              2              -           -           3              2              1              2              1              6              2              1              -           -           3              12                  
Turkmenistán -           -           -           -           -           3              -           -           -           3              2              3              2              -           7              2              -           -           -           2              12                  
Etiopia -           -           -           10            10            -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1              -           -           -           1              11                  
San  Vicente y las Granadinas -           -           1              -           1              -           -           1              -           1              -           -           -           1              1              3              4              1              -           8              11                  
Chipre -           1              -           1              2              1              1              -           -           2              1              2              1              -           4              -           -           2              -           2              10                  
Gibraltar/Territorio Británico de Ultramar1            -           1              1              3              1              1              -           -           2              -           3              -           -           3              1              1              -           -           2              10                  
Santa Lucia -           -           1              -           1              1              2              2              -           5              -           -           -           -           -           -           1              1              2              4              10                  
Andorra -           -           2              -           2              2              -           -           -           2              -           -           1              1              2              2              -           -           -           2              8                    
Indonesia 4              1              -           -           5              -           -           -           -           -           1              -           2              -           3              -           -           -           -           -           8                    
Kuwait -           -           1              1              2              -           -           2              -           2              -           -           -           -           -           1              2              -           -           3              7                    
Malasia 1              -           1              -           2              -           -           -           -           -           1              -           -           -           1              3              1              -           -           4              7                    
Nigeria -           2              -           -           2              -           -           -           -           -           1              -           -           -           1              3              -           1              -           4              7                    
San Cristóbal y Nevis -           -           -           4              4              1              -           -           -           1              1              -           -           -           1              1              -           -           -           1              7                    
Túnez -           1              -           1              2              -           2              -           -           2              -           -           -           1              1              1              1              -           -           2              7                    
Afganistán 1              -           -           -           1              -           1              -           1              2              -           -           -           -           -           -           -           1              2              3              6                    
Estonia -           -           1              1              2              1              -           -           -           1              1              1              -           -           2              -           1              -           -           1              6                    
Senegal -           -           -           -           -           3              1              1              -           5              -           -           -           -           -           1              -           -           -           1              6                    
Albania 1              1              -           -           2              1              2              -           -           3              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           5                    
Azerbaiyán -           1              -           -           1              1              2              -           -           3              1              -           -           -           1              -           -           -           -           -           5                    
Mónaco -           -           -           -           -           1              -           -           -           1              -           -           -           -           -           3              -           1              -           4              5                    
Reunión 1              -           2              -           3              -           -           -           -           -           2              -           -           -           2              -           -           -           -           -           5                    
Tanzania -           -           -           -           -           -           2              -           -           2              1              -           -           -           1              -           2              -           -           2              5                    
Islas Vírgenes Estadounidenses/Territorio de Estados Unidos1              1            1             2              5              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           5                    
Angola -           1              1              -           2              -           -           1              -           1              -           -           -           -           -           -           1              -           -           1              4                    
Bermudas/Territorio Británico de Ultramar1              -           -           -           1              -           -           -           -           -           1              -           -           -           1              1              -           1              -           2              4                    
Brunei Darussalam -           -           1              -           1              -           -           -           -           -           1              -           -           -           1              -           1              1              -           2              4                    
Cabo Verde 1              2              -           -           3              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1              -           -           -           1              4                    
Guayana Francesa/Departamento de Ultramar Francés-           -           2              -           2              -           1              -           -           1              -           -           -           -           -           1              -           -           -           1              4                    
Kazajistán -           1              1              1              3              -           -           -           -           -           -           1              -           -           1              -           -           -           -           -           4                    
República de Moldavia -           -           -           1              1              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1              2              -           3              4                    
Mozambique 2              -           -           -           2              -           -           1              -           1              -           -           1              -           1              -           -           -           -           -           4                    
Omán -           -           1              1              2              -           -           -           -           -           2              -           -           -           2              -           -           -           -           -           4                    
Polinesia Francesa/Colectividad de Ultramar Francesa-          -          -           -           -           -           -           -           -           -           1              2              1              -           4              -           -           -           -           -           4                    
San Marino -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1              -           -           -           1              2              -           1              -           3              4                    
Uganda -           -           -           3              3              -           -           -           -           -           -           -           1              -           1              -           -           -           -           -           4                    
Benín -           -           -           -           -           -           -           1              -           1              -           -           -           -           -           -           1              1              -           2              3                    
Uzbekistán -           -           -           3              3              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           3                    
República de Armenia -           -           -           1              1              -           -           -           -           -           -           -           1              -           1              -           -           -           -           -           2                    
Chad -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           2              -           -           2              -           -           -           -           -           2                    
Guinea -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           2              -           2              2                    
Irán -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           2              -           -           -           2              2                    
Isla de Man 1              -           -           -           1              -           -           -           -           -           -           1              -           -           1              -           -           -           -           -           2                    
Liechtenstein 1              -           -           -           1              -           -           -           -           -           -           -           1              -           1              -           -           -           -           -           2                    
Malta -           -           -           -           -           -           -           2              -           2              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           2                    
Nauru -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1              -           -           1              2              2                    
República Democrática Popular de Corea-          -           -           -           -           1              -           -           -           1              -           -           -           -           -           -           -           1              -           1              2                    
Santo Tomé y Príncipe 1              1              -           -           2              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           2                    
Suazilandia -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           2              -           -           -           2              2                    
Vanuatu -           -           -           -           -           -           -           1              -           1              -           1              -           -           1              -           -           -           -           -           2                    
Zambia -           -           -           1              1              -           -           -           -           -           1              -           -           -           1              -           -           -           -           -           2                    
Zimbabue -           -           -           -           -           -           2              -           -           2              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           2                    
Islas Turcas y Caicos/Territorio Británico de Ultramar1              -         -           -           1              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1              -           -           -           1              2                    
Antártida -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1              -           1              1                    
Camerún -           -           -           -           -           -           -           -           1              1              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1                    
Georgia -           -           1              -           1              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1                    
Ghana -           -           -           -           -           -           1              -           -           1              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1                    
Guinea Ecuatorial -           -           -           -           -           -           1              -           -           1              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1                    
Guinea Bissau -           -           -           1              1              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1                    
Jordania -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1              -           -           1              -           -           -           -           -           1                    
Lesoto -           -           1              -           1              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1                    
Mongolia -           1              -           -           1              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1                    
Namibia -           -           -           1              1              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1                    
Nueva Caledonia/Territorio francés-          -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1              -           1              1                    
Pakistán -           -           -           -           -           -           1              -           -           1              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1                    
Santa Sede/Ciudad del Vaticano-           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1              -           -           1              1                    
Seychelles 1              -           -           -           1              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1                    
Sri Lanka -           -           -           1              1              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1                    
Sudán -           -           -           1              1              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1                    
Togo -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1              -           -           -           1              1                    
República Árabe de Yemen -           -           1              -           1              -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           -           1                    
S/E 16            8              17            9              50            8              5              6              1              20            1.854       1.183       1.117       933          5.087       5              3              3              -           11            5.168             
Total 90.155     61.727     58.838     25.080     235.800   93.806     68.673     69.314     28.321     260.114   115.825   84.188     80.152     35.143     315.308   139.417   111.640   103.932   44.633     399.622   1.210.844      
País de Procedencia
Tabla 1. Entradas de extranjeros  menores de edad durante el periodo comprendido entre el 2015 -2018, según país de procedencia y  rango de edad 
Total
2015 2016 2017 2018
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Anexo 3. Respuesta Derecho de Petición Instituto Colombiano de Bienestar Familiar  
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Anexo 4. Respuesta Derecho de Petición Ministerio de Educación 
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Anexo 5. Respuesta Derecho de Petición Ministerio de Salud y Protección Social - 
MinSalud 
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